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Este año ha sido el más 

caluroso del que se tenga 

registro, con temperaturas 

que por primera vez han 

rebasado en más de 1,4 °C 

los promedios preindus-

triales. Las olas de calor, 

las sequías, los incendios 

forestales, los huracanes, 

las inundaciones, los des-

prendimientos de tierra y las epidemias, por nombrar 

solo algunos desastres, están teniendo enormes reper-

cusiones. Solo en América Latina y el Caribe, estamos 

sufriendo las consecuencias en miles de vidas perdidas 

y retrocesos significativos en el crecimiento económico 

y la salud fiscal. Los más afectados son los países más 

pobres, los hogares de más bajos recursos y las comu-

nidades ya marginadas. 

Es urgente reducir cuanto antes los gases de efecto 

invernadero: solo lograremos la estabilidad climática 

cuando alcancemos las cero emisiones netas. La tran-

sición hacia una economía neutra en carbono, lejos de 

ser un sacrificio, traerá la prosperidad y el crecimiento 

económico que tanto se necesitan. Pero, independien-

temente de nuestras acciones, las repercusiones del 

clima ya están aquí y seguirán empeorando durante 

décadas. La adaptación es esencial.

La buena noticia es que la evidencia demuestra que 

la adaptación es posible. A lo largo de los siglos, los 

asentamientos humanos han prosperado bajo una gran 

variedad de climas. El desafío para los gobiernos es que 

deben impulsar cambios estructurales en apenas unas 

décadas y perseguir un objetivo en movimiento. Al fin y 

al cabo, es imposible predecir cómo afectarán los cam-

bios globales el clima local.  

Este libro pretende facilitar el diseño de la política de 

adaptación. En él se proporcionan herramientas que 

permiten a los gobiernos coordinar mejor sus acciones 

para que cada agencia tenga claro cómo afecta el cam-

bio climático su mandato, cuáles son las soluciones en 

cada sector y qué puede hacer el gobierno en materia 

de adaptación, ya sea directamente o potenciando los 

esfuerzos del sector privado. El libro hace énfasis en que 

la adaptación requiere que todos adoptemos medidas, 

desde los hogares y las empresas hasta cada uno de los 

segmentos y niveles del gobierno. 

Hay una amplia gama de soluciones disponibles. Como 

señalamos en el libro, una de ellas es reducir la exposi-

ción de la infraestructura y las comunidades, situándolas 

o reubicándolas lejos del peligro o protegiéndolas, ya 

sean con ladrillo y mortero o aprovechando el poder de 

las soluciones basadas en la naturaleza, como los par-

ques urbanos y los humedales. 

Adaptarnos no significa eliminar todos los riesgos. Nin-

guna inversión puede eliminar completamente el riesgo 

de un desastre natural. Por el contrario, adaptarnos 

también quiere decir aumentar la resiliencia. Necesita-

mos preparar con antelación planes de evacuación y de 

continuidad de las actividades. Necesitamos almacenar 

reservas de medicamentos esenciales y materiales 

de reconstrucción. Necesitamos garantizar diversas 

fuentes de agua y energía. Necesitamos redundancia 

en el transporte y las telecomunicaciones para garanti-

zar la disponibilidad de los servicios de infraestructura 

esenciales. Invertir en sistemas de alerta temprana es 

la forma más rentable de salvar vidas, ya que permite a 

los gobiernos anticiparse a los desastres, informar a la 

población y ayudarla a actuar. 

El cambio climático, además de provocar trastornos 

económicos y sociales generalizados, afectará de 

manera desproporcionada a las comunidades margi-

nadas. Una adaptación eficaz exige, por tanto, mejorar 

la inclusión financiera. También requiere programas de 

protección social más flexibles que puedan responder a 

los fenómenos meteorológicos extremos. Resulta funda-

mental dirigir las ayudas específicamente a los hogares 

excluidos. Por ejemplo, los asentamientos informales se 

beneficiarían enormemente de un mejor diseño de las 

viviendas y de materiales más resistentes. Sin embargo, 

los códigos de construcción no suelen cumplirse en ese 

tipo de lugares. Los gobiernos deben subsanar estas 

deficiencias, diseñando planes en consulta con todas 

las partes interesadas e insistiendo en que se atiendan 

las necesidades de las personas más desfavorecidas.  

Las soluciones dependerán del contexto local. Cada 

país y cada municipio tiene prioridades y estrategias de 

desarrollo coherentes con sus compromisos externos. 

Los planes de adaptación deben partir de un análisis 

del riesgo y la vulnerabilidad con un enfoque territorial. 

Nuestra esperanza con este libro es ayudar a diseñar 

esos planes con base en conocimientos estratégicos 

actualizados.  

Prólogo

Graham Watkins
Jefe de la División de Cambio Climático 

Banco Interamericano de Desarrollo
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RESUMEN EJECU TIVO

Con el calor y el agua al cuello: nueve caminos 
hacia un desarrollo resiliente al cambio climático 

Mientras escribimos estas líneas, 2023 va camino de convertirse en el año más 

cálido jamás registrado, alcanzando por primera vez 1,4°C por encima de los 

promedios preindustriales. El fuerte fenómeno de El Niño de este año se ha 

sumado al impacto del calentamiento global para mostrarnos cómo podría ser 

el futuro. Los incendios forestales han quemado 363.000 hectáreas en Chile, 

causando en apenas 72 horas cerca de 3.000 millones de dólares en pérdidas 

y enormes daños. Las fuertes lluvias han destruido 50.000 viviendas en Perú, 

mientras una ola de calor exacerba la epidemia de dengue, infectando a 150.000 

personas y causando la muerte de 400. Los desprendimientos de tierras 

provocados por las lluvias torrenciales en Haití han perjudicado a una de cada 

cinco comunidades, matando a 48 personas y provocando la pérdida de 3.000 

cabezas de ganado y 30.000 hectáreas de tierras de cultivo, al tiempo que han 

aumentado los casos de cólera.

No cabe duda de que la adaptación es una prioridad, y este libro muestra cómo 

puede lograrse. El libro comienza con una observación: aunque existen soluciones 

técnicas, los conocimientos están dispersos en informes técnicos que se centran 

cada uno en un tema diferente, como la adaptación del sector eléctrico a las 

tormentas invernales o la mejora de las prácticas agrícolas ante el aumento de 

las temperaturas y las sequías. Las publicaciones que ofrecen una visión general 

sobre la adaptación tienden a ofrecer un marco conceptual o ejemplos de 

iniciativas dispersas. Nuestro objetivo aquí es explicar de manera sencilla pero 

sistemática por qué el cambio climático es un problema, qué soluciones pueden 

aplicarse y qué pueden hacer los gobiernos para ayudar. Intentamos escribir de 

una forma accesible y atractiva para un amplio público de responsables políticos, 

analistas y ciudadanos preocupados por el cambio climático. 

El libro está organizado en nueve capítulos. Seis de ellos se centran en un 

sistema específico: los alimentos y la biodiversidad (que están vinculados porque 

a menudo compiten por la tierra), el agua, la energía, el transporte, las ciudades 

y la salud. Cada capítulo explica cómo el cambio climático es una amenaza, 

enumera soluciones de adaptación y sugiere intervenciones gubernamentales 

para habilitar la transición hacia una economía resiliente al cambio climático. Tres 

otros capítulos presentan cuestiones que deben tenerse en cuenta en todos los 

sectores: la gestión del riesgo de desastres y las técnicas de apoyo a la toma de 

decisiones en condiciones de incertidumbre, las implicaciones sociales del cambio 

climático y los aspectos fiscales y financieros de la política de adaptación. Hemos 

dado prioridad a los ejemplos de América Latina y el Caribe, pero esperamos que 

el libro, y cada capítulo individualmente, sean de interés para un público global. 



Los riesgos climáticos amenazan  
vidas y prosperidad

Las temperaturas globales seguirán aumentando 

mientras los países emitan gases de efecto inverna-

dero a la atmósfera. Las proyecciones actuales pintan 

un panorama sombrío, ya que se prevé que las tem-

peraturas aumenten más de 2°C o incluso 2,5°C a 

finales de siglo si los países no actúan con más deci-

sión para alcanzar una economía neutra en carbono 

en 2050.

Una película a cámara lenta con 
una banda sonora trepidante  
El calentamiento del clima conlleva cambios gra-

duales y choques violentos. Los cambios graduales 

incluyen impactos que se acumulan con el tiempo, 

como el aumento de las temperaturas promedio y del 

nivel del mar, los cambios en los patrones de precipi-

taciones, la acidificación de los océanos, el deshielo 

de los glaciares, la migración de especies y la pérdi-

da de biodiversidad. Los choques violentos incluyen 

fenómenos meteorológicos extremos como inunda-

ciones, tormentas, sequías y olas de calor, y otros 

desastres como pandemias, invasiones de plagas, 

incendios forestales y desprendimientos de tierra. 

El cambio climático puede exacerbar los peligros 

existentes o llevarlos a nuevas zonas. Por ejemplo, 

los cambios en las precipitaciones y el deshielo de 

los glaciares pueden traer inseguridad hídrica y un 

mayor riesgo de sequía a lugares que solían tener 

agua en abundancia. Algunas zonas costeras que ya 

están preparadas para las inundaciones pueden su-

frirlas con más frecuencia y enfrentarse a marejadas 

ciclónicas más altas. 

Una forma útil de analizar los riesgos que conlleva el 

cambio climático es descomponerlos en peligro, ex-

posición y vulnerabilidad (Capítulo 1). El peligro es la 

amenaza climática, la exposición es la condición de 

estar situado en zonas amenazadas, y la vulnerabili-

dad determina la gravedad del impacto en los activos 

y hogares expuestos. Por ejemplo, el aumento del 

nivel del mar es un peligro, las ciudades costeras 

están expuestas y la calidad de las infraestructuras 

determina la vulnerabilidad.

Predecir es muy difícil, especialmente 
si es sobre el futuro
El cambio climático también conlleva una profunda 

incertidumbre, una situación que se genera cuando 

los responsables de la toma de decisiones y las par-

tes interesadas no saben o no pueden ponerse de 

acuerdo sobre la probabilidad de los distintos esce-

narios. En nuestro caso, la incertidumbre profunda 

surge porque los impactos locales del cambio climá-

tico son imposibles de predecir (Capítulo 1). La misma 

dinámica atmosférica que nos hace imposible prede-

cir el clima con una semana de antelación en nuestra 

ciudad natal, nos hace imposible predecir cuánta 

lluvia cabe esperar en Valparaíso en 2040, cuál será 

la duración de la temporada del cultivo de frijoles en 

Colombia en 2045 o qué incidencia tendrán las olas 

de calor en Ciudad de México en 2050.

El registro histórico ya no es una buena imagen del 

peligro actual y futuro. En la mayoría de los luga-

res, los modelos climáticos ni siquiera se ponen de 

acuerdo sobre si lloverá más o menos dentro de 30 

años. Solo lo sabremos con certeza después de los 

hechos. Además, el cambio climático en sí no es el 

único factor incierto. Las tendencias tecnológicas, 

sociales y económicas son igualmente inciertas y 

desempeñan un papel clave en la configuración de la 

exposición y la vulnerabilidad a los impactos climáti-

cos. Por lo tanto, la adaptación debe tener en cuenta 

muchos futuros climáticos posibles y dar prioridad a 

opciones flexibles y poco arriesgadas que funcionen 

en todos ellos.  

Pérdidas económicas y sociales 
El cambio climático provoca pérdidas económicas 

al destruir activos, interrumpir la prestación de servi-

cios y reducir la productividad. Por ejemplo, el clima 

desfavorable y la migración de especies destruyen 

los ecosistemas y disminuyen la productividad de la 

agricultura. En Sudamérica, la duración promedio de 

la temporada de cultivo de alimentos básicos clave 

como el trigo y el maíz ya ha disminuido entre un 1,6% 

y un 2,5% (Capítulo 2). El aumento del nivel del mar 

engulle destinos turísticos como hoteles y playas. 

En el Caribe, la afluencia de turistas se reduce en un 

tercio tras los huracanes (Capítulo 2). 

C
O

N
 E

L
 C

A
L

O
R

 Y
 E

L
 A

G
U

A
 A

L
 C

U
E

L
L

O
: 

N
U

E
V

E
 C

A
M

IN
O

S
 H

A
C

IA
 U

N
 D

E
S

A
R

R
O

L
L

O
 R

E
S

IL
IE

N
T

E
 A

L
 C

A
M

B
IO

 C
L

IM
Á

T
IC

O

J



Los fenómenos meteorológicos extremos interrum-

pen o disminuyen la productividad de los servicios 

esenciales de infraestructura. En Lima, Perú, las fuer-

tes lluvias y los consiguientes desprendimientos de 

tierra en 2017 llenaron los ríos de lodo, obligando a 

cerrar la principal planta de tratamiento de agua y 

cortando el suministro de agua a la ciudad (Capítu-

lo 3). En toda América Latina y el Caribe, las sequías 

amenazan con secar los embalses de las centrales 

hidroeléctricas y obligan a apagar las centrales de 

gas natural que no pueden refrigerarse. Los incen-

dios forestales cortan las líneas eléctricas, mientras 

que las olas de calor aumentan la demanda de aire 

acondicionado (Capítulo 4). 

Cuando las infraestructuras resultan dañadas, el 

mayor problema es la pérdida del servicio. En la Re-

pública Dominicana, los huracanes, las crecidas de 

los ríos, los terremotos y los tsunamis causan alrede-

dor de un millón de dólares al año en daños a la red, 

pero las pérdidas para los usuarios, medidas valoran-

do el tiempo perdido por las interrupciones, son casi 

tres veces mayores (capítulo 5). Una preocupación 

clave surge cuando las condiciones meteorológicas 

obstruyen el acceso a infraestructuras esenciales, 

como los puertos utilizados para exportar mercancías 

o importar materiales de reconstrucción. 

La mayor parte de los impactos del cambio climático 

se dejarán sentir en las ciudades (Capítulo 6). La ma-

yoría de la población de América Latina y el Caribe 

vive en ciudades, y es en las ciudades donde se 

concentra la riqueza de la región. El rápido éxodo 

rural que han experimentado la mayoría de los paí-

ses de la región significa que la población urbana ha 

pasado del 50% de la población total en 1960 al 81% 

en 2020. Por desgracia, gran parte de esta migración 

rural ha sido absorbida por asentamientos informales, 

situados en colinas escarpadas, riberas de ríos o 

zonas costeras propensas a desprendimientos de 

tierras e inundaciones; que contienen viviendas mal 

diseñadas y construidas con materiales de calidad 

inferior que no pueden resistir los huracanes; y con 

escaso acceso a servicios públicos como la recogida 

de basuras y la extinción de incendios, lo que expo-

ne a sus habitantes al peligro de conflagraciones.   

El cambio climático también tiene repercusiones 

sobre la salud (Capítulo 7). En una Sudamérica que 

envejece y se calienta, las víctimas relacionadas con 

el calor aumentaron un 160% entre 2000 y 2021. El 

estrés térmico también reduce la productividad y ya 

ha provocado una epidemia de enfermedades rena-

les en América Central. La pérdida de cosechas y las 

sequías acarrean malnutrición y enfermedades. Entre 

2030 y 2050, 95.000 niños podrían morir anualmen-

te de desnutrición inducida por el cambio climático. 

La migración de insectos también es un problema: la 

idoneidad climática del dengue en Sudamérica au-

mentó un 35% entre 1951 y 2021.  

Por último, el cambio climático agrava la desigual-

dad y la pobreza (Capítulo 8). Los hogares pobres 

tienden a tener viviendas más endebles, viven en 

zonas de mayor riesgo y, cuando se les niega el ac-

ceso a cuentas bancarias, invierten la mayor parte 

de sus ahorros en activos vulnerables a los impac-

tos al cambio climático, como el ganado. Cuando el 

huracán Mitch azotó Honduras, la quinta parte más 

pobre de los hogares perdió el 18% de sus activos, 

frente a solo el 3% del quintil más alto. Los hogares 

más pobres también tienen menos capacidad para 

hacer frente a las pérdidas; al tener pocos gastos 

suntuarios que recortar, pueden verse empujados a 

abandonar el sistema educativo, posponer tratamien-

tos médicos o reducir la ingesta de alimentos. 
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Igual, pero diferente: soluciones 
comunes de adaptación 

Es necesario actuar de inmediato para evitar con-

secuencias devastadoras y garantizar que todos, 

independientemente de su estatus socioeconómico, 

puedan adaptarse y prosperar en un mundo cam-

biante. Aunque cada sector económico y cada lugar 

son diferentes, nuestra revisión revela tipos de solu-

ciones comunes en todos los sectores. 

Identificar los peligros y 
reducir la exposición
La primera solución común es reducir la exposición 

a los impactos del cambio climático, ya que algunas 

zonas se verán más afectadas que otras. Por ejem-

plo, las regiones costeras o las zonas cercanas a ríos 

y lagos son más propensas a las inundaciones que 

las zonas alejadas de esos lugares. Adaptarse signifi-

ca evitar estas zonas expuestas o trasladarse a otras 

más seguras.  

Identificar los peligros (o amenazas) es un requisito 

previo esencial. Aunque los impactos climáticos no 

pueden predecirse con certeza, las simulaciones 

numéricas y las deliberaciones con las partes inte-

resadas locales son clave para anticipar qué zonas 

podrían verse expuestas a los elementos.     

Protección de zonas valiosas
Retirarse de las zonas de riesgo no siempre es posi-

ble o deseable. Las zonas expuestas pueden tener 

bienes importantes o ser de interés cultural, y el tras-

lado a través de migraciones masivas conlleva otros 

retos. Proteger las zonas expuestas es, por tanto, 

crucial. La construcción de infraestructuras grises es 

una forma de hacerlo, por ejemplo, mediante diques 

y malecones. Las soluciones basadas en la naturale-

za, también conocidas como infraestructuras verdes, 

a menudo son alternativas rentables: los manglares 

pueden romper las olas, los parques pueden propor-

cionar amortiguadores contra las inundaciones y los 

desprendimientos de tierra, y los árboles urbanos 

reducen sustancialmente las temperaturas durante 

las olas de calor, todo ello a la vez que proporcionan 

servicios culturales y promueven la biodiversidad. Las 

soluciones grises y verdes funcionan mejor juntas: en 

Asunción (Paraguay), los humedales restaurados y las 

infraestructuras de drenaje mejoradas protegen 1.500 

viviendas contra las inundaciones (Capítulo 6). 

Llame al ingeniero: reforzar las 
estructuras y mejorar la eficacia
La reubicación y la protección no eliminarán el ries-

go. Diseñar estructuras más fuertes e inteligentes es 

clave para reducir los daños cuando los impactos se 

materialicen. Por ejemplo, se pueden seguir normas 

más estrictas para la construcción de carreteras, 

utilizar materiales más resistentes, incluir más alcan-

tarillas y contar con una pendiente más pronunciada 

que las proteja de las crecientes lluvias y de los 

riesgos de desprendimientos de tierra (Capítulo 5). 

En el sector alimentario, las soluciones técnicas para 

preservar los rendimientos incluyen el cambio a culti-

vos resistentes al calor, la mejora de los sistemas de 

riego y la construcción de embalses (Capítulo 2).

Mejorar la eficiencia también es vital. Las opciones 

de diseño que utilizan menos agua, tierra o energía 

moderan la presión que el cambio climático ejerce 

sobre estos recursos. Por ejemplo, las casas me-

jor aisladas necesitan menos aire acondicionado 

durante las olas de calor, lo que ayuda el sistema 

energético a hacer frente a la situación (Capítulo 6). 

En el sistema alimentario, reducir los residuos y las 

pérdidas, que actualmente afectan hasta al 30% de 

la producción alimentaria mundial, es una forma de 

mejorar la eficiencia.

Diversificación, redundancia 
y descentralización
La adaptación es más eficaz a nivel del sistema. 

Los conceptos clave aquí son la diversificación, la 

descentralización y la redundancia. Diversificación 

significa establecer fuentes alternativas de bienes 

y servicios, como abastecerse de agua a partir de 

una cartera de soluciones que incluya embalses, 

aguas subterráneas, plantas desalinizadoras, hu-

medales restaurados o mantenidos y aguas grises 

recicladas (Capítulo 3). Del mismo modo, las granjas 

que producen múltiples alimentos y aprovechan C
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las propiedades repelentes de algunas plantas 

son menos vulnerables que los monocultivos a la 

devastación por plagas. En Colombia, Nicaragua y 

Honduras se podría mejorar la seguridad alimenta-

ria al complementar cultivos tradicionales como la 

soja, el trigo y el maíz con la mandioca y el ñame 

(Capítulo 2).

La descentralización significa distribuir geográfica-

mente las infraestructuras y los servicios críticos, 

reduciendo en el proceso los fallos de un solo punto. 

Por ejemplo, los paneles solares y las turbinas eólicas 

diseminados por un territorio tienen menos proba-

bilidades de inundarse todos al mismo tiempo que 

una sola central eléctrica de carbón (Capítulo 4). Con 

las redundancias, múltiples partes del sistema sirven 

para fines similares y proporcionan soluciones de 

respaldo, por ejemplo, cuando se dispone de múlti-

ples rutas y medios de transporte para conectar los 

barrios residenciales con los puestos de trabajo, los 

centros de salud y el ocio (Capítulo 5). 

Estar prevenido vale por dos: 
fomentar la resiliencia 
No todos los riesgos son evitables. Adaptarse tam-

bién significa prepararse para los desastres antes de 

que se produzcan y aumentar la resiliencia, que es la 

capacidad de hacer frente a los acontecimientos ad-

versos y recuperarse de ellos (Capítulo 1). Gracias a 

los planes de vigilancia, alerta temprana y respuesta, 

los hogares, las empresas y las autoridades pueden 

alejar los objetos de valor de las zonas inundables. 

Pueden reforzar ventanas y puertas antes de un 

huracán, preparar rutas alternativas para adquirir in-

sumos o suministrar productos, o evacuar antes de 

que se acerque un incendio forestal. La vigilancia de 

las tendencias climáticas también permite a los profe-

sionales de la salud identificar y responder a nuevas 

enfermedades para la salud y a los agricultores elegir 

mejores cultivos para plantar (Capítulo 7). 

Prepararse para la reconstrucción es clave. Ahorrar a 

través de instituciones financieras y contratar seguros 

permite a los hogares y a las empresas financiar las 

reparaciones tras un desastre (Capítulo 9). Mantener 

reservas de piezas críticas, medicinas y materiales de 

reconstrucción es importante en algunas industrias. Y 

proporcionar a los hogares protección social, como 

transferencias de efectivo, y acceso a servicios de 

salud y saneamiento significa que dispondrán de una 

red de seguridad si se ven afectados por los impac-

tos del cambio climático (Capítulo 8).

El papel del gobierno 

Para hacer frente a los retos que plantea el cambio 

climático, los gobiernos necesitan utilizar una serie 

de instrumentos políticos. De hecho, mientras que 

muchas adaptaciones técnicas pueden ser aplicadas 

directamente por un gobierno, muchas otras requie-

ren la implicación del sector privado, quien actúa de 

acuerdo con la política gubernamental.

Zonificación y normas
La zonificación desempeña un papel crucial en la 

reducción de la exposición a los impactos del cambio 

climático. En Barbados, no se pueden construir edifi-

cios a menos de 30 metros de la marca de pleamar, 

evitando así las zonas expuestas a la erosión y las 

inundaciones (Capítulo 6). La zonificación también 

sirve para proteger la naturaleza, salvaguardar las 

funciones ecológicas críticas y promover soluciones 

basadas en la naturaleza (Capítulo 2). Un ejemplo es 

la restauración de manglares en las zonas costeras 

tropicales, lo que reduce los riesgos de inundación 

para las nuevas urbanizaciones. En Medellín, el go-

bierno plantó parques urbanos en las laderas de las 

montañas para evitar los asentamientos informales, 

reducir el riesgo de desprendimientos de tierra y 

proporcionar ocio local.

Las normas pueden utilizarse para exigir el uso de 

adaptaciones esenciales. Los códigos de cons-

trucción suelen exigir que las estructuras puedan 

soportar determinados vientos, temperaturas o lluvias 

extremas. Las normativas del ministerio de energía 

pueden dictar la construcción de refuerzos alrededor 

de las centrales eléctricas para soportar las inunda-

ciones (Capítulo 4). Imponer auditorías periódicas R
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puede ayudar a garantizar un mantenimiento ade-

cuado de las carreteras y puentes (Capítulo 5). La 

normativa laboral es clave para adaptarse a las 

condiciones laborales, por ejemplo, prohibiendo el 

trabajo al aire libre durante las horas de más calor o 

haciendo obligatoria la ropa especial, la protección 

solar y el acceso al agua potable (Capítulo 7). 

El palo y la zanahoria: 
instrumentos económicos
Los gobiernos también disponen de instrumentos 

económicos para promover la adaptación. Entre 

ellos se encuentran los subsidios, los impuestos, las 

tarifas y las subvenciones. Por ejemplo, las tarifas del 

agua pueden diseñarse para promover la conserva-

ción y financiar a las empresas de servicios públicos 

(Capítulo 3). Las subvenciones gubernamentales pue-

den proporcionar financiación directa para que las 

empresas eléctricas refuercen la red o inviertan en 

baterías para evitar apagones cuando se produzcan 

fenómenos meteorológicos extremos (Capítulo 4). 

Los impuestos por congestión en los centros urbanos 

pueden utilizarse para promover ciudades densas y 

más adaptables (Capítulo 5).

También es esencial reformar los subsidios a la 

agricultura y la energía. Los gobiernos gastan casi 

540.000 millones de dólares al año en todo el mun-

do para apoyar la agricultura, y se ha descubierto 

que el 87% de esas ayudas son ineficaces y poco 

equitativas. Además, este apoyo genera riesgos para 

la salud relacionados con el impacto de la agricul-

tura en el medio ambiente e incentiva dietas poco 

saludables (Capítulo 2). En 2020, los países de Amé-

rica Latina y el Caribe gastaron 60.000 millones de 

dólares, es decir, el 1,3% del PIB, en subsidios a los 

combustibles fósiles. Más allá de su impacto como 

incentivos, estos suponen una carga para las finanzas 

públicas; reformarlos al tiempo que se protege a los 

hogares pobres y a las empresas vulnerables debería 

ser una prioridad (Capítulo 9).

El valor de los datos y la capacitación
Recopilar y publicar datos y previsiones en tiem-

po real es crucial para ayudar a los tomadores de 

decisiones a prepararse para los fenómenos meteo-

rológicos extremos. Los sistemas de alerta temprana 

que dan instrucciones accionables directamente a la 

población (como los mensajes de texto que indican 

a la gente que abandone urgentemente una zona de 

inundación repentina) son una de las formas más efi-

caces de salvar vidas. Los gobiernos deberían invertir 

en la tecnología y las habilidades necesarias para 

proporcionar este servicio esencial. Las previsiones 

meteorológicas a largo plazo también son importantes, 

por ejemplo, para ayudar a los agricultores a ajustar 

sus cultivos estacionales si se prevé una sequía. 

Los gobiernos también deben realizar y publicar eva-

luaciones del impacto y la vulnerabilidad al cambio 

climático que anticipen cómo este último afectará las 

actividades económicas o el medio ambiente a nivel 

local. Y deben establecer programas de educación y 

formación específicos para cada sector y lugar con el 

fin de desarrollar la capacidad de adaptación de sus 

agencias, gobiernos subnacionales y sector privado.   

Los organismos gubernamentales y el sector privado 

tienen que hacer frente a una gran incertidumbre en 

su toma de decisiones. Para ello, pueden explorar 

diferentes escenarios, buscar opciones “sin arrepenti-

miento” que funcionen bien en múltiples condiciones 

y generar planes que incorporen la capacidad de 

ajustar el rumbo a medida que se disponga de nueva 

información (Capítulo 1). Formar a los responsables de 

la toma de decisiones, a los funcionarios y al mundo 

académico para que utilicen estas herramientas es 

una parte importante de la combinación de políticas 

de adaptación del gobierno.

C
O

N
 E

L
 C

A
L

O
R

 Y
 E

L
 A

G
U

A
 A

L
 C

U
E

L
L

O
: 

N
U

E
V

E
 C

A
M

IN
O

S
 H

A
C

IA
 U

N
 D

E
S

A
R

R
O

L
L

O
 R

E
S

IL
IE

N
T

E
 A

L
 C

A
M

B
IO

 C
L

IM
Á

T
IC

O

N



Reunir a las partes interesadas

El cambio climático se manifiesta de forma diferente 

en cada lugar y afecta al mismo tiempo a todos los 

sectores económicos con implicaciones sociales y 

financieras. Por ello, las estrategias de adaptación 

deben crearse aunando las perspectivas de todos 

los actores afectados a nivel territorial.  

El enfoque territorial
La fragmentación institucional es un reto importante a 

la hora de diseñar una política de adaptación. La ac-

ción coordinada es compleja porque la experiencia, 

las responsabilidades y el poder de decisión están 

distribuidos entre varios actores privados y públicos 

y entre agencias que dependen de más de un minis-

terio. Por ejemplo, la respuesta del gobierno a una 

sequía grave puede depender de las políticas de 

agua, agricultura, salud y medio ambiente. 

Los planes de adaptación deben promover la 

coordinación entre los actores y clarificar la respon-

sabilidad en cuanto a quién debe actuar sobre qué. 

Los principales instrumentos de planificación para la 

adaptación son las leyes sobre el cambio climático 

y los planes de adaptación. En Chile, la Ley Marco 

de Cambio Climático delega la responsabilidad de 

actuar frente al cambio climático en los ministerios 

competentes, exigiéndoles que desarrollen planes 

de adaptación para sus respectivos sectores. Los 

planes de adaptación deben diagnosticar los ries-

gos, identificar las soluciones y responsabilizar a los 

organismos gubernamentales para que actúen. Los 

gobiernos también deben esforzarse por integrar la 

planificación de la adaptación en otros instrumen-

tos de planificación, como los planes de desarrollo 

sectorial y las contribuciones determinadas a nivel 

nacional que comunican a la ONU en el marco del 

Acuerdo de París. 

Los gobiernos también deben considerar el cam-

bio climático a nivel territorial. Un enfoque territorial 

garantiza que se tengan en cuenta las realidades 

locales y que las políticas sectoriales se adapten a 

las necesidades específicas de cada lugar. Esto sig-

nifica capacitar a los gobiernos y administraciones 

locales para que identifiquen sus propias necesida-

des y definan sus políticas de adaptación. Es crucial 

promover la participación ciudadana, consultar con 

las comunidades locales e implicar a todas las partes 

interesadas en el proceso de toma de decisiones 

para garantizar que los grupos marginados y vulnera-

bles tengan voz.   

Adaptar las finanzas para 
financiar la adaptación
Las políticas fiscales bien diseñadas también tienen 

un papel que desempeñar en la adaptación (Capítu-

lo 9). Las intervenciones gubernamentales dependen 

de la asignación de recursos presupuestarios para 

financiar infraestructuras públicas y ofrecer incentivos 

financieros, como subvenciones o recortes fiscales. 

Al mismo tiempo, los propios presupuestos públicos 

son vulnerables al cambio climático. Los desastres 

naturales y las operaciones de socorro cuestan 

dinero. En la región, sufrir al menos un fenómeno 

meteorológico extremo al año aumenta el déficit 

fiscal entre un 0,8% y un 0,9% del PIB. La mayoría 

de los fondos públicos procederán del presupuesto 

general, pero los gobiernos también pueden utili-

zar créditos contingentes, bonos verdes y reformas 

fiscales verdes para gestionar el riesgo climático y 

financiar la adaptación. 

El sistema financiero y bancario también es vulnera-

ble. El cambio climático puede crear activos varados 

(o abandonados), por ejemplo, si el nivel del mar 

sube lo suficiente como para engullir un costoso 

complejo turístico (Capítulo 9). Los activos varados 

podrían provocar pérdidas en cascada que se trans-

miten y amplifican por todo el sistema financiero. 

Proporcionar evaluaciones definitivas de la prepa-

ración climática del sistema es un reto debido a la 

opacidad de la exposición al riesgo de las institucio-

nes financieras, las complejas conexiones dentro del 

sistema financiero, las dificultades para predecir los 

impactos climáticos y las reacciones del mercado, así 

como la limitada disponibilidad de datos. Los gobier-

nos deberían ordenar evaluaciones de los riesgos 

relacionados con el clima. Deberían exigir la divul-

gación de información financiera relacionada con 

el clima y hacer cumplir las prácticas de precaución 

para reducir el riesgo. 
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El prisma social
Los hogares más pobres suelen ser los más afec-

tados por los fenómenos meteorológicos extremos 

(Capítulo 8). Los gobiernos deberían identificar a los 

hogares en riesgo y establecer formas de apoyarlos 

con programas de protección social responsivos a 

choques. Los esfuerzos de recuperación deberían 

centrarse en reconstruir mejor las comunidades. Esto 

significa reconstruir los hogares en lugares más se-

guros, reforzar las estructuras e invertir en medidas 

como el aislamiento térmico y la ventilación para au-

mentar la resiliencia de las comunidades ante futuros 

desafíos relacionados con el clima.

La inclusión financiera reduce la necesidad de ayuda 

e inversión gubernamental. Las cuentas bancarias y 

los activos financieros ayudan a mantener los ahorros 

a salvo cuando se produce un desastre. Y aunque 

los seguros, los ahorros y los préstamos ayudan a los 

hogares a recuperarse, su acceso es limitado. Los 

gobiernos pueden promover la inclusión financiera 

para aumentar la resiliencia. Esto incluye eliminar ba-

rreras, como la distancia a las sucursales bancarias, 

o los requisitos mínimos para acceder a cuentas ban-

carias y seguros. Por ejemplo, los seguros indexados 

a las condiciones meteorológicas, que indemnizan 

en función de variables fácilmente observables como 

las precipitaciones, tienen menores costos de ad-

ministración y pueden reducir el riesgo de manera 

asequible para las explotaciones más pequeñas y 

pobres (Capítulo 9).

Por último, una buena gobernanza debe garantizar 

que nadie se quede atrás. Los gobiernos deben 

prestar atención a cómo se distribuyen los bene-

ficios y costos de la política de adaptación en la 

sociedad, evitando desigualdades en el acceso a 

la protección, el socorro y los servicios básicos. Las 

regulaciones de zonificación y el desplazamiento de 

los asentamientos informales pueden afectar nega-

tivamente al acceso a la salud y la educación de los 

habitantes de los asentamientos, independientemen-

te del riesgo. Al mismo tiempo, el cambio climático 

impulsará más migraciones, ya que la gente abando-

nará las zonas afectadas por los impactos climáticos 

y se trasladará a otras con mejores oportunidades, 

usualmente dentro de las mismas fronteras nacio-

nales. La mejor manera de garantizar que la política 

climática sea equitativa es dar voz a todas las partes 

interesadas, incluidos los segmentos pobres y margi-

nados de la sociedad.

C
O

N
 E

L
 C

A
L

O
R

 Y
 E

L
 A

G
U

A
 A

L
 C

U
E

L
L

O
: 

N
U

E
V

E
 C

A
M

IN
O

S
 H

A
C

IA
 U

N
 D

E
S

A
R

R
O

L
L

O
 R

E
S

IL
IE

N
T

E
 A

L
 C

A
M

B
IO

 C
L

IM
Á

T
IC

O

P



Índice

RESUMEN EJECUTIVO / I

CAPÍTULO 1. Toma de decisiones para un futuro impredecible / 1

Que será, será: riesgos climáticos y toma 
de decisiones / 4

Cómo entender peligro, exposición, 

vulnerabilidad, resiliencia y capacidad 

de adaptación / 4

Gestión de riesgos de desastres para 

mejorar vidas / 4

Incorporar la incertidumbre a la toma 

de decisiones / 5

Una mejor respuesta a un gran 
problema / 8

Transparencia y rendición 

de cuentas / 9

Solidaridad en tiempos de crisis / 9

Financiamiento del riesgo de 

desastres / 9

Referencias / 10

CAPÍTULO 2. Replantando la biodiversidad y replanteando la alimentación / 11

Un asalto a la biodiversidad y a 
la seguridad alimentaria / 14

Mordiendo la mano que nos da de 

comer / 14

Amenazas a los ecosistemas 

terrestres y acuáticos / 15

Menores rendimientos, mayores 

problemas / 15

Una vida mejor con la naturaleza: 
opciones de adaptación / 17

Salvaguardar la tierra y los 

océanos / 17

Aumentar la resiliencia a los 

fenómenos meteorológicos 

extremos / 19

Fuerza y diversidad / 19

Mejores dietas y menos 

desperdicio / 20

Maridaje: política alimentaria y 
conservación de la biodiversidad / 21

Un festín regulatorio / 21

Sembrando el cambio: información y 

comunicación / 21

Gastos que dan fruto / 22

Referencias / 24

CAPÍTULO 3. Montar la ola de adaptación en los sectores de agua 
y saneamiento / 29

Efectos del cambio climático sobre la 
seguridad hídrica / 32

Una amenaza para la disponibilidad 

del agua / 32

El impacto sobre la calidad  

del agua / 33

Un torrente de adaptaciones / 33

Más eficiencia, menos estrés / 33

Reutilizar y reciclar / 34

La diversificación es clave / 34

La naturaleza provee / 34

Cómo las intervenciones de los gobiernos 
pueden revertir la tendencia / 36

Aludiendo la buena gobernanza / 36

Hacer fluir la información / 36

Informar la toma de decisiones con 

mejores datos y mejores métodos / 37

Crear y hacer cumplir las  

regulaciones / 37

Instrumentos económicos / 37

Referencias / 39



CAPÍTULO 4. Poniendo en marcha la adaptación del sector eléctrico / 43

Una amenaza a la infraestructura y a 
la seguridad energética / 46

La generación de energía es 

vulnerable en múltiples frentes / 46

Las redes eléctricas sienten el  

calor / 46

Demanda: en alza / 47

Opciones de adaptación: cómo ayudar al 
sector energético a afrontar el futuro / 49

Encontrando la fuerza en los números 

y en la diversidad / 49

Soluciones creativas para proteger la 

infraestructura / 50

El poder de la preparación / 50

Intervenciones del gobierno para catalizar 
la adaptación / 52

Referencias / 54

CAPÍTULO 5. Impulsando la adaptación en el sector del transporte / 55

A punto de colisionar: el cambio climático 
y los sistemas de transporte / 58

Vulnerabilidad de la  

infraestructura / 58

Una amenaza económica y social / 59

Opciones de adaptación para mantener a 
los países en movimiento / 59

Resguardar la infraestructura  

crítica / 59

Centrarse en el mantenimiento / 60

Resistencia bajo estrés / 60

Sistemas de apoyo al proceso 

decisorio / 61

Estar preparados / 62

El gobierno retoma el control / 63

Trazando el camino hacia la 

adaptación / 63

Incentivar las inversiones / 63

Acceso a la información / 64

Referencias / 65

CAPÍTULO 6. Ciudades resilientes / 67

El cambio climático amenaza las  
ciudades / 70

Problemas en el hogar / 70

Riesgo de incendios urbanos / 70

La vulnerabilidad de los activos 

urbanos / 71

Echando leña al fuego: Informalidad y 

rápido crecimiento / 71

Construyendo mejores ciudades / 72

La ubicación importa / 72

Píntelo gris / 72

O píntelo verde / 72

Ciudades frescas / 73

Soluciones de diseño / 74

El papel del gobierno / 75

Planificación urbana / 75

Saber es poder / 75

El valor de la regulación / 76

Superando la informalidad y la 

desigualdad / 76

Financiamiento para las ciudades / 77

Referencias / 78



CAPÍTULO 7. Chequeo médico: cambio climático y salud / 81

El cambio climático amenaza la salud 
humana y los sistemas de salud / 84

Caldo de cultivo para la 

enfermedad / 84

Un peligro para la alimentación / 85

Cuando la naturaleza es desastrosa 

para la salud / 85

Estragos en el sistema de salud / 85

Adaptaciones para fortalecerel sistema de 
salud  / 86

Adaptar el diagnóstico, la prevención 

y el tratamiento / 86

Garantizar la capacidad  

estructural / 86

Intercambio de conocimientos y 

mejora de la comunicación / 87

Intervenciones de los gobiernos: una tabla 
de salvación para la adaptación / 88

Una postura preventiva / 88

Un enfoque de equipo en materia de 

gobernanza / 89

Política reguladora / 89

Política fiscal y seguro de salud / 90

Referencias / 91

CAPÍTULO 8. Llueve sobre mojado: el riesgo económico y ambiental para los 
pobres / 93

Los desastres nunca vienen solos para los 
más pobres / 96

Vulnerabilidad de los activos / 96

Viviendo al borde de la pobreza / 97

Empleo y salarios / 97

Bajos ingresos = Baja resiliencia / 98

Una lección difícil: repercusiones a 

largo plazo en la educación y la  

salud / 98

Se necesita un colchón financiero más 

grande / 99

La migración: ¿una bendición o una 

maldición? / 99

Sincronizando la adaptación y el 
desarrollo / 101

Reducción de la exposición / 101

Fortaleciendo la salud y la  

educación / 101

Adaptando la protección social para 

capear con éxito el cambio  

climático / 102

Referencias / 104

CAPÍTULO 9. Adaptar las finanzas públicas y privadas para el financiamiento de la 
adaptación / 107

El cambio climático conlleva riesgos 
físicos y de transición / 110

Política fiscal para gestionar el riesgo 
climático / 110

Financiamiento de los costos de los 

eventos meteorológicos  

extremos / 110

Financiamiento de la adaptación / 112

¿Se ofrece recompensa? Bonos 

verdes y bonos vinculados a la 

sostenibilidad / 113

Promover un sector financiero  
resiliente / 114

Sorpresas y reacciones en  

cadena / 114

Diagnóstico del riesgo financiero / 115

Evaluar, gestionar y divulgar los 

riesgos / 115

Se avecina una tormenta: necesidades  
de capacitación, planificación y 
coordinación / 117

Clasificar las actividades económicas y 

el gasto público / 117

Planificación y coordinación de la 

política climática / 117

Referencias / 119





C A P Í T U L O  1 .  

Toma de decisiones 
para un futuro 
impredecible



Autores Hipólito Talbot-Wright
ASESOR EN CAMBIO CLIMÁTICO 
BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO

hipolitot@iadb.org

Valentina Saavedra Gómez
ESPECIALISTA CAMBIO CLIMÁTICO 
BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO

valentinasa@iadb.org 

Adrien Vogt-Schilb
ECONOMISTA SENIOR DE CAMBIO CLIMÁTICO 
BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO

avogtschilb@iadb.org

Ilustración por Daniela Hernández 

Cita sugerida: Talbot-Wright, H., Saavedra Gómez, V., Vogt-Schilb, A., 2023. Toma de decisiones para un futuro impredecible, en: Talbot-Wright, H., 

Vogt-Schilb, A. (Eds.), Con El Calor y El Agua al Cuello: Nueve Caminos Hacia Un Desarrollo Resiliente al Cambio Climático. Banco Interamericano 

de Desarrollo.

mailto:hipolitot@iadb.org
mailto:valentinasa@iadb.org
mailto:avogtschilb@iadb.org


Toma de decisiones para un futuro impredecible

El cambio climático provoca fenómenos de evolución lenta, como 

el aumento de las temperaturas y del nivel del mar, y fenómenos 

meteorológicos extremos, como inundaciones, sequías y huracanes. 

La gestión de riesgos de desastres es una herramienta vital para 

la adaptación al cambio climático. Consiste en identificar posibles 

fenómenos meteorológicos extremos (peligros), limitar la población y los 

activos afectados cuando se producen desastres naturales (exposición), 

reducir las consecuencias inmediatas para las personas y empresas 

afectadas (vulnerabilidad) y mejorar la capacidad de hacerles frente y 

recuperarse (resiliencia). Pero los planteamientos de gestión de riesgos 

deben tener en cuenta la incertidumbre profunda, es decir, los casos en 

que los datos son escasos o cuando los expertos discrepan sobre los 

posibles riesgos y resultados. De hecho, el cambio climático provoca 

cambios inciertos en la frecuencia, intensidad y distribución geográfica 

de los fenómenos meteorológicos extremos. El registro histórico ya no 

es una base sólida para predecir el peligro. La herramienta de "Toma de 

Decisiones bajo Incertidumbre Profunda” (DMDU, por sus siglas en inglés) 

tiene en cuenta diversos escenarios, busca opciones suficientemente 

buenas y “sin arrepentimientos” que funcionen bien en todos los futuros 

posibles e incorpora flexibilidad al proceso de planificación para que 

los responsables de la toma de decisiones puedan adaptar el curso de 

acción a medida que dispongan de información. Los enfoques de gestión 

de riesgos de desastres y DMDU pueden utilizarse para la adaptación 

tanto a los fenómenos meteorológicos extremos inciertos como a los de 

evolución lenta. Los gobiernos deben realizar evaluaciones de peligros y 

vulnerabilidades; diseñar estrategias de gestión de riesgos que definan 

responsabilidades claras entre los ministerios, los niveles subnacionales 

de gobierno y el sector privado; prohibir las zonas y actividades de 

mayor riesgo; y establecer normas para la infraestructura y planes de 

continuidad. También deben promover el acceso a sistemas de alerta 

temprana y planificar formas ex ante de proporcionar ayuda directa 

tras grandes catástrofes, sobre todo a los hogares pobres. Por último, 

deben promover la inclusión financiera y los seguros, asignar amplios 

presupuestos a la preparación ante desastres y establecer normas 

presupuestarias especiales para canalizar los fondos de ayuda.



Que será, será: riesgos climáticos 
y toma de decisiones

1  Capítulo 6: Ciudades resilientes

2  Capítulo 7: Chequeo médico: cambio climático y salud

Los riesgos climáticos proceden de dos tipos de fe-
nómenos: los fenómenos meteorológicos extremos, 
como inundaciones y huracanes, y los fenómenos de 
evolución lenta, como el aumento del nivel del mar 
y la disminución de las precipitaciones anuales. A fin 
de reducir el impacto del cambio climático sobre la 
vida y la prosperidad, los países deben adaptarse a 
ambos tipos de fenómenos.

Cómo entender peligro, exposición, 
vulnerabilidad, resiliencia y 
capacidad de adaptación
Una buena lente para ver los riesgos del cambio 
climático y la forma de adaptarse es identificar los 
peligros, la exposición y la vulnerabilidad (Hallegatte 
et al., 2017). Los peligros o amenazas son fenómenos 
meteorológicos extremos como tormentas, inunda-
ciones y sequías, así como fenómenos de evolución 
lenta como el aumento de las temperaturas y del 
nivel del mar. 

La exposición es la presencia de poblaciones, eco-
sistemas y activos económicos en zonas afectadas 
por uno o varios peligros. El cambio climático expo-
ne a las comunidades a peligros a los que antes no 
estaban expuestas. Por ejemplo, a medida que sube 
el nivel del mar, las zonas situadas más al interior 
quedan expuestas a inundaciones, sobre todo en las 
regiones costeras bajas, como los deltas de los ríos. 

La exposición por sí misma no implica el riesgo de 
un peligro. El grado en que los peligros afectan a las 
poblaciones, los ecosistemas y los sistemas humanos 
depende de lo vulnerables que sean a estos. Por 
ejemplo, una ola de calor afectará más a un hogar si-
tuado en un barrio sin arbolado, alejado de masas de 
agua, sin una buena ventilación y con un aislamiento 
inadecuado que a un hogar rodeado de árboles, 
cerca del agua y con buena ventilación, aislamiento y 
acceso a aire acondicionado. 

Existen dos elementos fundamentales para redu-
cir los efectos duraderos de los peligros cuando 
hay exposición y vulnerabilidad a los impactos del 

cambio climático: resiliencia y capacidad de adapta-

ción. La resiliencia es la capacidad de hacer frente a 
acontecimientos adversos y recuperarse de ellos. La 
capacidad de adaptación es la habilidad para reducir 
la exposición y la vulnerabilidad a los peligros. Un ho-
gar resiliente tiene acceso a ahorros y seguros para 
reparar o reconstruir sus bienes tras un fenómeno 
meteorológico extremo. El mismo hogar tiene capaci-
dad de adaptación si dispone de la información y los 
recursos financieros que necesita para alejarse de la 
zona expuesta.

Los hogares pobres y excluidos suelen ser los más 
expuestos, los más vulnerables y los menos re-
silientes. También tienen la menor capacidad de 
adaptación a los impactos del cambio climático (Halle-
gatte et al., 2017). A menudo, los más pobres carecen 
de medios para evitar la exposición a los fenómenos, 
por ejemplo, desplazándose de las llanuras aluvia-
les bajas. Suelen residir en estructuras más débiles, 
como viviendas construidas por ellos mismos en 
asentamientos informales.1 Además, con frecuencia 
no gozan de acceso a medidas de gestión de ries-
gos, como planes de seguros. Tras los fenómenos 
meteorológicos extremos, las pérdidas de activos 
de los hogares más pobres supondrán una pequeña 
fracción de los daños globales, pero una proporción 
mayor de sus activos totales. Además, los efectos 
menores sobre los activos, cuando se miden en valor 
financiero, suelen afectar enormemente el bienestar 
de los pobres, que se ven obligados a recortar gastos 
en educación, nutrición y atención médica.2

Gestión de riesgos de desastres 
para mejorar vidas
La gestión de riesgos de desastres es una herra-
mienta para que gobiernos, empresas y particulares 
identifiquen los riesgos de los fenómenos meteoroló-
gicos extremos y los reduzcan a niveles aceptables. 
Una estrategia de gestión de riesgos de desastres 
tiene como objetivo identificar los peligros y desarro-
llar instrumentos de preparación ante emergencias, 
estrategias de respuesta y socorro, y planes de 
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recuperación tras los desastres. Los formuladores 
de políticas públicas también pueden utilizar los 
principios de gestión de riesgos de desastres para 
planificar una respuesta a acontecimientos de evo-
lución lenta, como el aumento del nivel del mar y la 
desertificación (Hallegatte et al., 2017; UNDRR, 2021). 

La reducción del riesgo se consigue disminuyendo 
la exposición (p. ej., alejando a las personas de las 
costas o restaurando los manglares para brindar 
protección contra las inundaciones y la subida del 
nivel del mar) o limitando la vulnerabilidad (p. ej., re-
forzando las edificaciones). Aquellos riesgos que no 
se cubren mediante la reducción de la exposición 
o la vulnerabilidad se denominan riesgos residua-
les. Dado que el riesgo residual no puede evitarse, 
la gestión de riesgos de desastres también debe 
fomentar la resiliencia. Los instrumentos financieros 
son una forma clave de hacerlo: ayudan a mitigar 
los impactos de riesgos inevitables. Los seguros 
distribuyen parte del costo de los fenómenos meteo-
rológicos extremos entre el conjunto de sus titulares, 
en lugar de dejar que sean los directamente afec-
tados quienes paguen la factura. Del mismo modo, 
las ayudas públicas transfieren parte de los costos 
del cambio climático a un amplio grupo de contri-
buyentes (IPCC, 2022). A fin de minimizar el riesgo 
residual, es esencial diseñar planes de respuesta 
ante emergencias, de manera anticipada, por ejem-
plo, para establecer rutinas de evacuación, rescate o 
rehabilitación. 

Los sistemas de alerta temprana son un medio 
fundamental para reducir el riesgo, salvar vidas y 
salvaguardar la propiedad (IPCC, 2022). Las alertas 
dan tiempo a los hogares y a las empresas para pre-
pararse ante fenómenos meteorológicos extremos: 
evacuar, alejar los objetos de valor de las zonas 
inundables o reforzar puertas y ventanas. Tener 
tiempo suficiente para preparar una casa antes de 
un huracán, por ejemplo, reduce los daños hasta un 
50% (Williams, 2002). La emisión de avisos 48 horas 
antes de las inundaciones permite reducir los daños 
de forma similar (Carsell, Pingel, and Ford 2004). Una 
encuesta del BID llamada Riskmonitor reveló que 
al menos 16 países de América Latina y el Caribe 
utilizan sistemas de alerta temprana (Lacambra et 
al., 2014; IDB, 2023). Un ejemplo típico es la Ley de 
Gestión de Emergencias de Barbados, que en 2017 
estableció un Sistema Nacional de Alerta que permite 
al Gobierno emitir anuncios de emergencia directa-
mente al público utilizando líneas móviles y fijas, fax, 
SMS, televisión o anuncios por correo electrónico. 

El cambio climático y la gestión de riesgos tienen 
implicaciones para el bienestar. Los efectos del cam-
bio climático en el patrimonio no son los mismos que 
en el bienestar (Hallegatte et al., 2017). Un enfoque 
de adaptación que pretenda reducir el impacto del 
cambio climático sobre los activos corre el riesgo de 
excluir a los pobres. Un enfoque alternativo consiste 
en tratar de reducir el riesgo para el bienestar en 
lugar del riesgo para los activos. Por ejemplo, una 
ciudad puede decidir gastar dinero en un costoso 
malecón que proteja un barrio pobre en vez de uno 
rico, aunque el valor financiero de los bienes protegi-
dos sea menor en la zona pobre. Pero podría decidir 
hacerlo dado que la destrucción de la propiedad de 
los pobres tendría un mayor impacto en su bienestar. 

Incorporar la incertidumbre 
a la toma de decisiones
El planteamiento tradicional de la gestión de riesgos 
se basa en identificar los peligros, su probabilidad y 
sus posibles consecuencias y sopesar los beneficios 
y costos de las medidas para reducir esos riesgos 
o sus consecuencias. Por ejemplo, muchos países 
utilizan registros históricos para determinar la pro-
babilidad de que cualquier zona pueda inundarse, 
lo que habitualmente se expresa como periodo de 
retorno. Si el periodo de retorno de una inundación 
de un metro es de 100 años, eso significa que cada 
año hay un 1% de posibilidades de que se produz-
ca una inundación de un metro o más en esa zona. 
Los países pueden entonces establecer una norma 
de seguridad. Podrían, por ejemplo, prohibir el de-
sarrollo en zonas donde se esperan inundaciones 
al menos cada 20 años y exigir que las estructuras 
sean capaces de resistir fenómenos de una fuerza 
determinada. Ocho países de la región cuentan 
con una regulación que define los niveles de riesgo 
aceptables para al menos dos desastres naturales 
(Lacambra et al., 2014; IDB, 2023). Por ejemplo, el 
Código de Construcción de Bahamas establece que 
las instalaciones deben cumplir las normas impues-
tas por la Sociedad Estadounidense de Ingenieros 
Civiles y las edificaciones situadas en zonas costeras 
deben cumplir normas más estrictas que aquellas 
situadas más al interior. 

El cambio climático, sin embargo, induce cambios en 
la frecuencia, intensidad, área de influencia y dura-
ción de los peligros (IPCC, 2022). El registro histórico 
ya no ofrece una buena imagen del peligro futuro. 
En las Bahamas, los huracanes de categoría 5, como 
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Dorian, que en 2019 dejó sin hogar a 70.000 perso-
nas y causó daños por valor de más de USD$ 5.000 
millones, solían producirse una vez cada 50 o 100 
años. Con el cambio climático, ahora pueden ocurrir 
una vez cada 25 años (IDB, 2020). La evaluación de 
los peligros futuros requiere ahora el uso de modelos 
de simulación. 

Para complicar las cosas, los riesgos inducidos por 
el cambio climático son profundamente inciertos. La 
incertidumbre profunda se refiere a situaciones, a 
menudo asociadas con sistemas complejos y hori-
zontes a largo plazo, en las que la escasez de datos 
y el desacuerdo entre los expertos hacen imposible 
cuantificar con precisión los posibles riesgos y resul-
tados (Marchau et al., 2019). Una de las principales 
incertidumbres es la magnitud del cambio climático 
global.  Sabemos que el cambio climático empeora-
rá, pero no cuánto ni qué tan rápido. Dependiendo 
tanto de la voluntad de los países de todo el mundo 
de frenar las emisiones de gases de efecto inver-
nadero a fin de alcanzar las cero emisiones netas 
hacia 2050 (Fazekas et al., 2022), como de la efica-
cia de sus esfuerzos y de la respuesta del complejo 
sistema climático, es probable que el calentamiento 
global en 2081-2100 se situará entre 1,4 °C y 2,7 °C 
(IPCC, 2023). Esto afectará directamente tanto a los 
fenómenos meteorológicos extremos como a los de 

evolución lenta. Por ejemplo, sabemos que en 2050 
el nivel del mar será más alto, pero no sabemos con 
exactitud cuánto: ya que podría subir entre 15 y 30 
cm por encima del nivel actual. 

La segunda incertidumbre se refiere a cómo se ven 
afectados los climas locales por el calentamiento glo-
bal. Las ecuaciones que rigen el comportamiento de la 
atmósfera son notoriamente caóticas: se dice que una 
mariposa que bate sus alas en Europa puede cambiar 
la trayectoria de un huracán días después en el Caribe 
(“Efecto Mariposa”, 2023). Esto significa que ningún 
modelo puede predecir con exactitud cómo cambia-
rán la temperatura, las precipitaciones o la frecuencia 
e intensidad de los fenómenos meteorológicos extre-
mos en una zona determinada. A menudo, ni siquiera 
podemos predecir la dirección de los cambios, como 
la precipitación media anual (Hallegatte et al., 2012).

El gráfico 1.1 ilustra los efectos profundamente in-
ciertos del cambio climático. Muestra simulaciones 
de los cambios de temperatura y precipitaciones 
en Maryland (EE. UU.) en 2045, según seis modelos 
climáticos diferentes calibrados con tres vías distin-
tas de emisiones de gases de efecto invernadero 
(Fischbach et al., 2015). Las temperaturas podrían 
aumentar algo menos de 1 °C o algo más de 2 °C, 
mientras que las precipitaciones podrían reducirse 
más de un 8% o aumentar más de un 10%. Aunque 

GRÁFICO 1.1: 

Simulaciones de cambios de temperatura y precipitaciones en Maryland para 
2045 en tres escenarios climáticos y según seis modelos climáticos.
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puede resultar tentador elegir el “mejor modelo”, 
por ejemplo, el que mejor reproduce el clima de 
Maryland cuando se calibra a partir de datos his-
tóricos, sería un error hacerlo, ya que en lo que 
respecta a la modelización del clima, los resultados 
pasados no garantizan los resultados futuros (Halle-
gatte et al., 2012). 

En estas condiciones, la llamada herramienta de 
"Toma de Decisiones bajo Incertidumbre Profunda” 
(DMDU, por sus siglas en inglés) ayuda a los respon-
sables de la toma de decisiones a diseñar planes 
resilientes generando muchos escenarios diferen-
tes, comparando enfoques, utilizando márgenes de 
seguridad, encontrando opciones “de bajo arrepen-
timiento” o “sin arrepentimiento”, haciendo hincapié 
en estrategias reversibles y elaborando planes 
contingentes que puedan ajustarse con el tiempo a 
medida que se disponga de nueva información (Ha-
llegatte, 2009; Marchau et al., 2019). 

Tras analizar las implicaciones de varios escenarios 
de precipitaciones y demanda de agua, un estu-
dio de DMDU reveló que antes de 2026 la ciudad 
mexicana de Monterrey debe realizar inversiones 
en medidas de ahorro de agua, un embalse y varios 
proyectos de aguas subterráneas (Molina-Pérez et al., 
2019). Estas opciones “sin arrepentimiento” son útiles 
en prácticamente todos los escenarios y garantizan 
la seguridad hídrica en el 91% de los escenarios ana-
lizados por menos de USD$ 500 millones. El estudio 
también propone un plan de contingencia que ga-
rantice que haya agua suficiente en caso de que uno 
del 9% de los escenarios restantes resulte ser cierto 
(gráfico 1.2). Si la demanda de agua supera un umbral 
determinado (en torno a 15 metros cúbicos por se-
gundo), el siguiente paso a dar depende del estado 
de los niveles de agua subterránea: con niveles altos, 
bastaría con los pozos existentes y no sería necesa-
ria ninguna medida adicional. Pero con niveles bajos, 
se necesitaría una planta desalinizadora para 2039, 

GRÁFICO 1.2 

Inversiones “sin arrepentimiento” y un plan de contingencia para garantizar la seguridad hídrica 
en Monterrey, México 

2016–2026 2027–2038 2039–2050

Acueducto Panuco 

Represa Vicente 
Guerrero 

Planta de 
desalinización

Cuchillo II 

Proyecto de Pozo 
de Inyección de 
Aguas Residuales

100%
CONFIABILIDAD

US$ 0 
COSTO ADICIONAL

96%
CONFIABILIDAD

US$ 0
COSTO ADICIONAL

100%
CONFIABILIDAD

US$ 1.400 M.
COSTO ADICIONAL

99%
CONFIABILIDAD

US$ 4.200 M.
COSTO ADICIONAL

Ballesteros-Buenos 
Aires pozo de agua 
subterránea

Obispado pozo de agua 
subterránea

El Pajonal sistema de 
agua subterránea

Pozos poco profundos: 
La Union

Pozos poco profundos: 
Rio Conchos

Pozos poco profundos: 
Pilon Chapotal

Tunel San Francisco II

Monterrey Country pozo 
de agua subterránea

Represa La Libertad

Eficiencia

US$ 439 millones
COSTO

91%
CONFIABILIDAD

DEMANDA

Otros casos excluidos

de esta ilustración

Menos de 14.6 metros cúbicos
por segundo (m3/s)

Más de 14.6
y menos de
15.8 m3/s

Más de 19.6 m3/s

DISPONIBILIDAD DE

AGUAS SUBTERRÁNEAS

Reducido en
menos del 6%

Reducido más
del 6%

Sin acción

Sin acción

Planta de desalinización

Fuente: Extracto simplificado, adaptado de Molina-Pérez et al. (2019). 
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por un costo adicional de USD$ 1.500 millones. Para 
los niveles de demanda aún mayores (en torno a 
20 metros cúbicos por segundo), la inversión en la 
planta desalinizadora tiene sentido independiente-
mente de los niveles de agua subterránea, y también 
serían necesarias presas y acueductos adicionales, lo 
que elevaría el costo a más de USD$ 4.000 millones.

Una toma de decisiones eficaz en materia de cambio 
climático, más allá de los conocimientos científicos 
y técnicos, requiere el compromiso de las partes 
interesadas y la consideración de valores sociales y 
éticos (Kalra et al., 2014). Al incorporar las preocupa-
ciones y los conocimientos de un grupo de interés 
más amplio, la participación de las partes interesadas 
en el proceso de toma de decisiones puede contri-
buir a (i) garantizar que se tengan en cuenta diversas 
perspectivas y preocupaciones, lo que es especial-
mente importante para los pueblos indígenas y las 
comunidades locales más vulnerables a los efectos 
del cambio climático; (ii) generar confianza y legiti-
midad en torno al proceso, lo que contribuye a una 
aplicación más eficaz; y (iii) fomentar la innovación y 
la creatividad. 

El estudio de Monterrey mencionado anteriormen-
te ayudó a crear consenso entre las partes locales 
interesadas (Molina-Pérez et al., 2019). Las cuales, 
al principio, tuvieron dificultades para trabajar jun-
tas, debido a que discrepaban en cuanto a qué 
proyectos priorizar: mientras que unos preferían la 
conservación, los otros preferían las grandes infraes-
tructuras. El análisis comenzó reuniendo a las partes 
interesadas para ponerse de acuerdo sobre los obje-
tivos (fiabilidad y costo) y mostró cómo los proyectos 
de conservación y desarrollo de infraestructura 
podían funcionar como una cartera hacia estos obje-
tivos. Por ejemplo, como la conservación siempre es 
útil, debería fomentarse. Pero no es suficiente para 
garantizar la seguridad hídrica. Por otro lado, las in-
versiones más grandes serían muy eficaces, pero son 
costosas, y los proyectos más pequeños son adecua-
dos en la mayoría de los escenarios. Las inversiones 
de mayor envergadura pueden retrasarse de manera 
segura hasta que (y si) más información establezca 
que son indispensables.   

Una mejor respuesta a un gran problema

El cambio climático plantea enormes desafíos, y 
los gobiernos deben estar a la altura. Promover un 
marco de gobernanza alineado con los riesgos del 
cambio climático es su primer paso para mejorar la 
toma de decisiones y aumentar la resiliencia. 

Una acción clave es diseñar estrategias de gestión 
de riesgos de desastres. Las Naciones Unidas apro-
baron en Sendai un Marco para la Reducción del 
Riesgo de Desastres (UNDRR, 2015). Dicho marco 
esboza siete objetivos para 2030: por un lado, pre-
tende reducir el número de víctimas de los desastres, 
el porcentaje de personas afectadas por estos, los 
costos de los desastres como fracción del PIB, los 
daños a infraestructuras críticas y la interrupción 
de servicios básicos. Por otro lado, pide a los paí-
ses desarrollar estrategias nacionales y locales de 
gestión de riesgos de desastres, cooperar a escala 
internacional y fomentar sistemas de alerta tempra-
na disponibles y accesibles. Todos los países de la 
región han adoptado el marco e informan sus progre-
sos periódicamente.

Las estrategias de gestión de riesgos deben fijar 
objetivos viables, fomentar la realización de evalua-
ciones de amenazas y vulnerabilidades, teniendo en 
cuenta cómo puede afectar el cambio climático los 
peligros futuros e integrar las consideraciones de 
gestión de riesgos de desastres en la planificación 
del uso del suelo, el desarrollo de infraestructuras y 
los marcos políticos. Por ejemplo, el plan de gestión 
de riesgos de Colombia pretende reducir el número 
de víctimas mortales a 3,5 por cada 100.000 habitan-
tes y tener menos de 6.215 personas afectadas por 
cada 100.000 habitantes en 2030 (UNGRD, 2022). 
Alude a los planes de desarrollo territorial existentes 
como un instrumento para prohibir la construcción en 
zonas de riesgo, y subraya la importancia de tener 
en cuenta el cambio climático a la hora de evaluar el 
riesgo de desastres. 

C
O

N
 E

L
 C

A
L

O
R

 Y
 E

L
 A

G
U

A
 A

L
 C

U
E

L
L

O
: 

N
U

E
V

E
 C

A
M

IN
O

S
 H

A
C

IA
 U

N
 D

E
S

A
R

R
O

L
L

O
 R

E
S

IL
IE

N
T

E
 A

L
 C

A
M

B
IO

 C
L

IM
Á

T
IC

O

8



Transparencia y rendición de cuentas
Los gobiernos deben definir claramente las res-
ponsabilidades y el alcance de la protección para 
responder eficazmente a los riesgos del cambio cli-
mático y orientar la toma de decisiones de los entes 
privados (Hallegatte et al., 2020). Las intervenciones 
para definir responsabilidades claras incluyen leyes 
y mandatos, zonificación del uso del suelo y códigos 
de construcción. En los Países Bajos, el gobierno está 
legalmente obligado a proporcionar cierto nivel de 
protección contra inundaciones a la población, lo que 
permite a los particulares y a las empresas tomar de-
cisiones informadas sobre dónde vivir e invertir y en 
qué medidas adicionales de gestión de inundaciones 
pueden necesitar invertir.

Los gobiernos deben crear organizaciones, comi-
siones interministeriales o grupos de trabajo que 
faciliten la puesta en marcha de respuestas rápidas y 
acciones coordinadas contra los desastres (Lacambra 
et al., 2014). También pueden ayudar a las empresas 
a elaborar planes de continuidad de las actividades. 
Las autoridades nacionales deben supervisar, au-
ditar y evaluar los procesos de gestión de riesgos 
de desastres ex post y ex ante, con el objetivo de 
mejorarlos continuamente y actualizarlos cuando 
dispongan de más información sobre el riesgo o la 
eficacia de las medidas de mitigación. También pue-
den establecer un enfoque territorial de la gestión 
de riesgos de desastres para hacer frente a riesgos 
localizados utilizando la planificación territorial, la 
toma de decisiones descentralizada y la participación 
ciudadana. 

En última instancia, gran parte de la gestión de ries-
gos de desastres deberá realizarse a nivel sectorial y 
subnacional. Para reducir la exposición y la vulnera-
bilidad, los gobiernos deben, por ejemplo, establecer 
incentivos a favor de prácticas agrícolas que tengan 
en cuenta el riesgo; construir diques, restaurar man-
glares o utilizar regulaciones de zonificación para 
alejar el desarrollo urbano de las zonas inundables; o 
establecer normas de seguridad y buenas prácticas 
en el sector de la generación de energía. Los capítu-
los 2 al 7 profundizan en lo que significan la gestión 
de riesgos y la adaptación al cambio climático para 
los distintos sectores del gobierno y la economía. 

Solidaridad en tiempos de crisis
Ningún tipo de preparación puede reducir el riesgo a 
cero, y siempre ocurrirán sucesos de gran magnitud 
pero muy poco frecuentes. Cuanto más importante y 

destructivo sea el fenómeno meteorológico extremo, 
menor será el número de hogares y empresas con 
suficiente riqueza y acceso a los instrumentos finan-
cieros necesarios para recuperarse. Se espera que 
los gobiernos ayuden en caso de fuerza mayor.

Tras las catástrofes, los gobiernos pueden ayudar a 
las empresas a recuperarse prestándoles apoyo di-
recto, por ejemplo sustituyendo equipos caros si han 
quedado destruidos (Hallegatte et al., 2020). Debe-
rían ayudar especialmente a los hogares más pobres 
y vulnerables. El diseño de programas de protección 
social que respondan a las crisis es una de las opcio-
nes más costo-efectivas para lograrlo (Hallegatte et 
al., 2017; Costella et al., 2023). El capítulo 8 analiza la 
cuestión de la reducción del riesgo de desastres y 
la adaptación a través del prisma de la inclusión y la 
reducción de la pobreza. 

El apoyo durante las catástrofes debe alinearse siem-
pre con los objetivos de adaptación a largo plazo y 
promover la migración y las actividades económicas 
alternativas cuando éstas sean las mejores opciones. 
Por ejemplo, la ayuda a los hogares afectados por 
inundaciones debería incentivar el traslado a zonas 
menos expuestas, siempre que sea posible, para 
evitar que las familias afectadas queden atrapadas 
en zonas propensas a las inundaciones (Hallegatte et 
al., 2020). 

Financiamiento del riesgo de desastres
Por último, los instrumentos financieros son herra-
mientas importantes para mejorar la resiliencia y la 
capacidad de adaptación de empresas y hogares. 
Los gobiernos deben promover el acceso al ahorro, 
al crédito y a los seguros (Hallegatte et al., 2020). 
Pueden promover la inclusión de los hogares pobres 
y vulnerables en los mercados financieros subvencio-
nando o actuando como garantes de los mercados 
de seguros o de la elegibilidad de los créditos.

La preparación ante los desastres también exige que 
los gobiernos dispongan de recursos inmediatos con 
los que actuar (Lacambra et al., 2014). Deben estable-
cer amplios márgenes presupuestarios, decidir sobre 
líneas de crédito contingentes y contratar seguros 
con instituciones financieras internacionales para fi-
nanciar el socorro y las reparaciones. También deben 
diseñar normas especiales que les permitan asignar 
y gastar rápidamente los recursos inmediatamente 
después de que se produzcan los desastres. En el 
capítulo 9 se trata con más detalle el financiamiento 
de riesgos. C
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Replantando la biodiversidad y 
replanteando la alimentación 

La biodiversidad es de importancia fundamental tanto para la salud humana 

como para la salud de nuestro planeta. Proporciona servicios ecosistémicos 

gratuitos como alimentos, polinización, reciclaje de nutrientes, formación del 

suelo, control de plagas, protección contra la erosión y caudales constantes 

de agua limpia. La pérdida de estos servicios dificulta el cultivo de plantas 

para obtener alimentos y materiales, la cría de ganado y la cría o captura 

de peces. La producción de alimentos es la causa principal de la pérdida 

de biodiversidad. Pero el cambio climático crea un peligro adicional: afecta 

tanto los ecosistemas como la producción de alimentos. Los cambios en 

los patrones climáticos, las olas de calor, la sequía y otros fenómenos 

meteorológicos extremos destruyen los ecosistemas, causan daños a los 

cultivos y al ganado e interrumpen las líneas de suministro y la cadena de 

frío. Los resultados son menores ingresos para los agricultores y amenazas 

para la seguridad alimentaria. La adaptación significa mejorar la eficiencia 

del uso de suelos y océanos, ampliar los esfuerzos de conservación y 

restauración, cambiar las dietas y ajustar las prácticas agrícolas, incluyendo 

la diversificación de la producción, la mejora de la gestión del agua y la 

promoción de variedades de ciertos cultivos resistentes a la sequía. Los 

gobiernos deben gestionar la tierra y el agua de forma más integrada, 

considerando conjuntamente los objetivos de producción, conservación y 

recreación. El ordenamiento territorial, la zonificación y la titulación de tierras 

son instrumentos clave, al igual que el establecimiento de áreas protegidas 

con planes de gestión sólidos y financiamiento sostenible. Promover el 

acceso a los seguros reduce la vulnerabilidad de los agricultores a los 

fenómenos meteorológicos extremos. Las regulaciones que prohíben 

prácticas no sostenibles, como la pesca de arrastre, ayudan a proteger los 

recursos naturales. Las reformas de las subvenciones agrícolas pueden 

incentivar la elección de cultivos y prácticas agrícolas que contaminen 

menos y dejen más espacio a los recursos naturales. Por último, el 

financiamiento público de la investigación y el desarrollo, la generación de 

capacidades y las campañas de comunicación ayudan a los actores locales 

a implementar las adaptaciones necesarias. 



Un asalto a la biodiversidad y a 
la seguridad alimentaria

La tierra, los océanos y el aire limpio son fundamenta-
les tanto para la producción de alimentos como para 
la conservación de la biodiversidad. La mitad de la 
actividad económica mundial depende de los eco-
sistemas terrestres y marinos que proporcionan los 
alimentos, el agua, el aire limpio y los materiales ne-
cesarios para la vida cotidiana. Tres cuartas partes de 
los cultivos alimentarios del mundo dependen, al me-
nos en parte, de la polinización. Además, el volumen 
de producción agrícola que depende de la poliniza-
ción animal ha aumentado un 300% en los últimos 
50 años (IPBES, 2016). El suelo alberga decenas de 
miles de especies subterráneas de invertebrados, 
bacterias y hongos necesarios para filtrar el agua, 
reciclar los nutrientes que permiten el crecimiento 
de las plantas y regular las enfermedades del suelo. 
También crean humus y capturan carbono (Gunstone 
et al., 2021).

América Latina y el Caribe es una superpotencia en 
biodiversidad. Representa el 16% de la superficie de 
la Tierra, pero alberga el 40% de la biodiversidad 
mundial. Posee la mitad de los bosques tropicales, 
es la mayor reserva de agua dulce y alberga el 12% 
de los manglares del mundo (UNEP-WCMC, IUCN, y 
NGS, 2018).

Mordiendo la mano que nos da de comer 
Sin embargo, la actividad humana amenaza la capa-
cidad de la naturaleza para seguir prestando estos 
servicios ecosistémicos. América Latina y el Caribe 
está a la vanguardia de la actual sexta extinción ma-
siva. En 50 años ha perdido el 94% de su población 
de vertebrados y alberga el mayor número de mamí-
feros, plantas, peces y aves amenazados del mundo 
(IDB, 2019a, WWF, 2020). 

El sistema alimentario es el principal factor de pér-
dida de biodiversidad. La agricultura es la principal 
amenaza para más del 85% de las 28.000 especies 
en peligro de extinción en el mundo (Benton et al., 
2021). Los principales factores de pérdida de hábitat 
han sido la transformación de ecosistemas naturales 
en tierras de cultivo y, en particular, la deforestación 
para la producción ganadera (IPBES, 2019). En Améri-
ca Latina y el Caribe, la carne de res es responsable 

de casi dos tercios de la deforestación, mientras que 
solo aporta el 12% de la ingesta proteica de la región 
(Dumas et al., 2022).

La fragmentación del hábitat debilita aún más los 
ecosistemas. La fragmentación y pérdida del hábitat 
impide a las especies migrar a lugares con condicio-
nes más adecuadas o regenerarse tras las pérdidas 
provocadas por incendios forestales, sequías u otros 
fenómenos meteorológicos extremos (Parmesan et 
al., 2022). En las dos últimas décadas, la Amazonia 
ha sufrido una de las fragmentaciones forestales más 
graves del mundo (Ma et al., 2023). Los manglares 
amenazados por el aumento del nivel del mar están 
especialmente en riesgo, ya que los terrenos adya-
centes suelen ocuparse para actividades como la 
agricultura, lo que complica su reasentamiento. 

El monocultivo puede ser un problema. Históricamen-
te, se han cultivado 6.000 especies vegetales para 
la alimentación. Pero hoy solo nueve de ellas repre-
sentan el 66% de la producción total de cultivos del 
planeta (FAO, 2019). En América Latina y el Caribe, el 
75% de las calorías que consume la población de la 
región proceden de solo 12 cultivos y cinco animales. 
La agricultura, sin el escudo natural que proporciona 
la diversidad genética, es menos resistente a peligros 
como las enfermedades, las plagas, las condiciones 
meteorológicas extremas y el cambio climático.

El uso masivo de pesticidas para la producción de ali-
mentos también genera graves problemas tanto para 
la naturaleza como para las personas (UNEP, 2022). 
América Central utiliza un promedio de 5,5 kilogra-
mos de pesticidas por hectárea de cultivo, frente al 
promedio mundial de solo 1,8 kg/ha. Costa Rica y 
Belice se encuentran entre los mayores consumido-
res, con 34 y 11 kg/ha respectivamente. Los pesticidas 
son responsables en gran medida de la desaparición 
masiva de aves e insectos (Sánchez-Bayo and Wyc-
khuys, 2019; Rigal et al., 2023). También se acumulan 
en el suelo, matan la vida subterránea, contaminan 
el agua y provocan enfermedades crónicas y agu-
das, envenenando accidentalmente a 12 millones 
de personas cada año en América Latina y el Caribe 
(Boedeker et al., 2020; Pathak et al., 2022). 
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El uso del agua para la agricultura, la energía, la 
industria y el consumo humano aumenta aún más 
la presión sobre los ecosistemas. El aumento de la 
demanda de agua para el consumo humano reduce 
la cantidad que queda para preservar los caudales 
ecológicos (IPCC, 2019). Actualmente, más del 70% 
de todas las extracciones de agua dulce se destinan 
a la agricultura y la ganadería. La carne de res es el 
mayor consumidor de agua, con un 21% del consumo 
promedio en Brasil (Da Silva et al., 2016). Al mismo 
tiempo, el cambio climático está aumentando la varia-
bilidad del ciclo del agua y provocando fenómenos 
meteorológicos extremos, como la sequía.1

La sobrepesca aumenta la presión sobre los ecosis-
temas marinos. En 2019, el 35% de las poblaciones 
pesqueras mundiales estaban por debajo de los 
niveles de sostenibilidad biológica (FAO, 2022). En 
el Pacífico Sudoriental, el 67% de las poblaciones 
de peces se pescan de manera no sostenible, en 
parte debido a la sobrepesca de flotas no regionales 
alrededor o incluso dentro de las zonas económicas 
exclusivas de los países costeros de la región (Kadie, 
2018). Por ejemplo, en Chile cerca del 60% de las 
pesquerías están sobreexplotadas y el 28% de ellas 
se clasifican como agotadas (Subpesca, 2023). 

Amenazas a los ecosistemas 
terrestres y acuáticos
El cambio climático pone aún más en peligro los 
ecosistemas. Los fenómenos meteorológicos extre-
mos, como las olas de calor, la sequía y los incendios 
forestales, pueden provocar una mortalidad masiva. 
Los cambios meteorológicos y pluviométricos afectan 
la floración y la aparición de insectos. Las plantas y 
los animales están cada vez más expuestos a brotes 
de plagas, lo que los expone a nuevos riesgos y a la 
mortalidad. A medida que el cambio climático sigue 
afectando los ecosistemas, también se ven afectadas 
algunas de sus funciones, como la polinización. 

El aumento del nivel del mar amenaza los ecosiste-
mas costeros, incluidos los manglares y los marismas. 
Son hábitats ricos en peces, moluscos, reptiles, 
anfibios, aves y mamíferos. Proporcionan servicios 
ecosistémicos esenciales como la regulación del 
agua, que incluye el control de las inundaciones y la 
purificación del agua (Leal & Spalding 2022). A me-
dida que los océanos se calientan, pierden oxígeno, 

1  Ver el Capítulo 3: Montar la ola de adaptación en los sectores de agua y saneamiento.

2  En general, se espera que la productividad agrícola disminuya como consecuencia del cambio climático, aunque el efecto directo de las temperaturas más 

cálidas y las mayores concentraciones de dióxido de carbono en el aire pueden aumentar la productividad de algunas especies en algunas regiones, espe-

cialmente en el caso de los cultivos de riego (Bezner Kerr et al., 2022; Prager et al., 2022). El efecto neto del cambio climático depende de muchos otros 

factores que se analizan a continuación.

se vuelven más ácidos y suben de nivel. Entre los 
ecosistemas oceánicos más vulnerables están los 
arrecifes de coral.  Sus esqueletos se debilitan con la 
acidificación de los océanos y se blanquean durante 
las olas de calor. El aumento del nivel del mar incre-
menta la sedimentación y los asfixia.

Las condiciones más calurosas aumentan la mor-
talidad de los árboles y hacen que los incendios 
forestales sean más frecuentes y extensos. En la 
selva amazónica, un aumento de la temperatura de 
1,2ºC puede incrementar la mortalidad de los árbo-
les en casi un 40% (Parmesan et al., 2022). En Chile, 
el verano 2016-2017 fue el más caluroso en casi 40 
años y trajo consigo incendios forestales que afec-
taron a 14 veces más terrenos que el promedio de 
años anteriores (Bowman et al., 2019). Los incendios 
forestales pueden multiplicar por siete o más la mor-
talidad de los árboles en comparación con las zonas 
no quemadas, y la mayor mortalidad persiste hasta 
una década después del incendio (Silva et al., 2018).

El deshielo de los glaciares y los cambios en el ré-
gimen de precipitaciones convierten a las regiones 
árticas y montañosas en los ecosistemas más ex-
puestos (Parmesan et al., 2022). En Perú, glaciares en 
la Cordillera Blanca han perdido hasta un 64% de su 
masa desde 1970 (Taylor et al., 2022). El deshielo au-
menta la escorrentía a corto plazo. Pero a largo plazo, 
los arroyos alimentados por glaciares en la Cordillera 
Blanca disminuirán hasta un 30% (Baraer et al., 2012). 

Estos procesos reducen la idoneidad del hábitat 
natural para muchas especies y afectan así su abun-
dancia, distribución y actividad estacional. En los 
Andes tropicales, las especies deben desplazarse 
medio kilómetro al año hacia el polo para seguir el 
ritmo del cambio climático. Muchas zonas protegidas 
solo tienen unas decenas de kilómetros de ancho y 
están rodeadas de tierras de cultivo o plantaciones, 
lo que atrapa a las especies en zonas estrechas 
(Fuentes-Castillo et al., 2020). 

Menores rendimientos, 
mayores problemas
Al igual que el clima afecta a los animales y plan-
tas silvestres, también afecta al rendimiento de los 
cultivos, el ganado, la pesca de piscifactoría y de 
captura, la fibra y la madera.2 En América del Sur, la 
duración promedio del periodo vegetativo del trigo 
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de primavera, el trigo de invierno, el maíz, la soja y 
el arroz ya ha disminuido un 2,5%, un 2,2%, un 1,6%, 
un 1,3% y un 0,4%, respectivamente, en compara-
ción con el periodo de referencia 1981-2010. Esto ha 
traído consigo efectos proporcionales en los rendi-
mientos (Hartinger et al., 2023). Las proyecciones 
climáticas indican que, en promedio, el rendimiento 
y la producción agrícolas de la región podrían seguir 
disminuyendo 7,5 y 5,2 puntos porcentuales, respec-
tivamente, en 2050 (Prager et al., 2022). El precio 
promedio de productos básicos como la soja, el maíz, 
los frijoles, el arroz y el trigo podría subir un 15%. 

El aumento de las temperaturas también afecta la 
productividad de los trabajadores agrícolas: en 2030 
podrían perderse en América Latina y el Caribe 2,5 
millones de puestos de trabajo equivalentes a jornada 
completa a causa de las olas de calor, la mayoría de 
ellos en el sector agrícola (Saget et al., 2020). Según 
una proyección climática para 2050, los efectos com-
binados del cambio climático sobre los rendimientos 
y la productividad de los agricultores podrían costar 
alrededor del 0,5% del PIB de la producción agrícola 
de un país típico de la región (Banerjee et al., 2021).

El aumento de las temperaturas desplaza las zonas 
aptas para los cultivos hacia el polo y a mayores 
altitudes, lo que repercute en la producción de 
alimentos, fibra y madera. En Nicaragua, la altitud óp-
tima para el cultivo del café aumentará 400 metros, 
hasta los 1.200-1.600 metros sobre el nivel del mar en 
2050 (Laderach et al., 2009). En El Salvador, el 30% 
de las actuales zonas de producción de café dejarán 
de ser aptas para el café arábica en 2050 (Fernan-
dez-Kolb, 2019). Algunas zonas serán inundadas por 
el océano, otras se convertirán en desiertos. Hasta 
un 30% de las zonas explotadas en el mundo dejarán 
de ser aptas para la producción de alimentos o mate-
riales en 2030 (Bezner Kerr et al., 2022).3 

3  Mientras que otras regiones pueden volverse más aptas para la producción de alimentos, estas tienden a estar lejos de los asentamientos humanos, como 

en el norte de Canadá o en Siberia, y tienden a estar en latitudes más altas, donde no hay mucha tierra en América del Sur. 

Las olas de calor, la sequía, las lluvias excesivas, las 
inundaciones y el retraso en el inicio de la tempora-
da de lluvias provocan la pérdida de cosechas y de 
alimentos (alimentos cosechados que se echan a per-
der antes de ser vendidos al consumidor final) (Bezner 
Kerr et al., 2022). El cambio climático aumenta el ries-
go de malas cosechas simultáneas en varias de las 
principales regiones productoras de cultivos (Hase-
gawa et al., 2022). Fallos simultáneos en varias de las 
principales regiones de producción agrícola pueden 
reducir la producción mundial hasta en un 20%. 

Los efectos en la alimentación también repercuten en 
la pobreza y el hambre (Hartinger et al., 2023). Casi 
la mitad de los hogares rurales de América Latina y el 
Caribe son pobres y sus ingresos suelen depender 
de la agricultura, la pesca o la silvicultura (IDB, 2021). 
La desnutrición afectó al 6,5% de la población rural y 
urbana de la región en 2022, incluido casi el 20% de 
la población total en Bolivia, Honduras, Nicaragua y 
Venezuela, y hasta el 45% en Haití (FAO, 2023). 

La alimentación no es la única actividad económica 
que depende de la naturaleza. El aumento del nivel 
del mar y la degradación del medio ambiente re-
percutirán en el sector turístico, ya que afectan los 
paisajes, las playas, los arrecifes de coral y los puntos 
de observación de animales. El Caribe es especial-
mente vulnerable en este sentido, debido a que 
los ingresos procedentes del turismo internacional 
representan el 33% de sus ingresos de exportación, 
y hasta el 80% en las Bahamas (WDI, 2023).  Por 
ejemplo, tras los huracanes la llegada de turistas cae 
un 30%. Aunque la mayor parte de esta reducción 
procede de la destrucción de las infraestructuras de 
transporte y hostelería, el capital natural también se 
ve afectado (Rozenberg et al., 2021).
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Una vida mejor con la naturaleza: 
opciones de adaptación 

Salvaguardar la tierra y los océanos
Proteger las zonas terrestres y oceánicas es crucial 
para mejorar la capacidad de los ecosistemas de so-
portar los impactos climáticos. En la 15ª Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre Biodiversidad, los paí-
ses acordaron proteger el 30% de las tierras, aguas 
interiores, zonas costeras y océanos del mundo para 
2030. Se trata de objetivos ambiciosos: solo el 17% 
de las zonas terrestres y el 10% de las zonas marinas 
estaban bajo protección en 2022 (Convention on 
Biological Diversity, 2022). Las zonas protegidas en 
América Latina y el Caribe cubren el 19% y el 24% de 
los océanos y las tierras, respectivamente, aunque 
muchos carecen aún de financiamiento y de planes 
de gestión (Álvarez Malvido et al., 2021). Mantener 
los ecosistemas existentes y la cobertura de bos-
que mediante la creación de zonas protegidas y la 
reorientación del crecimiento de las ciudades y las 
tierras de cultivo lejos de los ecosistemas autócto-
nos es un primer paso. La rehabilitación de tierras 
degradadas es el segundo paso, y se consigue 
restaurando dunas, marismas, riberas, praderas y 
bosques. 

También es importante crear corredores que conec-
ten las zonas protegidas y permitan la dispersión y 
migración de las especies (Costello et al., 2022). En 
Ecuador, la recientemente creada “Reserva Marina 
Hermandad” protege 60.000 kilómetros y establece 
un corredor transnacional entre la salida a la Reserva 
Marina Galápagos y la frontera marítima de Costa 
Rica (IDB, 2023). Las autopistas y carreteras son un 
factor clave en la fragmentación, ya que las plantas 
y los animales quedan aislados unos de otros. En 
Costa Rica, los pasos subterráneos para la fauna 
silvestre permiten a varias especies autóctonas, 
como ocelotes, armadillos y tacuacines, cruzar la 
autopista que atraviesa el Refugio Nacional de Vida 
Silvestre Hacienda Barú, lo que reduce significativa-
mente la mortalidad por colisión (Villalobos-Ho�man 
et al., 2022).  En Quintana Roo, México, los pasos 

subterráneos y las alcantarillas ayudan a los jaguares 
y a otras 12 especies a cruzar con seguridad la auto-
pista que atraviesa dos Unidades de Conservación 
del Jaguar (González-Gallina et al., 2018). 

Es fundamental evitar las prácticas con un impacto 
medioambiental especialmente negativo y fomentar 
otras más sostenibles en todas las actividades eco-
nómicas. Esto significa, por ejemplo, prohibir la pesca 
de arrastre y el dragado y controlar la sobrepesca 
para permitir la recuperación de los ecosistemas 
marinos (FAO, 2022). Las adaptaciones a menor es-
cala también pueden ayudar. En Perú, la aplicación 
de la norma de utilizar redes hexagonales en lugar 
de cuadradas reduce en gran medida las capturas 
accesorias no sostenibles en la pesca de la anchoa 
(IDB, 2019b). En tierra, las prácticas medioambientales 
en las actividades agrícolas e industriales, como el 
control del uso de pesticidas, contribuyen a reducir 
la contaminación. Por el contrario, los cultivos desti-
nados a la producción de biocombustibles corren el 
riesgo de empeorar la degradación de los ecosiste-
mas y la seguridad alimentaria (la solar y la eólica son 
fuentes de energía mucho mejores)  (Ver el recuadro 
2.1). Del mismo modo, debe evaluarse cuidadosa-
mente el impacto de la tala de bosques para producir 
leña (para calefacción y cocina) y materiales de 
construcción (Peng et al., 2023). La tierra es limitada; 
la prioridad debe ser utilizarla para la producción de 
alimentos y la conservación de la biodiversidad (Sear-
chinger et al., 2023).  

Las soluciones basadas en la naturaleza para 
adaptarse al cambio climático en distintos sectores 
económicos también ayudan a restaurar los ecosis-
temas. Por ejemplo, aumentar la cubierta arbórea 
urbana fomenta la biodiversidad al tiempo que re-
duce la vulnerabilidad a las olas de calor. Restaurar 
los manglares a lo largo de las costas también fa-
vorece la biodiversidad y brinda protección contra 
las inundaciones (Hallegatte et al., 2016; IPCC, 2019; 
Parmesan et al., 2022). 
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RECUADRO 2.1: 

El peligro de los biocombustibles

Los biocombustibles se proponen a menudo como una forma 

de reducir las emisiones de gases de efecto invernadero del 

sector del transporte. Pero los análisis rigurosos de sus resul-

tados económicos y medioambientales demuestran que los 

biocombustibles empeoran la seguridad alimentaria y destruyen 

los ecosistemas.

De hecho, aunque existen muchas tecnologías de biocombusti-

bles, las únicas comercialmente maduras, hasta la fecha, son el 

bioetanol producido a partir de la fermentación de cultivos de 

azúcar o almidón, el biodiésel a partir de cultivos oleaginosos 

y aceites usados, y el biometano a partir de residuos (Jaramillo 

et al., 2021). La mayor parte del biocombustible utilizado en el 

transporte procede de cultivos, como la caña de azúcar, el maíz 

y la soja (IEA, 2022). Los biocombustibles basados en residuos 

utilizan aceite de cocina o grasas animales como materia prima, 

pero solo representaban el 8% de los biocombustibles en 2021 

debido a la escasa disponibilidad de tecnología y materia prima 

(IEA, 2022). 

Los biocombustibles no son más baratos que los combustibles 

fósiles ni están menos sujetos a las variaciones de precios del 

mercado internacional. El biodiésel y el bioetanol producidos en 

Estados Unidos y Brasil costaban 80 y 60 centavos de dólar por 

litro, respectivamente, en 2017, frente a los entre 40 y 60 centa-

vos del diésel y los entre 50 y 60 centavos de la gasolina (IEA, 

2017). Tras la pandemia de COVID-19 y la invasión rusa de Ucra-

nia, los shocks de los precios agrícolas provocaron un aumento 

de los precios de los biocombustibles de entre el 70% y el 

150%, mientras que el crudo solo aumentó un 40% (IEA, 2021). 

Sin embargo, países como Brasil, Canadá, India e Indonesia 

subvencionan u obligan al uso de biocombustibles (IEA, 2022). 

En la Unión Europea, la mezcla obligatoria de biocombustibles 

cuesta a los contribuyentes 17.000 millones de euros al año 

(Marahrens, 2022).

Los analistas suelen considerar que los biocombustibles son 

neutros en carbono, ya que suponen erróneamente que las 

emisiones de la combustión se compensan con el carbono 

capturado por las plantas durante su crecimiento. Sin embargo, 

la quema de biocombustibles genera emisiones de metano y 

carbono negro procedentes de una combustión imperfecta, 

con un impacto mucho mayor en el calentamiento global que 

el dióxido de carbono capturado por el cultivo de biomasa. Los 

cultivos para biocombustibles también emiten óxido nitroso 

procedente de los fertilizantes sintéticos. El desmonte de tierras 

para su cultivo provoca deforestación. 

Teniendo en cuenta la deforestación y el uso de fertilizantes, los 

biocombustibles producen entre un 35% y un 230% más emi-

siones que el diésel y la gasolina (Searchinger et al., 2018). Y lo 

que es más importante, aunque no se produzcan en tierras re-

cientemente despojadas de vegetación autóctona, los cultivos 

para biocombustibles desplazan los cultivos alimentarios. Como 

consecuencia, aumentan el precio de los alimentos, promueven 

la expansión de la agricultura y provocan la deforestación en 

otro lugar. La cuestión no es dónde se cultivan los biocombusti-

bles, sino cuánta tierra utilizan.

En cambio, el uso de la tierra para instalar paneles solares y 

cargar vehículos eléctricos genera un 91% menos emisiones 

que el uso de combustibles fósiles (Searchinger et al., 2018). 

Los paneles solares y la infraestructura de transmisión tienen 

un impacto insignificante en el uso del suelo y la deforestación. 

Los vehículos eléctricos, a diferencia de los biocombustibles, 

tampoco emiten contaminación atmosférica local derivada de 

la combustión. Además, las baterías se están abaratando rápi-

damente y son capaces de mantener autonomías más largas, 

mientras que el costo de los biocombustibles sigue siendo 

decepcionantemente alto (Witcover and Williams, 2020). Esto 

ha contribuido a que la cuota de mercado de los vehículos 

eléctricos haya alcanzado el 14% de los vehículos nuevos de 

carretera vendidos en todo el mundo en 2022, frente a solo el 

9% en 2021 (IEA, 2022). 

La electricidad producida a partir de energía eólica o solar 

es, por tanto, el combustible favorito para descarbonizar el 

transporte por carretera de corta y media distancia. Las nuevas 

tecnologías propuestas podrían utilizar materias primas no 

alimentarias para producir biocombustibles o combustibles 

sintéticos para el transporte de larga distancia en el futuro, in-

cluidos los denominados combustibles de aviación sostenibles, 

pero requieren una investigación y un desarrollo considerables 

para llegar a su punto de maduración (NREL 2022).
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Aumentar la resiliencia a los fenómenos 
meteorológicos extremos 
La intervención más obvia para reducir la vulnera-
bilidad de la producción alimentaria a la sequía y a 
la variabilidad de las precipitaciones son aumentar 
la eficiencia de la gestión del agua. En un ejemplo 
extremo, el rendimiento del frijol de temporal podría 
disminuir más de un 30% en Bolivia bajo la influencia 
del cambio climático, mientras que el rendimiento del 
frijol de riego disminuiría menos de un 5% (Prager et 
al., 2022). Es importante señalar que la construcción 
de embalses y la mejora del riego tradicional no son 
suficientes si el cambio climático reduce las precipita-
ciones totales, si aumenta la demanda de otros usos 
del agua o si los suelos están demasiado degrada-
dos para retener el agua. Las inversiones solo deben 
hacerse después de considerar todos los usos del 
agua, las fuentes y las técnicas grises y verdes para 
mejorar la salud del suelo y la eficiencia hídrica (IDB, 
2019a).4 Las tecnologías para mejorar la gestión del 
agua incluyen el riego por goteo, el cultivo en terra-
zas y la recogida de agua lluvia (Sova et al., 2018).

Los servicios de salud agrícola pueden potenciar la 
resistencia a las plagas y a las enfermedades ani-
males y vegetales. Entre las opciones para mejorar 
dichos servicios se incluyen la implementación de 
medidas de vigilancia sanitaria y fitosanitaria, y, en 
caso de fallos en la prevención (y en otras medidas 
como la diversificación de los sistemas agrícolas), el 
uso de medidas de control que minimicen los impac-
tos en el ecosistema (FAO, 2021). 

Reforzar la infraestructura de transporte también au-
menta la resiliencia del sistema alimentario en caso 
de pérdidas en las cosechas (Hallegatte et al., 2016). 
Las redundancias en la red de transporte ayudan a 
evitar interrupciones y garantizan la entrega puntual 
de los alimentos o, en caso de pérdidas importantes 
de alimentos, el rápido desvío de las rutas de abaste-
cimiento para compensarlas.5 

Fuerza y diversidad
Para crear un sistema alimentario sostenible al tiem-
po que se preservan los ecosistemas, una estrategia 
clave es aumentar el rendimiento de la agricultura, 
medido en términos de producción de alimentos 
o valor añadido creado por unidad de tierra.  Para 
una determinada demanda de alimentos, un mayor 

4  Ver el Capítulo 3: Montar la ola de adaptación en los sectores de agua y saneamiento. 

5  Ver el Capítulo 5: Impulsando la adaptación en el sector del transporte. 

rendimiento significa más tierra disponible para los 
ecosistemas (Searchinger et al., 2019). Uno de los 
pasos consiste en adaptar los cultivos a los cam-
bios climáticos locales, un proceso que implica la 
reubicación o el cambio de cultivos (IPCC, 2019). En 
Colombia, Nicaragua y Honduras, complementar cul-
tivos tradicionales como la soja, el trigo y el maíz con 
la yuca y el ñame podría mejorar la seguridad alimen-
taria ante el cambio climático (Prager et al., 2022).

Aumentar la diversidad en la granja es bueno para 
la naturaleza y para los rendimientos (Snapp et al., 
2021; Dittmer et al., 2023; Ewer et al., 2023). Los sis-
temas de producción mixtos, como el doble cultivo 
o la agrosilvicultura, la rotación de cultivos y el uso 
de setos, pueden aumentar la productividad de la 
tierra, mejorar la eficiencia hídrica, capturar carbono 
y albergar una biodiversidad más rica y abundante 
que los sistemas más sencillos (Estrada-Carmona 
et al., 2022). La diversidad vegetal también ayuda a 
regular las plagas de los cultivos, como los hongos 
patógenos, las malas hierbas y los insectos dañinos, 
al tiempo que reduce o elimina los pesticidas (IPCC, 
2019; INRAE, 2022). También esta demostrado que 
los grandes bloques de hábitats naturales, rodeados 
de sistemas agrícolas diversificados tanto a escala de 
campo como de paisaje, son los que mejor sustentan 
la biodiversidad, los servicios ecosistémicos y el ren-
dimiento de los cultivos (Kremen y Geladi, 2023).

Los principios de la agroecología también pueden 
ayudar a combatir la desertificación y a aumentar la 
resiliencia frente a los efectos del cambio climático. 
Su objetivo es promover la biodiversidad y suelos 
sanos en las explotaciones agrícolas, así como hacer 
hincapié en la creación conjunta y el intercambio de 
conocimientos con agricultores locales (Leippert et al., 
2020). La agrosilvicultura, por ejemplo, es la práctica 
de combinar árboles con otros cultivos. Se utiliza ha-
bitualmente en la región para los cafetales y el cacao. 
Las técnicas de control de la erosión —por ejemplo, 
adaptar las variedades de cultivo a los tipos de tierra 
y suelo y seleccionar cultivos de raíces profundas que 
ayuden a reducir la descomposición y el deslizamiento 
del suelo— también contribuyen a minimizar la pérdida 
de rendimiento (IPCC, 2019; Bioversity International, 
2017). 

Los sistemas silvopastoriles, en el caso del ga-
nado vacuno, pueden promover una producción 
de alimentos resiliente y la conservación de la 
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biodiversidad (Peri et al., 2016; Chará et al., 2019). 
Dicho sistema consiste en plantar árboles y arbustos 
en las tierras de pastoreo o integrar los pastos en los 
bosques o huertos existentes. Los árboles y arbustos 
estabilizan la disponibilidad de forraje durante todo el 
año. Lo hacen directamente al producir alimento para 
el ganado e indirectamente al promover la retención 
del suelo y el agua, favoreciendo a su vez la produc-
ción de forraje. En Colombia, México y Argentina, la 
conversión a sistemas silvopastoriles aumentó la pro-
ducción de forraje y mejoró los rendimientos cárnicos 
y lácteos, al tiempo que contribuyó a la conservación 
de los bosques, la restauración de zonas degradadas 
y la mejora de la biodiversidad (Chará et al., 2019). 
Una muestra de una explotación agrícola en Colombia 
ha registrado aumentos del 300% en aves, del 60% 
en hormigas y del 100% en escarabajos peloteros. Los 
sistemas silvopastoriles también proporcionan sombra 
que limita el estrés térmico del ganado, aumentando 
la productividad. Otras opciones para aumentar la 
resiliencia del ganado son suministrar suplementos 
alimenticios, aplicar el pastoreo rotativo para permitir 
una recuperación suficiente de los pastizales y utilizar 
variedades mejoradas de forraje (Sova et al., 2018).

Mejores dietas y menos desperdicio
Cambiar lo que la gente come es esencial para re-
ducir la presión sobre los ecosistemas y adaptarse al 
cambio climático. En América Latina y el Caribe, los 
patrones de consumo de carne de res son hetero-
géneos. Los países del Cono Sur son los campeones 
mundiales en consumo de carne de res, tres veces 
más que los europeos y un 50% más que los nortea-
mericanos (Dumas et al., 2022). Pero mucho de algo 

6  Dos de los autores confiesan que disfrutan comer asados.

sabroso6 a veces puede ser demasiado: solo en 2018 
el consumo excesivo de carne roja causó la muerte 
de 66.000 personas en Argentina, Brasil y Colombia 
(Romanello et al., 2021). Entretanto, en América Cen-
tral y el Caribe muchos hogares siguen padeciendo 
niveles inadecuados de ingesta de proteínas anima-
les (IDB, 2019a). 

Las dietas que dependen menos de la carne de res 
y de los productos lácteos pueden ser más sanas, 
reducir drásticamente la presión sobre el uso de la 
tierra y el agua y fomentar la diversificación del sis-
tema alimentario. Dumas et al. (2022) señalan que 
la ingesta regional de carne de res podría reducirse 
a la mitad para 2050, al tiempo que mejorarían los 
resultados nutricionales en todos los países. En el 
escenario que proponen, el consumo de carne de 
res aumenta en los países más pobres de la región, 
especialmente en América Central y el Caribe, pero 
se reduce entre un 45% y un 85% entre los mayo-
res consumidores en América del Sur. El resultado 
es que se detiene la deforestación en la región y la 
producción de alimentos deja espacio para una refo-
restación masiva.

Por último, reducir el desperdicio y las pérdidas de 
alimentos aumenta la eficiencia del sistema alimen-
tario. Hasta el 30% de los alimentos producidos en 
el mundo se pierden antes de llegar a los mercados 
o son desperdiciados por los consumidores finales 
(IPCC, 2019). Algunas opciones para reducir la pérdi-
da y el desperdicio de alimentos incluyen la mejora 
de las técnicas de recolección y del almacenamiento 
en las explotaciones, las inversiones en la cadena de 
frío, las infraestructuras de transporte, el envasado, la 
venta al por menor y la educación (IPCC, 2019). 
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Maridaje: política alimentaria y 
conservación de la biodiversidad

La producción de alimentos y la conservación de los 
recursos naturales están estrechamente relaciona-
das. A fin de fomentar ambos objetivos, los gobiernos 
deben reducir la fragmentación institucional y dis-
tribuir mejor las responsabilidades y decisiones 
entre los actores públicos y privados. Lograr la par-
ticipación de las partes interesadas, incluidas las 
comunidades locales e indígenas, en las decisiones y 
procesos de planificación en torno a la biodiversidad 
y la producción de alimentos mejora su desarrollo y 
ejecución (IPCC, 2019).

Un festín regulatorio 
Las regulaciones de zonificación pueden fomentar la 
conservación y contribuir a hacer frente a los efectos 
del cambio climático, como el aumento del nivel del 
mar (Hallegatte et al., 2016; IPCC, 2019). En Belice, 
cualquier intervención en los manglares requiere la 
autorización previa del Departamento Forestal y el 
pago de una tarifa (WWF, 2021). Esta reciente norma 
pretende apoyar la conservación de los 742 kilóme-
tros cuadrados de manglares del país, amenazados 
por la construcción, sobre todo en terrenos de pro-
piedad extranjera dedicados al turismo. Del mismo 
modo, parte de la solución para que la acuicultura 
sea más sostenible consiste en evitar las zonas eco-
lógicamente vulnerables, adaptar la composición de 
las especies a las condiciones locales o reubicar las 
especies en condiciones adecuadas (FAO, 2022).

Las políticas de titulación de tierras pueden promover 
la adaptación y la sostenibilidad. En 1994, Guatemala 
emitió una concesión de 25 años para empresas 
forestales de propiedad comunitaria dentro de la 
Reserva de Biosfera Maya. La concesión otorgaba 
derechos de gestión sostenible y tala de madera 
bajo la supervisión de algunas ONG, donantes y or-
ganismos gubernamentales. El modelo de propiedad 
proporcionó a más de diez mil agricultores ingresos 
combinados cercanos a los USD$ 5 millones entre 
2006 y 2007. También aumentó la diversidad de 
aves, animales e insectos y redujo los incendios fo-
restales, la tala ilegal y la caza (WRI, 2008). 

El desarrollo urbano también puede integrarse en el 
ecosistema local, minimizando su destrucción y redu-
ciendo la contaminación mediante una mejor gestión 
de los residuos (Parmesan et al., 2022). En la década 
de 1960, la ciudad de Curitiba, Brasil, implementó un 
“Plan Maestro Urbano” buscando orientar el desarrollo 
de la ciudad según un patrón radial lineal, que prote-
gía los espacios verdes entre las ciudades (WRI, 2011). 

La política gubernamental también debería aspirar 
a aumentar la diversidad genética de los alimentos. 
Una forma de hacerlo es reformando las normas so-
bre créditos y seguros, que a menudo favorecen a 
unas pocas especies (Bioversity International, 2017). 
También es importante reformar los derechos de 
propiedad que limitan el uso, almacenamiento, inter-
cambio y duplicación de semillas (Prieler, 2022). Las 
normas actuales son a menudo contrarias a las prácti-
cas ancestrales y al derecho internacional, como por 
ejemplo el Tratado Internacional sobre los Recursos 
Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura y 
la Declaración de las Naciones Unidas sobre los De-
rechos de los Campesinos. 

Los gobiernos también pueden aumentar la variedad 
de alimentos y reducir el desperdicio promoviendo 
cambios en la dieta, estableciendo directrices de 
salud pública y racionalizando la contratación pú-
blica (IPCC, 2019). Las directrices alimentarias y de 
salud de los gobiernos que fomentan la producción 
tradicional de alimentos pueden aumentar el patrimo-
nio genético de las fuentes alimentarias (Bioversity 
International, 2017). La educación nutricional es una 
estrategia eficaz para influir en las dietas. Las accio-
nes de contratación pública, como el cambio en los 
menús alimentarios de las escuelas públicas, también 
pueden promover un cambio en las dietas y la diver-
sidad alimentaria.
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Sembrando el cambio: 
información y comunicación
Los gobiernos deberían mejorar la difusión de infor-
mación sobre el cambio climático, los fenómenos 
meteorológicos extremos y las mejores prácticas. 
Mejorar la calidad, la cantidad y el acceso a la infor-
mación (incluidos los sistemas de alerta temprana) 
puede marcar una diferencia significativa. Puede 
ayudar a los responsables de la toma de decisio-
nes a ajustar sus actividades, especialmente las 
relacionadas con la agricultura y la protección de la 
biodiversidad, para que tengan en cuenta los cam-
bios climáticos, como los son la disminución de las 
precipitaciones o los riesgos de plagas y fenómenos 
meteorológicos extremos (IPCC, 2019, WFP, 2021). 

Entre las medidas comprobadas en materia de infor-
mación figuran la ampliación del uso y la precisión 
de los servicios y previsiones climáticos y el aumen-
to de la disponibilidad de conocimientos sobre los 
recursos terrestres e hídricos. También incluyen la 
ampliación de la vigilancia de la biodiversidad y el 
establecimiento de sistemas de alerta temprana con-
tra plagas y desastres naturales (IPCC, 2019). Incluso 
las soluciones de bajo presupuesto pueden tener un 
impacto significativo. En El Salvador, un sistema de 
alerta temprana de bajo costo llamado “Estación Ver-
de” difunde información meteorológica y climática a 
través de la radio y de un podcast (WFP, 2021).  

Los responsables de la toma de decisiones también 
se benefician de la información sobre la viabilidad 
y disponibilidad futuras de las fuentes de alimentos, 
las alternativas de sustitución y las adaptaciones es-
pecíficas de cada región que pueden implementarse 
(Prager et al., 2022). Los gobiernos pueden financiar 
estudios que ayuden a los actores locales a poner 
en práctica las adaptaciones necesarias, ya que la 
falta de información específica sobre la región suele 
ser un obstáculo. Los estudios pertinentes incluyen 
evaluaciones de impacto e investigaciones sobre el 
cambio climático en sus respectivos países, posibles 
adaptaciones y mejoras tecnológicas para las activi-
dades locales. 

El seguimiento por parte de los gobiernos de las 
poblaciones de peces en océanos y mares les per-
mite prever el impacto del cambio climático y fijar las 
cuotas pesqueras en consecuencia (FAO, 2022). En 
Perú, el gobierno ha instalado recientemente equipos 

7  Ver Toma de Decisiones bajo Incertidumbre Profunda en el Capítulo 1.

8  Capítulo 9: Adaptar las finanzas públicas y privadas para el financiamiento de la adaptación

9  Capítulo 8: Llueve sobre mojado: el riesgo económico y ambiental para los pobres.

informáticos y ha desarrollado modelos que le permi-
ten tener en cuenta el cambio climático a la hora de 
actualizar las cuotas pesqueras y elaborar planes de 
adaptación (IDB, 2019b). Lo ideal sería fijar las cuotas 
tras analizar múltiples escenarios de las condiciones 
futuras del océano, evaluando cómo el cambio cli-
mático, la pesca y otras actividades humanas podrían 
afectar a las poblaciones marinas.7

El desarrollo de capacidades también es necesario 
para promover sistemas agrícolas más resilientes y 
positivos para la naturaleza. Mayor diversidad en la 
explotación agrícola significa mayor complejidad, 
incluso en materia de investigación y desarrollo, 
conocimientos de los agricultores y desarrollo de 
habilidades. Los conocimientos ecológicos de los 
agricultores se correlacionan con el comportamiento 
ecológico de la producción agrícola (Wyckhuys et al., 
2019). Se están experimentando nuevos enfoques 
de los servicios de asesoramiento rural (Davis et al., 
2021) como Living Labs (MACS, 2019) y Farmers Field 
Schools (Berg et al., 2023).

Gastos que dan fruto
El cambio climático hace de la agricultura una inver-
sión más arriesgada. La mejora de los regímenes 
de seguros, combinada con políticas de reducción 
de riesgos es clave para, por un lado, reducir el im-
pacto de las sequías y otras condiciones climáticas 
desfavorables sobre los medios de subsistencia de 
los agricultores y, por el otro, mejorar la seguridad 
alimentaria (Hansen et al., 2019).8 También es im-
portante impulsar el acceso al crédito. Aunque el 
acceso al crédito aumenta el rendimiento y reduce el 
riesgo, los agricultores de la región tienen un acceso 
limitado al mismo debido a los riesgos y ciclos inhe-
rentes a la agricultura, a la escasez de activos físicos 
que puedan utilizarse como garantía y a la dificultad 
de obtener información fiable sobre la capacidad 
de reembolso de los prestatarios (IDB, 2019a). Los 
gobiernos también pueden proteger a los hogares 
pobres de las consecuencias de estos acontecimien-
tos proporcionándoles redes de seguridad social, 
como transferencias monetarias indexadas a los pre-
cios de los alimentos (Hallegatte et al., 2016).9 

Los gobiernos pueden pagar a los agricultores para 
que conserven los ecosistemas en lugar de producir 
alimentos o fibra. Costa Rica diseñó un programa de 
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pago por servicios medioambientales que compensa 
a los terratenientes por la conservación de los bos-
ques. El pago se financia principalmente mediante un 
impuesto sobre el combustible y forma parte de una 
ley más amplia que prohíbe la deforestación. Juntas, 
estas políticas han sido fundamentales para ayudar a 
Costa Rica a aumentar la cobertura de bosque hasta 
el 52% de su territorio en 2021, frente a solo el 25% 
en 1987. 

En términos más generales, los gobiernos debe-
rían destinar fondos públicos a la conservación de 
la biodiversidad. A escala mundial, los proyectos 
de conservación solo reciben entre USD$ 77.000 y 
USD$ 87.000 millones al año, cuando se calcula que 
se necesitan entre USD$ 200.000 y USD$ 300.000 
millones para preservar y restaurar los ecosistemas 
(Deutz et al. 2020). En la región, se están probando 
nuevos instrumentos financieros para la preservación 
de la biodiversidad. En Barbados, el gobierno canjeó 
recientemente deuda antigua por deuda nueva más 
barata, obtenida tras comprometerse a redirigir los 
ahorros al financiamiento de su nueva área marina 
protegida. El acuerdo, negociado por The Nature 
Conservancy y el Banco Interamericano de Desarro-
llo, permitió al gobierno dedicar USD$ 50 millones 
a la protección de la biodiversidad (IDB, 2022). Del 
mismo modo, Ecuador ha realizado recientemente el 

mayor canje de deuda por naturaleza de la historia, lo 
que le ha permitido dedicar USD$ 323 millones a la 
conservación de las reservas Galápagos y La Marina 
Hermandad (IDB, 2023). 

Por último, resulta crucial reformar las subvenciones 
agrícolas. La producción actual y las ayudas inter-
nas a la agricultura que distorsionan el comercio, 
repercuten negativamente en el clima y en el medio 
ambiente (Ash and Cox, 2022). Los gobiernos de 
todo el mundo destinan cerca de USD$ 540.000 
millones anuales a apoyar a los productores agrí-
colas, principalmente en los sectores de la carne 
de res y los lácteos. Pero se ha descubierto que 
el 87% de esas ayudas son ineficaces y poco equi-
tativas, además de generar riesgos relacionados 
con la contaminación y el fomento de dietas poco 
saludables (FAO, UNDP, y UNEP, 2021). Reorientar 
las subvenciones para incentivar la diversidad y las 
prácticas respetuosas con la naturaleza, como la 
agrosilvicultura y el sistema silvopastoril, mejora-
ría la seguridad alimentaria y los ingresos rurales. 
También se protegerían o restaurarían millones de 
hectáreas de ecosistemas (Ding et al., 2021). Redi-
rigir unos USD$ 70.000 millones al año supondría 
un beneficio neto de más de USD$ 2 billones en 20 
años (Gautam et al., 2022). 
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Montar la ola de adaptación en los 
sectores de agua y saneamiento

El cambio climático afecta la seguridad de los recursos hídricos. Los cambios 

en la temperatura y las precipitaciones repercuten en la disponibilidad 

del agua. Los fenómenos meteorológicos extremos, como los huracanes, 

destruyen las infraestructuras de abastecimiento de agua. Estos cambios 

suponen riesgos para la seguridad hídrica al aumentar la escasez, la 

contaminación y las enfermedades transmitidas por el agua. La reducción 

de la seguridad hídrica también perjudica indirectamente a los hogares 

por su impacto en sectores productivos como la agricultura, la energía y la 

industria. Adaptarse significa planificar en condiciones de incertidumbre, 

aumentar el número, la diversidad y la calidad de las fuentes de agua 

y aumentar la resiliencia ante fenómenos meteorológicos extremos. 

Las opciones incluyen la reducción del consumo de agua, la mejora y 

ampliación de la infraestructura de saneamiento, la diversificación de las 

fuentes de agua dulce, incluido el reciclaje y la reutilización del agua, y el 

aprovechamiento de soluciones basadas en la naturaleza para mejorar la 

cantidad y la calidad de las fuentes de agua dulce. Los gobiernos pueden 

mejorar la gobernanza del agua fomentando un enfoque de gestión 

integrada del agua a nivel de cuencas y mejorando la coordinación entre 

los organismos gubernamentales, el sector privado y el público en general. 

También pueden impulsar regulaciones sobre el consumo, la extracción 

y la contaminación del agua; gravar con impuestos la contaminación o el 

consumo; y subvencionar la adopción de nuevas tecnologías.



Efectos del cambio climático sobre la seguridad hídrica 

1  Desde 2017, los inversores del sector energético se han volcado deci-
didamente en favor de las tecnologías solar y eólica como principales 
nuevas fuentes de energía, aliviando en cierta medida el futuro creci-
miento de la demanda de agua en el sector energético, ya que estas 
fuentes prácticamente no utilizan agua en comparación con las centrales 
térmicas e hidroeléctricas.

2  El riesgo físico del agua basado en la cantidad, el indicador utilizado 
aquí, tiene en cuenta el estrés hídrico de línea de base, la variabilidad es-
tacional, el agotamiento del agua, la variabilidad interanual, el descenso 
de la capa freática, el riesgo de inundaciones fluviales, las inundaciones 
costeras y el riesgo de sequía, utilizando datos de Water Risk Atlas 
(Aqueduct 3.0) del Instituto de Recursos Mundiales (Hofste et al., 2019) 
y las estimaciones de población para 2020 de conjuntos de datos de 
WorldPop (WorldPop, 2018).

El agua es fundamental para la producción de alimen-
tos, la generación de energía con centrales térmicas 
e hidroeléctricas, el saneamiento, la salud, los proce-
sos industriales y el consumo humano (Bretas et al., 
2021). El cambio climático pone en riesgo la disponi-
bilidad de agua y conlleva nuevos y mayores peligros 
para la salud relacionados con el agua. Aumenta la 
variabilidad y la incertidumbre de la disponibilidad 
de agua, exacerba las disparidades a medida que 
las regiones húmedas se vuelven más húmedas y las 
regiones secas más secas, y aumenta la frecuencia y 
la gravedad de fenómenos meteorológicos extremos 
como inundaciones y sequías. 

Una amenaza para la 
disponibilidad del agua
En América Latina y el Caribe, se espera que cam-
bien los patrones de precipitaciones anuales, y es 
probable que aumente la variabilidad interanual 
en toda la región (Libra et al., 2022). El Caribe es 
especialmente vulnerable a los daños causados a 
medida que los ciclones tropicales y la subida del 
nivel del mar provocan inundaciones más extremas 
e intrusión salina, lo que perjudica las redes de dis-
tribución de agua, ya degradadas, y deteriora aún 
más la calidad del agua (Masson-Delmotte et al., 
2021). En los Andes, el retroceso de los glaciares 
amenaza la disponibilidad del agua. Durante los años 
de sequía y las estaciones secas, los principales 
núcleos poblacionales suplen las deficiencias de 
precipitaciones con el deshielo de los glaciares. Sin 
embargo, los glaciares están en retroceso, por lo que 
las zonas que dependen de su deshielo son cada 
vez más vulnerables. Esta vulnerabilidad es espe-
cialmente preocupante, ya que el cambio climático 
está alterando la oscilación de El Niño y aumentan-
do la frecuencia e intensidad de las sequías, lo que 

incrementa la dependencia de los deshielos glacia-
res (Wang et al., 2019).

El crecimiento demográfico, la urbanización y las ne-
cesidades energéticas están disparando la demanda 
mundial de agua dulce, que se prevé aumente entre 
un 30% y un 50% de aquí a 2050 (Damania et al., 
2017).1 El cambio climático agravará la inseguridad hí-
drica en todo el mundo, afectando a más de la mitad 
de la población mundial y posiblemente ocasionando 
el desplazamiento de hasta 700 millones de perso-
nas (Damania et al., 2017). Aunque el agua abunda 
en América Latina y el Caribe, las disparidades regio-
nales y temporales hacen que más de la mitad de su 
población (53%) corra el riesgo de sufrir un desequi-
librio entre la demanda y la oferta de agua, según el 
indicador de riesgo físico del agua del Instituto de 
Recursos Mundiales (Libra et al., 2022). 2 La cuenca 
del Amazonas, el noreste de Brasil, el norte de Méxi-
co, el Caribe y América Central están particularmente 
en riesgo (Mapa 3.1).

MAPA 3.1 

Cambios previstos en la disponibilidad del 
agua, 2015-2050, en un escenario de cambio 
climático moderado

Fuente: Bretas et al., 2020 
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El impacto sobre la calidad del agua
La calidad también es un tema importante. Si se tiene 
en cuenta también la calidad del agua, el 60% de 
la población de la región está en riesgo (Libra et al., 
2022). A medida que la calidad del agua dulce dis-
ponible se ve comprometida, surgen nuevos riesgos 
para la salud (WHO, 2017):3

• El aumento de las temperaturas y las precipi-
taciones genera condiciones propicias para la 
proliferación de patógenos, microorganismos, 
algas acuáticas, plantas y bacterias en las fuentes 
de agua superficiales y subterráneas (por ejem-
plo, al aumentar la carga de nutrientes).

• El descenso del nivel de las aguas aumenta la 
concentración de sustancias tóxicas y la con-
taminación biológica, mientras que la menor 
pluviosidad total reduce la capacidad de las 
aguas superficiales para diluir y eliminar los 
contaminantes. 

• Las precipitaciones excesivas durante fenómenos 
meteorológicos extremos aumentan los contami-
nantes en el agua dulce, ya que las instalaciones 
de aguas residuales se ven desbordadas y las 
fuentes se contaminan.

3  Ver también el Capítulo 7: Chequeo médico: cambio climático y salud.

• Las alcantarillas pierden parte de su capacidad 
de autolimpieza durante las sequías.

• El agotamiento de las fuentes de agua dulce 
existentes conduce al uso de nuevas alternativas 
menos seguras. 

Los fenómenos meteorológicos extremos también 
causan daños o destruyen la infraestructura de sumi-
nistro de agua dulce. Cuando las infraestructuras son 
incapaces de suministrar agua dulce, se producen 
interrupciones de la actividad empresarial por valor 
de USD$ 6.000 millones al año en los países en de-
sarrollo de todo el mundo (Rentschler et al., 2019). 

El cambio climático en América Latina y el Caribe 
agrava los estragos que el envejecimiento de las 
tuberías y un mantenimiento insuficiente ya están 
causando en la infraestructura. Por ejemplo, en Lima, 
Perú, las intensas lluvias y los consiguientes despren-
dimientos de tierra durante marzo de 2017 llenaron 
los ríos de lodo, lo que obligó a cerrar la principal 
planta potabilizadora e interrumpió el suministro de 
agua a la ciudad (Stip et al., 2019). 

Un torrente de adaptaciones

Los objetivos de adaptación incluyen garantizar el 
acceso a los recursos hídricos, asegurar la calidad 
del agua dulce y aumentar la resiliencia ante los 
nuevos riesgos climáticos. El sector puede adaptarse 
mejorando la eficiencia de los sistemas hídricos y la 
calidad del agua dulce, adaptando las infraestruc-
turas existentes y nuevas a los efectos adversos, 
diversificando la cartera de fuentes de agua (incluso 
reutilizando y reciclando el agua) y considerando 
soluciones basadas en la naturaleza. 

Los principios de la economía circular pueden apli-
carse a la gestión del agua. Estos principios sugieren 
minimizar las pérdidas de agua en el sistema, reducir 
el consumo de agua y reutilizar el agua para satis-
facer la demanda (Delgado et al., 2021). De hecho, 
el enfoque lineal dominante es vulnerable al cam-
bio climático, ya que tiende a depender de nuevas 

captaciones de agua de fuentes superficiales o sub-
terráneas cada vez más escasas. Los sistemas de 
alcantarillado centralizados también pierden la opor-
tunidad de tratar los distintos tipos de contaminación 
procedentes de diferentes actividades de forma 
separada y más eficaz. Además, el enfoque lineal no 
incluye la recuperación y reutilización de recursos, 
que son fundamentales en un contexto de escasez 
(Cavallo et al., 2020).

Más eficiencia, menos estrés
Aumentar la eficiencia de los sistemas de abasteci-
miento de agua y tratamiento de aguas residuales 
existentes es una de las adaptaciones con una exce-
lente relación costo-beneficio (Delgado et al., 2021). 
La mejora del mantenimiento para reducir las fugas 
es importante, ya que las empresas de suministro de 
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agua sufren pérdidas significativas en sus sistemas 
de distribución. Por ejemplo, en las áreas metropo-
litanas de Buenos Aires, Belo Horizonte, Valparaíso 
y Ciudad de México, las fugas representan respecti-
vamente el 41%, 36%, 43% y 40% del agua de la red 
de distribución (OECD, 2017; OECD, 2019; Gutierrez, 
2019). Las tecnologías de infraestructura de contado-
res inteligentes pueden ayudar a identificar fugas y 
soluciones. En Brasil, estas tecnologías han reducido 
las fugas del 60% en 2012 al 17% en 2019 (Blackman, 
2019; IDB invest, 2019).

También es importante reducir la demanda. La de-
manda de agua dulce puede reducirse adoptando 
procesos industriales que hagan un uso eficiente del 
agua, utilizando electrodomésticos de bajo consumo 
y aumentando la eficiencia hídrica de la agricultura 
mediante el riego por goteo, el uso de agua salina 
cuando sea posible o la mejora de la selección de 
cultivos (Delgado et al., 2021).4 También se pueden 
fomentar hábitos  de ahorro de agua en el sector 
residencial, como plantar vegetación autóctona que 
no requiera riego en los jardines, ducharse menos o 
lavar la ropa solo a plena carga (Pérez-Urdiales and 
García-Valiñas, 2016; Attari, 2014). 

Reutilizar y reciclar
La reutilización del agua es una opción clave. Las 
inversiones en nuevas fuentes de agua dulce deben 
complementarse con capacidad suficiente para ges-
tionar sus aguas residuales. En América Latina y el 
Caribe, solo el 60% de la población tiene acceso a 
un sistema de alcantarillado, y solo se trata entre el 
30% y el 40% de las aguas residuales (Rodríguez et 
al., 2020). En consecuencia, la reutilización del agua 
es poco frecuente en la región, a pesar de que su 
potencial de mercado se estima entre USD$ 3.000 y 
USD$ 62.000 millones (World Bank, 2019). 

Las aguas residuales pueden tratarse y reutilizarse 
para diversas actividades económicas, como el riego, 
la jardinería, la refrigeración de centrales energéticas, 
la limpieza o los procesos industriales (Delgado et al., 
2021). Con un tratamiento mínimo, las aguas grises 
(es decir, las aguas de la ducha o el lavado) pueden 
reutilizarse directamente o utilizarse para recargar 
las aguas subterráneas (Delgado et al., 2021). En San 
Luis Potosí, México, la depuradora de aguas resi-
duales de Tenorio procesa hasta el 45% del total de 
aguas residuales generadas por la ciudad y las utiliza 

4  Ver el Capítulo 2: Replantando la biodiversidad y replanteando la alimentación.

para fines como la refrigeración de instalaciones 
energéticas y el riego agrícola. Además, la propia 
instalación sirve de humedal (World Bank, 2018). 

Reducir la contaminación de todas las fuentes de 
agua es clave para permitir su reutilización (OECD, 
2021). Entre las medidas para lograr esto figuran la 
reducción al mínimo del uso de agroquímicos y des-
infectantes, la optimización y mejora de los métodos 
de tratamiento de aguas existentes, el establecimien-
to de otros nuevos y la mejora de la infraestructura 
para reducir la escorrentía de aguas residuales 
(WHO, 2017).

La diversificación es clave
La diversificación de las fuentes de agua es un 
elemento clave de las estrategias de adaptación 
(Cathala et al., 2018). Disponer de diversas fuentes 
que respondan de forma diferente a los fenómenos 
meteorológicos extremos y a las tensiones sirve de 
protección contra los riesgos (WHO, 2017; Delgado et 
al., 2021). Por ejemplo, a fin de evitar riesgos en ma-
teria de seguridad hídrica debidos al descenso del 
nivel de las presas y de las precipitaciones, Australia 
optó por diversificar sus fuentes de agua invirtiendo 
en plantas de desalinización de agua de mar y de 
agua reciclada (Muñoz y Crisman, 2019). Las tecnolo-
gías innovadoras contribuyen a mejorar la cantidad y 
calidad de los recursos hídricos y la disponibilidad de 
agua dulce. Las fuentes de agua no convencionales 
son la captación de agua de niebla, las aguas subte-
rráneas profundas, el agua desalinizada y el agua de 
lastre (Carvajal et al., 2022; UN-Water, 2020). La re-
dundancia de las fuentes y las redes de distribución, 
por ejemplo, mediante la duplicación de equipos, 
también contribuye a aumentar la resiliencia del sumi-
nistro de agua (Klasic et al., 2022).

La naturaleza provee
Las soluciones basadas en la naturaleza, también 
llamadas infraestructuras verdes, pueden contri-
buir a garantizar la disponibilidad de agua, reducir 
la contaminación y proteger la infraestructura y los 
ecosistemas frente a fenómenos meteorológicos 
extremos (Muñoz and Crisman, 2019). Los bosques 
y los humedales pueden contribuir a garantizar el 
suministro de agua dulce frente al cambio climático. 
Restaurar las cuencas hidrográficas, los humedales 
y los manglares puede mejorar la calidad del agua 
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dulce. Los humedales pueden retener nutrientes, 
evitar la contaminación del agua en las cuencas de 
captación, filtrar el agua contaminada y las aguas 
residuales, reducir la entrada de sedimentos tras 
fuertes lluvias y brindar protección contra inundacio-
nes y sequías (Delgado et al., 2021; WHO, 2017). El 
cuadro 3.1 enumera varias soluciones basadas en la 
naturaleza que tienen potencial para abordar los pro-
blemas de seguridad hídrica, ya sea individualmente 
o junto con infraestructuras grises.

Las opciones para aumentar el almacenamiento 
de agua deben estudiarse con un enfoque integral 
que vaya más allá de la construcción de embalses 
y considere el aprovechamiento de las soluciones 
naturales, por ejemplo, mediante la recarga de las 
aguas subterráneas y la restauración de los hu-
medales (Delgado et al., 2021). Gestionar, recargar 
y preservar los acuíferos es un ejemplo de cómo 

garantizar la sostenibilidad de la seguridad hídrica 
en las ciudades. La agricultura regenerativa —un 
conjunto de prácticas agrícolas que potencia la ca-
pacidad del suelo para desempeñar sus funciones, 
regenerando así la biodiversidad, la salud de los 
ecosistemas y la retención de agua— también puede 
fomentar la resiliencia de los sistemas hídricos. Este 
enfoque ha sido aplicado con éxito por pequeñas y 
medianas explotaciones ganaderas del Gran Chaco, 
que abarca Argentina, Bolivia, Brasil y Paraguay (The 
Nature Conservancy, 2021). Integrar las infraestructu-
ras verdes con las grises puede ayudar a reducir los 
costos del agua dulce. Por ejemplo, los “bofedales” 
en la Cordillera Central de los Andes y los “pára-
mos” en la Cordillera Septentrional de los Andes son 
humedales de gran altitud con una importante capa-
cidad de retención de agua que, combinados con los 
embalses existentes, pueden maximizar el almacena-
miento de agua (Muñoz and Crisman, 2019). 

CUADRO 3.1. 

Algunos beneficios de las soluciones basadas en la naturaleza para la disponibilidad y calidad del agua

Fuentes 
mejoradas

Protección contra 
condiciones 

meteorológicas extremas
Calidad del agua

Río Acuíferos Inundaciones Sequía Nitratos y 
fosfatos

Sedimentos Plaguicidas Aguas

subterráneas

Aguas 
residuales

Protección del 
suelo

✓ ✓ ✓ ✓ ✓ ✓ ✓ ✓

Reforestación ✓ ✓ ✓ ✓ ✓ ✓ ✓

Amortiguadores 
de ribera

✓ ✓ ✓ ✓ ✓

Eliminación 
de especies 
invasoras

✓

Terrenos 
inundables 
conectados a 
ríos

✓ ✓

Conservación y 
restauración de 
humedales

✓ ✓ ✓ ✓ ✓ ✓ ✓ ✓ ✓

Humedales 
artificiales

✓

Parques y 
zonas verdes

✓ ✓ ✓

Pavimento 
permeable

✓ ✓ ✓

Desvíos de 
inundaciones

✓ ✓ ✓ ✓

Fuente: elaboración propia a partir de Bretas et al. (2018) e investigación adicional.
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Cómo las intervenciones de los gobiernos 
pueden revertir la tendencia

Aludiendo la buena gobernanza
Los gobiernos pueden mejorar la gobernanza del 
agua para fomentar la coordinación de la política hí-
drica. Una mejora clave es establecer un enfoque de 
gestión o manejo integrado de los recursos hídricos a 
nivel de cuencas. El objetivo es fomentar la coordina-
ción horizontal y vertical. Por coordinación horizontal 
se entiende la coordinación entre los ministerios y 
organismos gubernamentales pertinentes, para abar-
car todos los sectores que se ven afectados por el 
agua dulce o que afectan su calidad o cantidad, inclui-
dos, por ejemplo, la agricultura, la energía, la salud, 
las ciudades, la minería y la construcción. También es 
importante la coordinación vertical, es decir, entre los 
niveles nacional y local (OECD, 2021). La coordinación 
horizontal ya es promovida por la mayoría de los go-
biernos de la región a través de los departamentos 
de planificación, en países como Bolivia, Brasil, Chile 
y Costa Rica; u organismos públicos técnicos en Co-
lombia, Guatemala y Paraguay (Bellfield, 2015). Sin 
embargo, la coordinación vertical es un reto, ya que 
la formulación de políticas sobre el agua está muy 
fragmentada entre los distintos organismos. Además, 
mientras que la gobernanza del agua suele estar des-
centralizada y la toma de decisiones corresponde a 
las autoridades locales, la regulación tiende a produ-
cirse a un nivel administrativo superior (Bellfield, 2015).

También es importante asignar derechos colectivos 
sobre el agua. Los derechos bien diseñados mitigan 
la tendencia natural de los mercados a fomentar las 
desigualdades (Villamayor-Tomas et al., 2022). El 
proceso de asignación de derechos de agua debe 
prestar especial atención a la inclusión de las comu-
nidades que suelen tener poca capacidad financiera 
y técnica para participar en el mercado, como las 
comunidades indígenas. Cuando la Constitución de 
1980 en Chile permitió la privatización del agua, los 
pueblos mapuche fueron excluidos en su mayoría 
(Wissmüler, 2021). En 1908 en Estados Unidos, el Tri-
bunal Supremo dictaminó que las tribus deben tener 
derechos de agua “suficientes para satisfacer la ne-
cesidad de la reserva como patria” y desde entonces 
ha fallado varias veces a favor de reservar agua para 
las comunidades indígenas (Sanchez et al., 2020).

También es importante tener en cuenta la coordi-
nación transfronteriza de las corrientes de agua 
internacionales (OECD, 2021). Ningún país de Amé-
rica Latina y el Caribe ha ratificado el Convenio de 
1992 sobre la Protección y Utilización de los Cursos 
de Agua Transfronterizos y de los Lagos Internacio-
nales ni el Convenio de 1997 sobre el Derecho de 
los Usos de los Cursos de Agua Internacionales para 
Fines Distintos a la Navegación, los cuales estable-
cen un marco para la cooperación en materia de 
aguas transfronterizas. Además, 11 de las 67 cuencas 
hidrográficas internacionales de la región carecen de 
mecanismos operativos de cooperación en materia 
de agua (Muñoz Castillo et al., 2021). El camino hacia 
un reparto equitativo y razonable de los recursos 
hídricos en varios países sigue siendo largo y difícil.

Hacer fluir la información 
La comunicación es importante para coordinarse con 
el sector privado. La comunicación debe ser siempre 
clara, con el objetivo de generar confianza pública 
e informar a la población sobre los riesgos para la 
seguridad hídrica, sus implicaciones, y las acciones y 
políticas aplicadas (Ortiz et al., 2021). 

Las estrategias de comunicación también deben 
tener como objetivo generar cambios de compor-
tamiento en el consumo de agua dulce (Ortiz et al., 
2021). Por ejemplo, pasar de contadores colectivos 
a individuales puede incentivar a los hogares a re-
ducir el consumo. En Quito, Ecuador, el consumo 
de agua disminuyó un 8% tras la introducción de 
contadores individuales (Contreras et al., 2021). Pero 
los consumidores residenciales a menudo carecen 
de información o de conciencia sobre sus facturas 
de agua (Pérez-Urdiales et al., 2022), lo que afecta 
el impacto de las políticas de tarificación en la con-
servación del agua. Las empresas de agua deben 
comunicar adecuadamente a los consumidores el 
consumo de agua y las estructuras de tarifación. 

Además, es importante crear conciencia sobre la 
necesidad de conservar el agua. La encuesta del 
Barómetro de las Américas, 2018-2019, que recoge la 
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opinión pública de toda la región sobre varios temas, 
descubrió que menos del 10% de los encuestados de 
la región identifican el agua como un tema importan-
te (Pérez-Urdiales et al., 2023). En Sao Paulo, Brasil, 
las autoridades distribuyeron películas y folletos para 
informar a las comunidades y a los líderes sociales 
sobre los riesgos del estrés hídrico y promover el uso 
eficiente del agua (Cathala et al., 2018).

Informar la toma de decisiones con 
mejores datos y mejores métodos
Recopilar y compartir datos es crucial para fundamen-
tar la elaboración de políticas. En el caso del agua, 
esto requiere mejorar las mediciones de las aguas 
subterráneas; supervisar nuevas fuentes de agua 
o la calidad de las cuencas hidrográficas; y adoptar 
nuevas tecnologías y herramientas como la mode-
lización, la cartografía y las tecnologías de imagen 
mediante satélites y drones. Los datos pueden facili-
tarse directamente o comunicarse al público a través 
de informes (OECD 2021).  Modelos analíticos como 
Hydro-BID: un sistema integrado y cuantitativo crea-
do por el Banco Interamericano de Desarrollo para 
simular la hidrología y la gestión de los recursos hí-
dricos de la región en distintos escenarios de cambio 
climático, demográfico y de uso del suelo, pueden 
ayudar a evaluar la cantidad y calidad del agua, las 
necesidades de infraestructura y las estrategias para 
adaptarse a estos cambios (Moreda et al., 2014; Ola-
ya et al., 2020).

Una cuestión clave en relación con los datos y la 
capacidad es que el cambio climático es profunda-
mente incierto. Por ejemplo, en algunos lugares no 
sabemos si significa que las precipitaciones aumenta-
rán o disminuirán. La misma incertidumbre se aplica a 
las tendencias socioeconómicas que afectan la de-
manda de agua, por ejemplo, el desarrollo urbano, el 
crecimiento de la población y del PIB, y el desarrollo 
tecnológico en ciudades y zonas rurales. Para hacer 
frente a estas situaciones, los organismos públicos 
y el sector privado pueden utilizar herramientas de 
toma de decisiones bajo incertidumbre profunda 
basadas en la exploración de distintos escenarios, 
la búsqueda de opciones “sin arrepentimiento” que 
funcionen bien en muchas condiciones distintas y la 
elaboración de planes que permitan ajustar el rumbo 
a medida que se disponga de nueva información.5 
Estos métodos se han utilizado en toda la región, 
incluso para planificar inversiones hídricas en Lima, 

5  Ver el Capítulo 1: Toma de decisiones para un futuro impredecible. 

Perú, Monterrey, México, y en la provincia de Mendo-
za en Argentina (Kalra et al., 2015; Molina-Perez et al., 
2019; Groves et al., 2021).  

Crear y hacer cumplir las regulaciones
Los gobiernos pueden utilizar las regulaciones para 
proteger la infraestructura verde, incentivar la adop-
ción de usos más eficientes del agua y fomentar el 
ahorro de agua. Algunos ejemplos son el estableci-
miento de normas de calidad y medidas obligatorias 
y la mejora de los sistemas de asignación de agua. 
Establecer niveles ecológicos mínimos de caudal 
o proteger el estado ecológico de las cuencas 
puede proteger directamente la infraestructura 
verde (OECD, 2021). Dinamarca, Grecia y Hungría 
condicionan los permisos de aguas subterráneas a 
la conservación del estado ecológico de la fuente 
de agua (OECD, 2021). La protección de laderas y 
bosques puede ser una medida eficaz para garan-
tizar el suministro de agua (Ortiz et al., 2021). Los 
gobiernos también pueden reformar sus sistemas de 
asignación del agua o diseñar un sistema dinámico y 
flexible para promover el uso eficiente de los recur-
sos (OECD, 2021). Pueden imponer la adopción de 
tecnologías y actividades de conservación del agua. 
En California, el gobierno impone límites al riego de 
jardines durante las sequías, regula estrictamente 
las instalaciones de fontanería para evitar pérdidas 
de agua y establece mínimos de eficiencia hídrica 
en todos los inodoros y urinarios nuevos (Cathala et 
al., 2018). Dada la considerable inversión necesaria 
para adoptar prácticas de adaptación y el limitado 
espacio fiscal, es fundamental atraer la inversión pri-
vada reformando el marco regulador o recurriendo a 
asociaciones público-privadas (Castrosin et al., 2021; 
García et al., 2021).

Instrumentos económicos
Los gobiernos también pueden intervenir con ins-
trumentos económicos diseñados para incentivar 
la conservación del agua o su uso eficiente. Los 
cargos por captación de agua son tarifas que se 
imponen por extraer agua directamente de una 
fuente natural compartida (ríos, acuíferos) por parte 
de las entidades de saneamiento, la industria, la 
agricultura o las centrales eléctricas. Entre los países 
donde se imponen dichos cargos figuran Argenti-
na, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El 
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Salvador, Panamá y Perú. También se utilizan tarifas 
por contaminación que gravan con impuestos a los 
contaminadores directamente (por ejemplo, en la 
fuente) o indirectamente (por ejemplo, midiendo el 
número de contaminantes o gravando los productos 
responsables de la contaminación). En el sector de 
agua y saneamiento, las tarifas se diseñan teniendo 
en cuenta, entre otros objetivos, la conservación del 
agua y la recuperación de costos, que pueden incluir 
los costos globales de la nueva infraestructura hídrica 
(OECD, 2021). 

Los sistemas de subvenciones pueden mejorar la 
disponibilidad y la eficiencia del agua tanto desde 
el punto de vista de la oferta como de la demanda. 
Dichos sistemas incluyen condicionar las subven-
ciones para el riego a objetivos de ahorro de agua, 

subvencionar infraestructura cuyos costos no estén 
totalmente cubiertos por los ingresos y establecer 
programas de sustitución o reembolso de artículos 
como duchas, inodoros, sistemas de recolección 
de agua lluvia o sistemas de reutilización del agua 
(Moreno et al., 2021; OECD, 2021). Además de aho-
rrar agua, estas medidas mejoran la salud pública 
(WHO, 2006). Las subvenciones también pueden 
incentivar la inversión en tecnologías domésticas 
eficientes. En California, un programa que subven-
ciona la compra de lavadoras eficientes; inodoros 
eficientes; la eliminación de céspedes que consu-
men mucha agua; y la adopción de controladores de 
riego basados en el clima, los cuales ajustan auto-
máticamente los horarios de riego en función de los 
cambios de las condiciones climáticas (Pérez-Urdia-
les and Baerenklau, 2019). 
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Poniendo en marcha la adaptación del sector eléctrico  

El sector energético es vulnerable al cambio climático. Los cambios en 

los patrones meteorológicos, como los veranos más calurosos, pueden 

crear picos de demanda y alterar el potencial de generación de energía. 

Por ejemplo, aumentan la demanda de aire acondicionado y disminuyen la 

eficiencia de los sistemas de refrigeración de las centrales eléctricas. Los 

fenómenos meteorológicos extremos pueden dañar las infraestructuras 

de producción, transmisión y distribución. Las interrupciones en el 

suministro energético se propagan a los sectores más productivos, 

incluida la industria, y amenazan el bienestar al interrumpir servicios como 

salud, educación y otros. Las opciones de adaptación incluyen: (i) elegir 

mejores emplazamientos y reforzar la infraestructura esencial, por ejemplo 

soterrando las líneas de distribución; (ii) utilizar mejores tecnologías para 

enfriar las centrales eléctricas —en particular, utilizando menos agua— y 

gestionar la red eléctrica (iii); descentralizar y diversificar la producción de 

energía; (iv) aumentar la eficiencia para reducir la demanda de energía;  (v) 

mejorar los pronósticos, los sistemas de alerta temprana y la representación 

de los impactos climáticos en los modelos energéticos; y (vi) planificar y 

prepararse para las interrupciones de servicio a fin de minimizar los costos 

sociales y económicos. Los gobiernos pueden utilizar sistemas de fijación 

de precios y modificar las regulaciones con los objetivos de: incentivar 

la adaptación; establecer una responsabilidad clara entre productores, 

transportadores y consumidores de energía; y mejorar la información sobre 

amenazas, vulnerabilidades y opciones de adaptación costo-efectivas. 



Una amenaza a la infraestructura 
y a la seguridad energética

La energía es la esencia de una economía. Las fa-
milias dependen de la electricidad para las tareas 
cotidianas sencillas, desde cocinar hasta calentar 
sus hogares. Las empresas utilizan la energía para 
mantener literalmente sus luces encendidas. Y los 
servicios esenciales, como la red de semáforos o 
los respiradores de los hospitales, dependen de la 
electricidad. El cambio climático amenaza todas estas 
actividades. El aumento de las temperaturas puede 
hacer que la demanda supere la capacidad de ge-
neración energética; los fenómenos meteorológicos 
extremos interrumpen el suministro eléctrico; y la 
demanda de energía varía según los efectos geográ-
ficos y estacionales. 

La generación de energía es 
vulnerable en múltiples frentes
El cambio climático afecta a las energías renovables 
y a las centrales termoeléctricas de manera diferente. 
En el caso de las energías renovables (solar, eólica e 
hidroeléctrica), los cambios en los patrones meteoro-
lógicos son, en el mejor de los casos, disruptivos. Los 
cambios en la disponibilidad y variabilidad del agua 
de escorrentía afectan la producción de las instala-
ciones hidroeléctricas. Los cambios en los patrones 
del viento y en la densidad del aire afectan a los 
parques eólicos. La productividad de la energía solar 
se ve afectada por los cambios en la nubosidad y el 
aumento de las temperaturas medias, que dificultan 
el rendimiento de los módulos fotovoltaicos (IAEA, 
2019; IEA, 2021a).

El cambio climático aumenta la competencia entre 
usos del agua, incluida la producción de electrici-
dad. En Brasil, los mecanismos existentes siguen un 
enfoque basado en el orden de llegada de las soli-
citudes, el cual no redistribuye los recursos hídricos 
de manera eficaz entre múltiples usos al hacer frente 
a la escasez de agua. Esta competencia por el agua 
plantea riesgos potenciales para la generación de 
energía en un país con 644 centrales hidroeléctricas 
que representan el 12% de la matriz energética (Du-
tra, 2020). 

Para las centrales térmicas (carbón, gas fósil, gasóleo, 
energía nuclear, pélets de madera), el problema clave 
es la refrigeración. El aumento de las temperaturas 
reduce la eficiencia de las centrales térmicas. Bási-
camente, las centrales térmicas generan electricidad 
trasladando la energía de una fuente caliente (nor-
malmente el fuego) a una fuente fría: aire o agua. Si 
el cambio climático calienta más el aire o los ríos, se 
genera menos energía. Además, las olas de calor 
pueden sobrecalentar las centrales térmicas, con lo 
que no queda más remedio que reducir la produc-
ción o apagarlas por completo (IAEA, 2019). 

El cambio climático también puede dañar las cen-
trales eléctricas. La subida del nivel del mar puede 
inundar instalaciones bajas, como una central de gas 
refrigerada por el mar. El aumento del viento puede 
destruir las turbinas eólicas. Los vientos más fuer-
tes también pueden transportar más material salino 
en el aire, lo que aumenta la corrosión en algunos 
generadores de energía (IAEA, 2019). En el caso de 
las grandes centrales hidroeléctricas, el aumento de 
las precipitaciones y la mayor frecuencia de las tor-
mentas pueden acelerar la sedimentación, la cual se 
acumula progresivamente en el embalse y acaba por 
dejar inservible la instalación (Annandale et al., 2016). 

Los fenómenos meteorológicos extremos pueden 
dañar las infraestructuras de generación. Las olas de 
calor dañan los paneles solares fotovoltaicos. El hielo 
y el granizo interfieren en las turbinas hidráulicas y 
eólicas (IAEA, 2019). El mapa 4.1 muestra la propor-
ción de la capacidad total de generación de energía 
expuesta a riesgos. Muchos países de la región, en-
tre ellos Chile, República Dominicana y El Salvador, 
se encuentran entre los más expuestos del mundo 
(Hallegatte et al., 2019). 

Las redes eléctricas sienten el calor 
Cuanto más calurosos sean los días mayores serán 
las pérdidas de energía. Según una ley de la física, 
a medida que las líneas de transmisión y distribu-
ción se calientan, se vuelven más resistentes a las 
corrientes eléctricas (IAEA, 2019; IEA, 2021a). En el 
caso de Estados Unidos, se calcula que el aumento 
de las temperaturas medias del aire que se prevé C
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para el periodo 2040-2060 reducirá la capacidad de 
transmisión media en verano entre un 1,9% y un 5,8% 
con respecto a la media entre 1990 y 2010 (Bartos 
et al., 2016). Las líneas de transmisión y distribución 
también son vulnerables a fenómenos meteoroló-
gicos extremos como inundaciones, tormentas y 
olas de calor (IAEA, 2019). Los incendios forestales 
constituyen un riesgo especial: pueden encender-
se por las chispas de la red o las líneas dilatadas 
cuando se sobrecalientan y tocan los árboles. A su 
vez, los incendios forestales destruyen las líneas de 
transmisión (IAEA, 2019). Las líneas interrumpidas se 
convierten en una carga económica y pueden des-
encadenar crisis en cascada. Los procedimientos sin 
preparación que luchan por restablecer rápidamente 
el sistema pueden provocar periodos prolongados 
sin electricidad. En Puerto Rico, muchas localidades 
no afectadas directamente por el huracán María en 
2017 sufrieron las consecuencias de la catástrofe, ya 
que la transmisión de energía se interrumpió durante 
meses (Hallegatte et al., 2019).  

Demanda: en alza 
El cambio climático también conlleva cambios en la 
demanda de energía que pueden poner a prueba la 
capacidad del sector para suministrar electricidad de 
forma fiable. Uno de los principales problemas es la 
temperatura, que está directamente relacionada con 
la demanda de refrigeración y calefacción. El aumen-
to de las temperaturas o de la humedad se traduce 
en una mayor demanda de refrigeración en los luga-
res donde se utiliza aire acondicionado (IEA, 2021a). 
El aire acondicionado es una importante opción de 
adaptación. De aquí a 2050, cada aumento de 1 °C 
de la temperatura global incrementará la demanda 
de refrigeración en un 25% (IRENA, 2021). El cambio 
climático también generará ocasionalmente olas de 
frío, lo que aumentará la demanda local de calefac-
ción (IEA, 2019a). 

Según las tendencias actuales, la demanda de 
electricidad aumentará un 48% de aquí a 2030 en 
América Latina y el Caribe (Lopez et al 2022). El cam-
bio climático podría impulsar dicho fenómeno, al igual 
que la política climática, lo que se traducirá en un 
mayor uso de la electricidad, por ejemplo, sustituyen-
do los vehículos de gasolina por vehículos eléctricos 

MAPA 4.1 

Exposición de la generación 
de energía a múltiples peligros

Nota: Los valores superiores al 100% significan que 

los activos están expuestos en promedio a más de 

un peligro, por ejemplo, inundaciones y huracanes. 

Fuente: Hallegatte et al. (2019)
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(Fazekas et al., 2022). Un motor clave del crecimiento 
de la demanda de electricidad es el mayor número 
de hogares que acceden a la clase media y consu-
men más servicios energéticos. En 2018, solo el 70% 
de los hogares de la región tenían agua caliente, 
el 62% lavadoras y el 38% calefacción o aire acon-
dicionado. Hacer cumplir las normas y prácticas de 
eficiencia energética en toda la economía será un 
factor clave para prestar nuevos servicios energé-
ticos y moderar el crecimiento de la demanda de 
energía.  Ayudará a que el sector energético sea más 
resiliente (Ravillard et al., 2019). 

Otra cuestión es que algunas de las medidas 
utilizadas para adaptarse al cambio climático au-
mentarán la demanda de electricidad. Por ejemplo, 
las bombas de agua y las plantas de desalinización 
diseñadas para hacer frente a la disminución de las 

precipitaciones o a la salinización de los acuíferos 
son intensivas en el uso de energía, por lo que au-
mentarían la demanda de electricidad (IEA, 2021a). En 
2016, la desalinización en Oriente Medio representó 
el 5% del consumo de energía y suministró el 3% del 
abastecimiento de agua (IEA, 2019b). 

A menudo, las energías renovables pueden impulsar 
las estrategias de adaptación de otros sectores. Al-
gunas energías renovables pueden incluso aportar 
medidas de adaptación no energéticas. Por ejemplo, 
los sistemas de sombreado solar pueden reducir la 
evaporación en la agricultura. Las represas hidroeléc-
tricas pueden servir para recoger agua y controlar 
las inundaciones (IRENA, 2021). La tabla 4.1 muestra 
cómo las energías renovables pueden contribuir a la 
adaptación al cambio climático en el sector hídrico y 
de saneamiento.  

TABLA 4.1 

Soluciones de energía renovable para la adaptación en el sector hídrico

Impactos 
climáticos

Necesidades de adaptación Medidas 
relacionadas 
con la energía

Soluciones de energía renovable

Escasez de 
agua

• Suministro estable de agua 

dulce

• Gestión eficaz de los 

recursos hídricos

• Desalinización

• Destilación

• Bombeo de 

acuíferos o 

de aguas 

subterráneas 

• Sistemas de energía renovable para 

alimentar el bombeo subterráneo

• Sistemas de energía renovable para 

alimentar las plantas desalinizadoras

• Represa hidroeléctrica para aumentar la 

capacidad de embalse

• Energía fotovoltaica flotante para reducir la 

evaporación

Aumento de la 
contaminación 
y polución del 
agua

• Mejora de la calidad del 

agua

• Depuración y 

saneamiento del 

agua

• Sistemas de energía renovable 

para alimentar el bombeo de aguas 

subterráneas

• Depuración de aguas a distancia y a 

pequeña escala mediante sistemas de 

energías renovables

• Tratamiento de 

aguas residuales, 

aguas negras y 

lodos

• Plantas de biogás para el tratamiento y 

reciclaje de aguas residuales

Perturbaciones 
por 
inundaciones o 
sequías

• Control de inundaciones y 

drenaje

• Conducción y distribución 

de agua

• Distribución de 

agua y control del 

drenaje

• Represa hidroeléctrica para controlar las 

inundaciones

• Bombeo solar o eólico

Fuente: IRENA, 2021
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Opciones de adaptación: cómo ayudar al 
sector energético a afrontar el futuro

Adaptar el sector energético significa garantizar la 
continuidad del servicio a pesar del cambio climático 
y aumentar la resiliencia frente a los fenómenos me-
teorológicos extremos (Grunwaldt et al., 2020). Esto 
puede hacerse reforzando las infraestructuras, mejo-
rando el sistema eléctrico para evitar interrupciones 
cuando fallan ciertas partes del sistema (capacidad 

de absorción ambiental) y minimizando los tiempos 
de respuesta para restablecer la energía cuando se 
producen interrupciones (capacidad de respuesta). 

El cambio climático suele llevar patrones meteoro-
lógicos diferentes a nuevos lugares. Sin embargo, 
estos patrones meteorológicos pueden ser comunes 
en otras partes del mundo que ya han probado, en-
sayado e implementado medidas para adaptarse a 
dichos fenómenos. Muchas opciones de adaptación 
viables consisten en implementar prácticas y tecnolo-
gías que ya se utilizan en todo el mundo.

Encontrando la fuerza en los 
números y en la diversidad 
Diversificar las fuentes de energía puede reducir la 
vulnerabilidad del sistema al cambio climático. Ge-
nerar energía a partir de diversas fuentes reduce la 
probabilidad de que todas las centrales eléctricas se 
vean afectadas al mismo tiempo por el mismo suceso 
(IPCC, 2021). Pensemos en un anticiclón prolongado 
que deja a un país con poco viento, pero mucho sol, 
durante varios días. La diversificación mediante cen-
trales eólicas, solares, de biogás e hidroeléctricas a 
pequeña escala también significa que la energía se 
genera en varios lugares. 

La interconexión es clave para la diversificación, es-
pecialmente en grandes países de América Latina. 
Brasil tiene uno de los mayores sistemas interconec-
tados del mundo, lo que le permite equilibrar distintas 
fuentes de energías renovables. Esta sólida red ha 
sido clave para la adopción masiva de energía so-
lar y eólica. Por la misma lógica, los países de esta 
región deberían crecer y reforzar sus propias redes 
eléctricas y establecer conexiones con las naciones 
cercanas. Esto facilitará una mayor incorporación de 
las fuentes de energía renovable a sus sistemas eléc-
tricos (Paredes, 2017).

La diversificación también implica reevaluar el tama-
ño de las centrales eléctricas. Las centrales eléctricas 
tradicionales se diseñaron para aprovechar las 
economías de escala. Pero la consolidación con-
lleva riesgos. Un país que depende de una central 
eléctrica de carbón a gran escala tiene más probabi-
lidades de sufrir un apagón completo debido a una 
inundación que otro con múltiples paneles solares y 
turbinas eólicas repartidos por todo su territorio. La 
descentralización también puede situar la producción 
más cerca de la demanda, reduciendo así los riesgos 
asociados a las redes de transporte, y permitiendo a 
las comunidades implementar sus propias adaptacio-
nes a nivel local (Hallegatte et al., 2019; IRENA, 2021). 

El almacenamiento de energía puede ayudar a garan-
tizar la continuidad de los servicios eléctricos cuando 
las catástrofes naturales interrumpen la producción o 
se producen picos en la demanda. Tecnologías como 
las baterías, la energía hidráulica de bombeo, el aire 
comprimido, los volantes de inercia y los supercon-
densadores también pueden ayudar a integrar la 
energía eólica e intermitente en la red o a convertir-
las en fuentes fiables fuera de la red (Graham et al., 
2020). Las energías renovables, cuando se integran 
con el almacenamiento, pueden satisfacer mejor la 
demanda a lo largo del día y aumentar la resistencia 
del sistema energético al eliminar la necesidad de 
líneas de transmisión. Las microrredes alimentadas 
por energías renovables y baterías pueden ayudar a 
establecer servicios esenciales, como clínicas o es-
cuelas, en zonas remotas.

Los depósitos de agua existentes también pueden 
utilizarse para almacenar energía (IEA, 2021d). El al-
macenamiento hidroeléctrico por bombeo consiste 
en utilizar el exceso de energía en momentos de baja 
demanda para bombear agua de un embalse inferior a 
otro superior (Saravia et al., 2022). La cordillera de los 
Andes ofrece a América Latina un enorme potencial 
para instalar sistemas de almacenamiento por bombeo, 
un potencial que por ahora está en gran medida sin 
explotar, ya que la región apenas alberga alrededor 
del 1% de la capacidad mundial de almacenamiento 
por bombeo (Saravia et al., 2022). A pesar de su baja 
eficiencia energética, el hidrógeno verde también tie-
ne potencial para almacenar grandes cantidades de C
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energía durante mucho tiempo —por ejemplo, a lo lar-
go de las estaciones— o para funcionar como reserva 
en sistemas aislados (Graham et al., 2020). 

Soluciones creativas para 
proteger la infraestructura 
Un mejor diseño es un elemento fundamental para 
la adaptación a los efectos del cambio climático 
(IAEA, 2019). Por ejemplo, las turbinas eólicas pueden 
modificarse para resistir temperaturas extremas. El 
calentamiento de las palas puede protegerlas contra 
los daños causados por el hielo, y el reforzamien-
to de las estructuras de soporte puede ayudarlas 
a resistir vientos extremos. Las centrales térmicas 
existentes pueden pasar a usar sistemas de enfria-
miento en seco y adoptar sistemas de recirculación 
de agua para reducir la vulnerabilidad a las sequías 
y a la menor disponibilidad de agua. Deberían evitar-
se las centrales térmicas nuevas, ya que cumplir los 
objetivos de estabilización climática implica eliminar 
gradualmente los combustibles fósiles (Fazekas et al., 
2022). Los paneles fotovoltaicos pueden mejorarse 
con instalaciones de enfriamiento para los periodos 
calurosos o se pueden utilizar sistemas de segui-
miento que permitan retirar los paneles en caso de 
tormentas de viento y arena.  

En América Latina, resulta clave adaptar la energía 
hidroeléctrica. Actualmente la región genera casi la 
mitad de su energía a partir de represas (Ubierna et 
al., 2020). Aumentar la capacidad de almacenamien-
to de agua de las centrales hidroeléctricas puede 
ayudar con la variabilidad del agua. Al mismo tiempo, 
reforzar las represas y las turbinas puede mejorar 
su resistencia a las precipitaciones extremas (IAEA, 
2019). Para evitar que aumente la sedimentación, 
pueden diseñarse y mantenerse represas y embal-
ses de tal forma que tengan en cuenta las entradas 
y salidas de sedimentos. El control de la erosión, la 
gestión de los caudales y la eliminación periódica 
de sedimentos pueden ser formas eficaces de hacer 
frente a la sedimentación (Annandale et al., 2016). El 
mantenimiento también es importante. En América 
Latina hay un grupo de centrales hidroeléctricas que 
generan más de 130 GW y tienen más de 20 años 
de construidas. Se necesitarán más de US $30.000 
millones para modernizar los componentes eléctricos 
y mecánicos de dichas centrales e instalar sensores 
digitales que permitan supervisar y controlar a distan-
cia las instalaciones (Ubierna et al., 2020).  

Las soluciones basadas en la naturaleza pueden pro-
teger la infraestructura contra los riesgos naturales 
y reducir los costos de mantenimiento. Por ejemplo, 
plantar vegetación a lo largo de una represa o en 
las orillas de un embalse puede limitar el flujo de 
sedimentos causados por la escorrentía superficial, 
disminuyendo la necesidad de dragados periódi-
cos. La vegetación plantada de manera estratégica 
también puede disminuir la demanda de energía al 
proporcionar agua dulce y enfriamiento, reduciendo 
así la necesidad de desalinización y aire acondiciona-
do (IPCC, 2022).

También deberían mejorarse los sistemas de transmi-
sión y distribución. La limpieza de la cubierta forestal 
alrededor de las líneas de transmisión puede reducir el 
riesgo de incendios forestales durante las olas de calor 
o los picos de demanda (IAEA, 2019). El soterramiento 
de las líneas de transmisión y distribución puede pro-
tegerlas de las olas de calor y los ciclones (IEA, 2021a). 
Un mejor diseño del aislamiento y una mayor tensión 
de la línea para evitar el pandeo pueden ayudar a re-
forzar las líneas de transmisión y distribución frente a 
fenómenos meteorológicos extremos (IAEA, 2019). Au-
mentar la capacidad de transmisión del sistema puede 
ayudar a compensar la disminución de la eficiencia de 
transmisión (IAEA, 2019).

Una adaptación clave consiste en elegir emplaza-
mientos óptimos para reducir o eliminar la exposición 
a los elementos. Seleccionar mejores ubicaciones 
para las nuevas infraestructuras es crucial para evi-
tar futuros impactos del cambio climático, como la 
subida del nivel del mar, vientos más fuertes, tem-
peraturas más altas e inundaciones (IAEA, 2019). Un 
mejor trazado o desvío de las líneas de transmisión y 
distribución puede mitigar o eliminar muchos de los 
riesgos más graves, como vientos fuertes, tormentas 
e incendios forestales (IEA, 2019).

El poder de la preparación
Los pronósticos meteorológicos y los sistemas de 
alerta temprana son clave para un funcionamiento 
fiable del sector eléctrico (IEA, 2021a; Steinbuks 
et al., 2017). Ante la proximidad de un fenómeno 
extremo, las empresas de servicios públicos nece-
sitan adquirir y evaluar adecuadamente pronósticos 
meteorológicos y de daños de alta calidad a fin de 
poder predecir los impactos en el sistema y adaptar 
sus respuestas en conformidad. Por ejemplo, contar 
con datos meteorológicos precisos permite a las 
centrales eléctricas minimizar los daños mediante 
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la reducción de sus operaciones antes del azote de 

un huracán (Hallegatte et al., 2019). El Operador del 

Mercado Australiano de Energía anticipa y reduce 

los riesgos de fallos simultáneos en puntos concre-

tos de la red identificando contingencias creíbles, 

reevaluándolas constantemente con pronósticos 

meteorológicos en tiempo real y tomando medidas 

correctivas (IEA, 2021a).

Algunos cortes y daños en la infraestructura son 

inevitables. Por eso, adaptarse significa también con-

trolar las consecuencias, reducir las zonas afectadas 

y restablecer o reorientar rápidamente la energía 

(NASEM, 2017). Resulta fundamental establecer estra-

tegias de respuesta y preparación antes de que se 

produzcan fenómenos extremos para poder reparar 

rápidamente las infraestructuras averiadas y resta-

blecer el sistema energético tras una catástrofe.1  En 

1954, el tifón nº 15 provocó un apagón en partes de 

la zona de Kanto (Japón) que duró más de 12 días. 

Un mes más tarde, una mejor preparación redujo a 

tan solo cuatro días el apagón provocado por el tifón 

nº 19 (IEA, 2021a). 

Las redes inteligentes aumentan la capacidad 

de control y facilitan la respuesta a fenómenos 

1  Ver el Capítulo 2: Replantando la biodiversidad y replanteando la alimentación. 

meteorológicos extremos. Permiten a los operadores 

de energía responder a las perturbaciones de forma 

remota, rápida y segura (IEA, 2021a; IEA, 2021c). Con 

estas tecnologías de red inteligente, los operadores 

pueden medir a distancia el consumo de energía; 

manejar la red; aumentar o disminuir la producción 

de las centrales eléctricas, según sea necesario; y 

reconfigurar los sistemas de transmisión y distribu-

ción para reaccionar ante fenómenos meteorológicos 

extremos o picos de demanda, todo ello sin poner en 

riesgo su seguridad (IEA, 2021a; IEA, 2021c). 

Una red “en malla” con múltiples puntos de su-

ministro interconectados y líneas de transmisión 

y distribución redundantes aumenta la resiliencia 

al minimizar las interrupciones cuando se dañan 

segmentos de la infraestructura del sistema ener-

gético (Hallegatte et al., 2019; IEA, 2021a). Los 

esquemas adaptables de islas de energía —que son 

separaciones planificadas de la red— y microrredes—

secciones de la red que pueden funcionar separadas 

de la red principal— ayudan a mantener partes de la 

red en funcionamiento durante los cortes de electrici-

dad (gráfico 4.1).

GRÁFICO 4.1 

Diseño y resiliencia de la red de distribución  

Fuente: Hallegate et al. (2019) 

a. RED DE DISTRIBUCIÓN EN ÁRBOL b. GENERADORES DISTRIBUIDOS c. RED EN MALLA

Generador Centro de carga
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Intervenciones del gobierno para 
catalizar la adaptación

Son muchos los obstáculos que impiden a agentes 
tanto públicos como privados invertir en adaptación. 
Uno de ellos es que los propietarios y operadores 
de infraestructura no tienen incentivos para tener en 
cuenta el riesgo: saben que el gobierno les propor-
cionará ayuda cuando la necesiten. Para complicar 
aún más las cosas, las empresas de energía solo 
pagan una parte del total de los costos sociales cau-
sados por las interrupciones derivadas de fenómenos 
meteorológicos extremos. Por ejemplo, no asumen 
el costo de la interrupción de los servicios médicos 
(Hallegatte et al., 2019). 

La visibilidad también es un tema importante. La 
subinversión puede no tener consecuencias en 
tiempos normales y hacerse patente solo cuando 
se produce una catástrofe natural y es demasiado 
tarde para actuar. Además, dependiendo de cómo se 
diseñe el mercado y se regule la infraestructura, la 
falta de competencia puede desalentar la inversión, 
especialmente en la construcción de capacidad ex-
cedentaria para aumentar la resiliencia del sistema 
(IEA, 2021a). Por último, las medidas de adaptación 
pueden incrementar los costos de diseño, construc-
ción o mantenimiento, aun cuando supongan un 
ahorro a largo plazo (Hallegatte et al., 2019). 

Los incentivos impulsan las decisiones económicas. 
Vincular los sistemas de precios con las inversiones 
en adaptación o con los resultados de fiabilidad 
puede ayudar (IEA, 2021a). Entre los ejemplos de 
políticas de incentivación cabe citar el establecimien-
to de cuotas basado en el rendimiento, que vincula 
los ingresos de las empresas de servicios públicos 
con resultados mensurables en métricas clave (IEA, 
2021a), el establecimiento de mecanismos de re-
compensa y penalización, como los que compensan 
los cortes de electricidad, o el establecimiento de 
sistemas de pago por la prestación de servicios eco-
sistémicos (Hallegatte et al., 2019). Pero las políticas 
de precios pueden hacer poco para incitar a los ope-
radores privados a invertir lo suficiente para proteger 
al sector eléctrico contra sucesos poco frecuentes 
con consecuencias significativas y costosas. 

Parte de la solución consiste en hacer obligato-
rias algunas adaptaciones. Los gobiernos pueden 

utilizar las normas de zonificación para prohibir la 
construcción en zonas de riesgo (Hallegatte et al., 
2019). También pueden establecer normas mínimas 
de infraestructura para la resistencia a fenómenos 
meteorológicos extremos. Sin embargo, los costos 
de algunas adaptaciones suelen actuar como barrera 
para su adopción. Los reguladores pueden apoyar 
a las empresas de servicios públicos con programas 
de subvenciones que fomenten la inversión (NASEM, 
2017). Los llamados “rastreadores de costos” (cost 

tracker en inglés) utilizados para actualizar las tarifas 
pagadas a los operadores de la red son otro me-
canismo de financiamiento. Los sistemas de tarifas 
tradicionales basados en el costo del servicio suelen 
presentar largos desfases entre las inversiones y los 
aumentos de tarifas aprobados por el gobierno. Los 
rastreadores pueden resolver este problema acele-
rando los ajustes de tarifas de tal manera que reflejen 
el capital invertido en opciones de adaptación prea-
probadas. Sin embargo, dichos rastreadores deben 
utilizarse con precaución para evitar incentivar a los 
operadores de la red a invertir en exceso. 

La preparación ante las catástrofes es esencial. 
La adaptación no puede evitar todas las perturba-
ciones, y cuando los fenómenos extremos causan 
perturbaciones, la sincronización y la coordinación 
son fundamentales para la recuperación. Para la 
coordinación y recuperación tras un desastre, resul-
ta fundamental, en épocas de bonanza, establecer 
responsabilidades claras entre las partes implicadas, 
incluidos los distintos organismos gubernamenta-
les, las administraciones locales, las empresas de 
servicios públicos y los reguladores (Hallegatte et 
al., 2019). Cuando las acciones y las funciones pue-
den definirse de antemano, los gobiernos también 
pueden incluir criterios de resiliencia climática en 
los planes y estrategias energéticos nacionales (IEA, 
2021a). La base de la preparación ante catástrofes 
es anticiparse a lo que podría salir mal. Por ello, los 
gobiernos deben realizar (o exigir que se realicen) 
evaluaciones del impacto y la vulnerabilidad de los 
activos del sector eléctrico, teniendo en cuenta los 
efectos del cambio climático y otros riesgos, como el 
envejecimiento de las instalaciones. 
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Los gobiernos pueden compartir las mejores prácti-
cas y supervisar la preparación de las empresas de 
energía. Esto significa reunir conocimientos de cole-
gas y consultores de la industria para establecer los 
mejores protocolos de respuesta y restauración en 
caso de emergencia. Los gobiernos también pueden 
ordenar o pedir a las empresas de energía que pre-
paren planes de emergencia y definan claramente las 
funciones y responsabilidades, así como los procedi-
mientos de funcionamiento normalizados, asistencia 
mutua y comunicaciones. Por ejemplo, Japón exige 
a las empresas que desarrollen prácticas de gestión 
de riesgos y reconozcan su papel durante las catás-
trofes que puedan afectar a sus respectivos sectores 
(Hallegatte et al., 2019). En Nueva York, tras el hura-
cán Sandy, la Comisión de Servicios Públicos diseñó 
un sistema de puntuación para evaluar la respuesta 
de las compañías eléctricas a los cortes de suministro 
importantes. Dicho sistema cuantifica la preparación, 
la capacidad operativa para restablecer el servicio 
y los resultados del intercambio de información 
(PSC, 2013).  

Mejorar el diseño básico del mercado es otra parte 
de la solución. Los mercados energéticos suelen 
estar diseñados en torno a las tecnologías estable-
cidas y deben actualizarse para estimular nuevas 
actividades coherentes con la adaptación al cambio 
climático. Por ejemplo, Chile tuvo que actualizar las 
normas que regulan las conexiones a la red y la parti-
cipación en el mercado energético a fin de posibilitar 
el uso de baterías para el almacenamiento de ener-
gía (Saravia et al., 2022). Modificar los periodos de 
concesión de la energía hidroeléctrica puede mejorar 

2  Ver el Capítulo 9: Adaptar las finanzas públicas y privadas para el financiamiento de la adaptación.

los incentivos de los operadores de represas para 
efectuar inversiones costosas con largos periodos de 
amortización a fin de reforzar las represas o eliminar 
sedimentos (Ubierna et al., 2020). Otro ejemplo son 
las normas de facturación para incentivar la gene-
ración distribuida de electricidad mediante energía 
solar en los tejados. La medición neta permite a los 
consumidores inyectar en la red la electricidad ge-
nerada por ellos mismos y que solo se les cobre el 
saldo entre lo que consumen y lo que producen (Ha-
llack et al., 2018). Otras normas de facturación, más 
apropiadas en países donde la energía solar está 
más extendida, pagan a los consumidores el precio 
de mercado por la energía que inyectan de nuevo en 
la red.

Por último, el acceso al financiamiento es fundamen-
tal. Los gobiernos pueden aumentar la capacidad de 
las empresas de servicios públicos para recuperar-
se rápidamente de los daños, prestándoles apoyo 
directo o promoviendo el acceso a los mercados 
financieros. Estos pueden proporcionar financiamien-
to directo o apoyo para promover la adaptación en 
el sector. Y pueden mejorar el acceso a instrumentos 
financieros que aumenten la resiliencia y la capaci-
dad de adaptación del sector, por ejemplo, a través 
de seguros. El fomento de una mayor transparencia 
de los riesgos y las medidas climáticas mediante la 
divulgación de información financiera y el desarro-
llo de taxonomías para clasificar las actividades de 
adaptación y los mercados financieros verdes puede 
contribuir a atraer flujos de capital privado hacia la 
adaptación en el sector.2
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Impulsando la adaptación en el sector del transporte

El transporte es fundamental para proveer la mayor parte de recursos 

y servicios para la supervivencia de las comunidades. Los fenómenos 

meteorológicos extremos y los efectos de evolución lenta del cambio 

climático pueden generar interrupciones o destruir la infraestructura del 

transporte, lo que a su vez genera interrupciones en las líneas de suministro 

y en las cadenas de valor, aumenta la duración de los desplazamientos y 

dificulta el acceso a zonas y servicios críticos como instalaciones médicas 

y educativas, hogares o lugares de trabajo. Aumentar la resiliencia en el 

sector del transporte significa ubicar la infraestructura lejos de las zonas de 

riesgo. Implica reforzar los activos, mejorar la conectividad y aumentar la 

redundancia de rutas y modos de transporte disponibles. A fin de priorizar 

las inversiones y aumentar la resiliencia, los planificadores pueden analizar 

la vulnerabilidad y criticidad de los principales activos de transporte, 

como carreteras y puentes. Esto significa evaluar, por un lado, cómo cada 

enlace perdería funcionalidad en caso de verse afectado por un peligro 

climático y, por el otro, cuáles serían las consecuencias globales para los 

usuarios del sistema en caso de la caída de algún enlace, así como qué 

ventajas aportaría reforzar la infraestructura, proporcionar mantenimiento 

o desarrollar redundancias locales. Para que el transporte sea resiliente 

es necesario movilizar tanto a los organismos gubernamentales, como 

a las empresas y a las constructoras para que planifiquen, diseñen, 

construyan, mantengan y exploten la infraestructura de transporte con un 

enfoque de gestión de riesgos. Los gobiernos deben definir claramente 

sus funciones y responsabilidades. Ellos tienen que elaborar evaluaciones 

de peligrosidad y vulnerabilidad que tengan en cuenta la incertidumbre 

climática y socioeconómica futura; prohibir el desarrollo en las zonas de 

mayor riesgo; establecer mandatos, incentivos y mecanismos financieros 

para el mantenimiento y la construcción de alta calidad; y diseñar planes 

de contingencia a fin de restablecer rápidamente el servicio y reconstruir la 

infraestructura tras los fenómenos climáticos. 



A punto de colisionar: el cambio climático 
y los sistemas de transporte

1  Ver el Capítulo 7: Chequeo médico: cambio climático y salud.

El transporte es un componente esencial de la in-
clusión, la calidad de vida y el desarrollo sostenible. 
Facilita el acceso al empleo, la salud y la educación. 
Pero la infraestructura del sector del transporte es 
vulnerable a los avatares climáticos. Su fallo puede 
paralizar por completo un sistema de transporte. 
Estas deficiencias pueden adoptar diversas formas: 
infraestructura averiada, interrupciones temporales y 
reducciones del ciclo de vida de los activos. En todos 
los casos, las consecuencias son de gran alcance.  

Vulnerabilidad de la infraestructura 
Los fenómenos meteorológicos extremos y sus len-
tos desencadenamientos, como el aumento del nivel 
del mar, interrumpen temporalmente el servicio de 
transporte o, en algunos casos, destruyen su infraes-
tructura (ITF, 2016).  Para 2050, el cambio climático 
podría aumentar en un 19% el número de carreteras 
expuestas a fenómenos meteorológicos extremos en 
todo el mundo, pasando de 200.000 a 237.000 kiló-
metros (Hall et al., 2019). 

Las inundaciones y los desprendimientos de tierras 
comprometen la integridad estructural de carreteras, 
puentes, túneles y otras infraestructuras de transpor-
te. El viento y las tormentas pueden ocasionar daños 
en puentes y puertos. El aumento del nivel del mar 
puede engullir puertos, aeropuertos y carreteras de 
baja altitud. En el Caribe, más del 60% de las carre-
teras y puentes están expuestos a inundaciones, 
huracanes o desprendimientos de tierra. El 63% 
de los puertos y el 82% de los aeropuertos están 
expuestos a huracanes, y el 25% y el 27%, respec-
tivamente, están expuestos a desprendimientos de 
tierra (Rozenberg et al., 2021). El nivel de los ríos tam-
bién puede subir, debido al deshielo de los glaciares 
o a las fuertes precipitaciones, representando una 
amenaza para los puentes. 

Los cambios en las precipitaciones afectan los terra-
plenes y las estructuras geotécnicas. Las condiciones 
más secas provocan la contracción del subsuelo y 

grietas en las carreteras. El aumento de las precipi-
taciones puede provocar fallos de origen hidráulico 
en cimientos y terraplenes. Las alcantarillas situadas 
bajo carreteras o vías férreas pueden colapsar con 
el aumento de las precipitaciones. Los niveles más 
elevados de lluvia desprenden el asfalto de sus ma-
teriales aglutinantes. El aumento de humedad y CO

2
 

en la atmósfera intensifica la corrosión de estructuras 
de acero como puentes y vías férreas (ITF, 2016).  

El aumento de las temperaturas también es un 
importante factor generador de estrés para la infraes-
tructura de transporte, ya que reduce la vida útil de 
los activos vitales. El calor provoca grietas y ondula-
ciones, y acelera el deterioro del asfalto utilizado en 
carreteras, aeropuertos y puertos. Las altas tempe-
raturas también afectan los puentes y comprometen 
la ventilación de los túneles. Además, impiden a los 
obreros trabajar en zonas abiertas y en las horas pico 
del día, lo que dispara los costos y la dificultad del 
mantenimiento de carreteras y vías férreas (ITF, 2016).1 

Incluso cuando no destruyen la infraestructura, los 
fenómenos climáticos pueden ser muy perjudiciales. 
Las inundaciones pueden interrumpir el paso por 
túneles o carreteras y aumentar las posibilidades de 
accidentes y víctimas. La saturación de agua reduce 
la capacidad de carga de los puentes, mientras que 
el descenso de las precipitaciones repercute negati-
vamente en las vías navegables interiores (ITF, 2016). 
El Canal de Panamá normalmente puede acoger 
buques con un calado de 15,2 metros, una medida 
de la profundidad por debajo de la línea de flotación 
a la que se encuentra la parte inferior de su casco. 
Pero tras periodos prolongados con poca o ninguna 
precipitación, el nivel del agua en el canal puede 
descender, fijando el límite en solo 13,4 metros y res-
tringiendo la capacidad de carga (Kaufmann, 2023). 
El deterioro de la infraestructura de transporte puede 
obligar a los vehículos a circular a menor velocidad. 
Las tormentas y los vientos huracanados pueden 
interrumpir los servicios en puertos y aeropuertos 
(ITF, 2016). 

C
O

N
 E

L
 C

A
L

O
R

 Y
 E

L
 A

G
U

A
 A

L
 C

U
E

L
L

O
: 

N
U

E
V

E
 C

A
M

IN
O

S
 H

A
C

IA
 U

N
 D

E
S

A
R

R
O

L
L

O
 R

E
S

IL
IE

N
T

E
 A

L
 C

A
M

B
IO

 C
L

IM
Á

T
IC

O

58



Una amenaza económica y social 
Las interrupciones en la red de transporte pueden 
tener graves consecuencias económicas y sociales 
(Hallegatte and Vogt-Schilb, 2019a; Colon et al., 2020). 
Pueden obstaculizar las medidas de evacuación y 
los esfuerzos de socorro, causando víctimas morta-
les. Como consecuencia, las líneas de suministro se 
interrumpen, amenazando los ingresos de las ex-
portaciones e impidiendo las importaciones para la 
producción y el consumo nacionales. El acceso a opor-
tunidades económicas, a la educación o a la salud se 
ve interrumpido, lo que magnifica el costo macroeco-
nómico de los fenómenos meteorológicos extremos.   

Las interrupciones del transporte son costosas para 
los hogares, ya que limitan el acceso al empleo, los 
mercados, los servicios esenciales y el ocio. Además, 
prolongan la duración de los desplazamientos, au-
mentan los costos y generan contaminación, lo que 
puede tener consecuencias para la salud (Hallegatte 
et al., 2019b).  En el Caribe, una interrupción que 
afecte al 20% de las carreteras reduce el valor para 
el usuario entre un 24% y un 95% debido a la mayor 
duración de los desplazamientos y a las restricciones 
de acceso (Rozenberg et al., 2021). Estas interrup-
ciones afectan de manera desproporcionada a los 
hogares más pobres, como sucede en América Latina 
y el Caribe, donde dichos hogares suelen asentarse 
en zonas más alejadas de los puestos de trabajo y los 

servicios, y disponen de menos medios de transporte 
(Oviedo et al., 2019; Vender et al., 2018). 

Las interrupciones en el sistema de transporte tam-
bién afectan a las empresas: la disminución de la 
capacidad de producción se traduce en pérdidas de 
ventas y retrasos en las entregas. En Argentina, se 
prevé que la exposición de las carreteras nacionales 
a inundaciones de 50 centímetros de profundidad 
aumente entre un 10% y un 20% de aquí a 2050. Un 
análisis de la red sugiere que las peores inundacio-
nes podrían interrumpir las cadenas de suministro 
que transportan 100.000 toneladas de carga al día 
(Kesete et al., 2021). 

Por último, la construcción de carreteras o autopis-
tas en zonas peligrosas puede agravar el riesgo 
climático en el resto de la economía, ya que la in-
fraestructura de transporte induce al desarrollo. Una 
autopista puede construirse con estándares de alta 
resiliencia. Pero puede atraer a sus alrededores 
nuevos asentamientos y actividades comerciales 
que pueden o no estar construidos para soportar el 
riesgo climático. Esto es especialmente relevante 
porque la infraestructura de transporte puede atraer 
asentamientos informales, que tienden a ser más vul-
nerables. Además, los activos de transporte, debido 
a su larga vida útil, pueden construirse en zonas que 
aunque son seguras en la actualidad, están expues-
tas a futuros riesgos climáticos. 

Opciones de adaptación para mantener  
a los países en movimiento

La adaptación del sector del transporte debe tener 
como objetivo ofrecer un servicio más fiable en 
condiciones adversas siguiendo dos enfoques ge-
nerales. Un factor clave puede ser considerar los 
riesgos climáticos en las primeras fases de desarrollo 
y planificación de la infraestructura (Hall et al., 2019).  
Uno de los objetivos es reducir las interrupciones 
mediante el refuerzo y la mejora de los activos in-
dividuales, nuevos y antiguos, contra los efectos 
del cambio climático. Otro aún más importante es 
minimizar la pérdida de funcionalidad de la red en 
condiciones negativas. Eso significa aumentar la ca-
pacidad del sistema de transporte para absorber las 
interrupciones y mantener sus servicios. 

Resguardar la infraestructura crítica
Ubicar la nueva infraestructura lejos de las zonas de 
riesgo es la opción de adaptación más obvia. Una ca-
rretera costera, por ejemplo, está más expuesta a las 
marejadas que una más hacia el interior. La infraes-
tructura situada en zonas menos expuestas sufrirá 
menos impactos y, en consecuencia, menos daños 
y menos interrupciones. En Vietnam, los beneficios 
sociales de limitar la inversión en carreteras en aque-
llos distritos donde más del 40% del terreno está 
por debajo de un metro sobre el nivel del mar son 
un 9,3% superiores a los de una estrategia sin limita-
ciones (Balboni, 2021). Identificar las áreas de riesgo 
actuales y futuras y evitar la instalación de activos 
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de infraestructura en zonas con alta exposición a 
inundaciones, marejadas, calor extremo o incendios 
forestales, es una adaptación eficaz. 

No obstante, la exposición no siempre puede 
evitarse: puede que falten alternativas y la infraes-
tructura actual no puede simple y sencillamente 
trasladarse. Por lo tanto, también es crucial reforzar 
la infraestructura. El refuerzo de carreteras median-
te el establecimiento de pendientes transversales 
positivas, mejoras del suelo, alcantarillas adiciona-
les, muros de retención y pavimentación con grava 
puede prevenir el estancamiento del agua y evitar el 
colapso de las carreteras. El asfalto poroso mejora 
la seguridad de las carreteras en zonas expuestas a 
un aumento de las precipitaciones o de las nevadas. 
Diversas medidas pueden proteger los túneles contra 
las inundaciones, como el establecimiento de siste-
mas pasivos de drenaje y gestión del agua lluvia; el 
bombeo de emergencia y la elevación de las bocas 
de metro. Contra las olas de calor, las juntas flexibles 
en las carreteras ayudan a evitar daños, mientras que 
el revestimiento reflectante contribuye a proteger la 
integridad estructural de los puentes (ITF, 2016; Halle-
gatte et al., 2019b).

Para que las opciones de diseño sean eficaces, de-
ben adaptarse a un clima cambiante. Una cuestión 
clave es que los métodos tradicionales para estable-
cer normas de diseño de infraestructura se basan en 
datos meteorológicos históricos. Pueden estar dise-
ñados, por ejemplo, para soportar una profundidad de 
inundación que históricamente se ha producido cada 
100 años. Pero en un escenario pesimista, con un 
calentamiento de 2 º C a mediados de siglo, se es-
pera que más del 40% de los activos de transporte a 
nivel mundial experimenten al menos una disminución 
del 25% en el período de retorno de precipitaciones 
extremas. En otras palabras, una inundación que 
solía producirse cada siglo se produciría ahora cada 
75 años en promedio (Wang et al., 2022). En Haití, el 
45% de los puentes analizados por el BID pueden 
ver un aumento en el caudal de los ríos en la próxima 
década debido al cambio climático. La modelización 
numérica permite a las autoridades conocer el clima 
futuro y fijar las normas de construcción y manteni-
miento en consecuencia (Olaya et al., 2020).

Centrarse en el mantenimiento 
El cambio climático reduce la vida útil de los activos 
de infraestructura y ocasiona daños en sus compo-
nentes. Por ese motivo, el mantenimiento periódico 

es vital para garantizar la durabilidad y resiliencia 
de la infraestructura de transporte y minimizar las 
interrupciones (Hallegatte et al., 2019b). La falta de 
mantenimiento adecuado puede aumentar los costos 
de capital de la infraestructura en un 50% (Rozenberg 
y Fay, 2019). El mantenimiento proactivo es una es-
trategia eficaz de gestión de activos que mejora su 
resistencia y capacidad de respuesta ante los riesgos 
climáticos. Por ejemplo, la limpieza periódica de los 
sistemas de drenaje mitiga el riesgo de inundacio-
nes en carreteras e infraestructuras circundantes 
(UNOPS, 2021). Uruguay está rehabilitando y mejo-
rando el mantenimiento de una carretera nacional a 
fin de aumentar la redundancia de la red de transpor-
te, protegiendo las líneas de abastecimiento de los 
productores de alimentos durante el aumento de las 
precipitaciones (IDB, 2021).

Las soluciones basadas en la naturaleza también son 
una opción para salvaguardar la infraestructura de los 
riesgos climáticos y reducir los costos de manteni-
miento. Por ejemplo, los parques de las zonas urbanas 
crean sistemas naturales de drenaje que reducen las 
inundaciones de las carreteras (UNOPS, 2021). 

Resistencia bajo estrés
La infraestructura resiliente tiene una buena relación 
costo eficacia: aunque los costos iniciales sean más 
elevados, es más resistente a los fenómenos me-
teorológicos extremos, causa menos interrupciones 
y aumenta la esperanza de vida de los activos (Ha-
llegatte et al., 2019b). Sin embargo, la resistencia de 
activos individuales no es un buen indicador de la 
resiliencia del sistema de transporte en su conjunto. 
Una red interconectada es tan fuerte como su esla-
bón más débil.  

Un concepto clave en el análisis y diseño de infraes-
tructura resiliente es la redundancia del sistema 
(Koks et al., 2023). La redundancia se refiere a la 
presencia de rutas y modos de transporte alternati-
vos para llegar a un destino. Las opciones incluyen 
añadir rutas alternativas y diversificar el sistema con 
múltiples modos de transporte (Hallegatte et al., 
2019b). Por ejemplo, reactivar los aeropuertos que 
estaban destinados a ser desmantelados puede 
ayudar a mantener un sistema diversificado, mejor 
equipado para responder a los desastres naturales 
(UNOPS, 2021). 
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Sistemas de apoyo al proceso decisorio 
A la hora de definir o priorizar las medidas de adap-
tación, el sector debe tener en cuenta los efectos 
inciertos del cambio climático. Las condiciones 
climáticas futuras son imposibles de predecir, y 
los cambios futuros en la tecnología y las tenden-
cias sociales amplifican la incertidumbre en torno 
a las consecuencias de aplicar, o no, medidas de 
adaptación. 

Los nuevos métodos de apoyo a la toma de decisio-
nes en condiciones de gran incertidumbre, como el 
llamado análisis de puntos críticos (a veces conocido 
como blue-spot analysis en inglés) permiten a los 
formuladores de políticas públicas, por un lado, ana-
lizar los riesgos que el cambio climático impone a 
los sistemas de transporte y, por el otro, priorizar las 
medidas de adaptación (Lempert et al., 2021; Koks et 
al., 2023).2 Un análisis de puntos críticos ayuda a los 
funcionarios a i) localizar los activos de transporte, 
como tramos de redes de carreteras o puentes, que 
están expuestos a fenómenos meteorológicos ex-
tremos, en diferentes escenarios; ii) estimar el grado 
de vulnerabilidad de estos activos, por ejemplo, si 
serían destruidos por una inundación determinada; 
iii) estimar la criticidad de cada activo, en función de 
las consecuencias económicas de su interrupción; 
iv) anticipar los resultados de las intervenciones y v) 
utilizar una herramienta de visualización para ayudar 
a los responsables de la toma de decisiones a priori-
zar las inversiones a fin de aumentar la seguridad y la 
resiliencia. Es importante que los planificadores re-
evalúen periódicamente las medidas de adaptación 
en función de la evolución de las condiciones climá-
ticas y socioeconómicas, por ejemplo, si cambia el 
estado de la red, si la actividad económica modifica 
los enlaces más críticos o si evolucionan las condi-
ciones climáticas y se dispone de nuevos mapas de 
riesgos. Otro importante ciclo de retroalimentación es 

2  Ver también el Capítulo 1: Toma de decisiones para un futuro impredecible.

el relativo a la eficacia de las intervenciones especí-
ficas y las opciones de diseño: los gobiernos deben 
supervisar su eficacia tras los fenómenos meteoroló-
gicos extremos y reflejar lo aprendido en la siguiente 
fase de planificación.

República Dominicana recientemente elaboró un aná-
lisis de puntos críticos para priorizar las inversiones y 
mejorar la resiliencia de su red de transporte por ca-
rretera (Olaya et al., 2022). El gobierno llevó a cabo 
una investigación para determinar qué carreteras, 
puentes y sistemas de drenaje reconstruir o reforzar 
para reducir las pérdidas y los daños provocados 
por desastres naturales. Se hizo una evaluación de 
los daños utilizando el valor financiero de los activos 
de transporte destruidos. Las pérdidas, por su parte, 
se evaluaron como el impacto de las interrupciones 
en el tiempo de viaje, que se valoró en función de la 
productividad económica promedio. El análisis tuvo 
en cuenta huracanes, crecidas de ríos, terremotos y 
tsunamis en diversos escenarios de cambio climático. 
Según el estudio, los desastres naturales causan ac-
tualmente daños a la red por valor de USD$ 1 millón 
al año, pero las pérdidas para los usuarios son mu-
cho mayores, de USD$ 2,7 millones al año. En el peor 
de los casos, con un elevado crecimiento del tráfico 
y fuertes efectos del cambio climático, las pérdidas y 
daños podrían dispararse hasta casi USD$ 40 millo-
nes al año en 2050, es decir, más del 13% de lo que 
el país gasta actualmente en construir y mantener la 
red de carreteras. A continuación, el análisis prioriza 
las inversiones que pueden reducir las pérdidas y los 
daños (Mapa 5.1). El Gobierno ha utilizado con éxito la 
herramienta para, por un lado, orientar sus esfuerzos 
de mantenimiento y reconstrucción tras las catás-
trofes y, por el otro, para seleccionar los proyectos 
presentados a los bancos internacionales de desa-
rrollo interesados en financiar la adaptación (Olaya et 
al., 2022; IDB, 2022a). 
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Estar preparados
Una forma eficaz de prepararse para diferentes esce-
narios climáticos con recursos limitados es disponer de 
estrategias de respuesta y planes de contingencia para 
gestionar la interrupción del servicio.3  Las empresas 
también pueden aumentar sus existencias y cambiar la 
ubicación de sus fábricas o almacenes en respuesta al 
riesgo de catástrofe (Hallegatte et al., 2019b).

Los gobiernos pueden desarrollar acuerdos institu-
cionales para centralizar la información relacionada 
con la red de carreteras y coordinar acciones de 
respuesta rápida (p. ej., Olaya et al., 2022). Pueden 
diseñar planes de contingencia para acelerar la 
reconstrucción y rehabilitación tras un suceso y ge-
nerar soluciones temporales que puedan restablecer 
rápidamente el servicio, aunque solo sea parcial-
mente. En Santiago de Chile, como en muchas otras 

3  Ver el Capítulo 1: Toma de decisiones para un futuro impredecible.

ciudades del mundo, el gobierno despliega rápi-
damente un servicio alternativo de autobuses para 
reemplazar una línea de metro averiada.   

La mejora del acceso a los datos climáticos y la 
implantación de sistemas de alerta temprana son 
fundamentales para reducir las interrupciones en 
los sistemas de transporte. Los sistemas de alerta 
temprana son importantes para anticiparse a los 
fenómenos meteorológicos extremos y mitigar sus 
efectos en los sistemas de infraestructura. Por ejem-
plo, antes de que el huracán Sandy azotara la ciudad 
de Nueva York en 2012, la Autoridad Metropolitana 
de Tránsito de la ciudad pudo trasladar sus trenes 
fuera de las zonas propensas a inundaciones, minimi-
zando así los daños a sus activos y permitiendo que 
el servicio se restableciera con relativa rapidez (Ha-
llegatte et al., 2019b). 

MAPA 5.1 

Priorizar las inversiones para reducir las pérdidas y los daños provocados por los desastres 
naturales en República Dominicana 

Fuente: Olaya et al. (2022)
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El gobierno retoma el control

Un paso clave para mejorar el sistema de transporte 
es mejorar la gobernanza definiendo funciones y res-
ponsabilidades claras en los marcos institucionales y 
jurídicos. Los ministerios y organismos responsables 
del sistema de transporte necesitan un mandato 
claro en materia de adaptación, por ejemplo de una 
ley sobre cambio climático o de un compromiso 
internacional. Los organismos superiores deben ga-
rantizar una acción coordinada entre las autoridades 
de transporte, los organismos de gestión del riesgo 
de catástrofes y las instituciones dependientes del 
sistema de transporte. Los planes maestros de infraes-
tructura deben evaluar las vulnerabilidades del sistema 
y actualizarse (Hallegatte et al., 2019b). Los gobiernos 
deberían obligar a las autoridades locales a tener en 
cuenta los efectos del cambio climático en sus planes 
de urbanización, por ejemplo, utilizando mapas de 
riesgos y prohibiendo el desarrollo de infraestructura 
en zonas peligrosas (Hallegatte et al., 2020).  

Trazando el camino hacia la adaptación
Es fundamental desarrollar planes de adaptación 
para el sector del transporte, identificando a los 
agentes clave y las opciones de adaptación y asig-
nándoles su lugar en una estrategia. Los planes de 
adaptación pueden centrarse en todo el sector o en 
un área específica.  

Colombia ha elaborado un Plan Nacional de Adapta-
ción específico para sus puertos (MADS, 2016). El plan 
establece que los puertos permiten el 93% del comer-
cio internacional del país y que más del 80% de ellos 
son vulnerables a los impactos del cambio climático, 
como huracanes, inundaciones, erosión, aumento del 
nivel del mar y marejadas. A continuación, plantea 
opciones de adaptación específicas para cada puerto, 
como el cultivo de manglares o la construcción de 
muros de protección; la elevación de la infraestructura 
existente; la ampliación de las zonas de drenaje; el 
uso de pavimentos permeables; el refuerzo de la co-
nectividad vial; la actualización de las normas, códigos 
y reglamentos aplicables a la infraestructura portuaria; 
y la imposición de un mantenimiento más frecuente. 
Los operadores del puerto de Manzanillo, México, han 
reconocido igualmente que la zona es muy vulnera-
ble al aumento del nivel del mar y han elaborado un 
plan de adaptación que incluye el incremento en la 

capacidad de drenaje, el establecimiento de sistemas 
de alerta temprana, la intensificación del manteni-
miento y el refuerzo de los activos vulnerables y sus 
alrededores (Connell et al., 2015). 

Planificar las emergencias con un enfoque integrado 
de gestión de riesgos es otra forma eficaz de minimi-
zar el impacto de las interrupciones. Los gobiernos 
pueden identificar la infraestructura vulnerable de la 
red de transporte, establecer planes de contingencia 
y procedimientos de evacuación, y definir funciones 
claras para todas las partes interesadas del sistema 
de transporte en caso de catástrofe (UNOPS, 2021). 
Entre las estrategias de evacuación o interrupción se 
encuentran los servicios de autobuses que pueden 
desplegarse rápidamente en caso de fallos en el 
sistema ferroviario y los sistema de contraflujo en los 
que se invierte la dirección de los carriles de las ca-
rreteras (ITF, 2016). 

La capacitación de las partes interesadas y el desa-
rrollo de las capacidades de los organismos públicos 
también son fundamentales para dar respuestas 
eficaces. En Uruguay, los funcionarios del Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas reciben capacita-
ción para utilizar modelos que informen sobre la 
reorientación de la carga en caso de interrupciones 
temporales en la red de carreteras (IDB, 2021).

Incentivar las inversiones 
Los gobiernos también pueden aumentar la resilien-
cia del sistema de transporte utilizando mecanismos 
financieros que alineen los incentivos de los propie-
tarios de activos con el interés público (Hallegatte et 
al., 2020). Las actuales disposiciones financieras son 
a menudo inadecuadas: las asignaciones presupues-
tarias para los organismos públicos se fijan a menudo 
como sumas globales que no tienen en cuenta la 
aparición de riesgos climáticos; la duración de los 
contratos con constructores privados es inferior a la 
vida técnica de los activos, lo que reduce el incentivo 
de hacer una inversión inicial en la calidad; y los con-
tratos de construcción y mantenimiento por separado 
no tienen en cuenta el costo social de la interrupción 
ni el valor total del mantenimiento (Hallegatte et 
al., 2020). Otro problema es que las administracio-
nes locales suelen encargarse de una parte de la 
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infraestructura de transporte, pero carecen de recur-
sos para reparar o mantener sus activos (ITF, 2016). 

Las soluciones para promover las inversiones in-
cluyen eliminar las barreras presupuestarias para 
el mantenimiento, penalizar a los operadores de in-
fraestructura si las interrupciones anuales exceden un 
umbral especificado y establecer contratos basados 
en el rendimiento para las agencias de construcción 
o los operadores que vinculen los pagos con el 
rendimiento de los activos. Los gobiernos también 
pueden introducir y hacer cumplir regulaciones, 
códigos de construcción y normas de contrata-
ción pública, por ejemplo, para establecer normas 
mínimas de resistencia frente a fenómenos meteoro-
lógicos extremos (Hallegatte et al., 2019b, 2020). 

Los gobiernos también pueden fomentar la densifi-
cación. La densificación tiene el potencial de reducir 
el tráfico, minimizar las interrupciones del transporte 
y reducir las barreras a la implementación de redun-
dancias, diversificación y multimodalidad, incluso 
haciendo que caminar y montar en bicicleta sean 
opciones viables (Hallegatte et al., 2019b). Por el con-
trario, las expansiones urbanas suelen ofrecer menos 
alternativas de transporte e implican distancias más 
largas hasta servicios críticos como hospitales. Para 
promover ciudades densas, los gobiernos pueden 
considerar conjuntamente el crecimiento urbano y 
el desarrollo de infraestructuras, y situar estratégi-
camente servicios e infraestructuras públicas como 
viviendas sociales, hospitales, escuelas, carreteras y 
estaciones de metro.4 También pueden utilizar incen-
tivos fiscales, como la tasa por congestión. 

4  Ver también el Capítulo 6: Ciudades resilientes.

Acceso a la información
Los gobiernos pueden mejorar la toma de decisio-
nes entre todas las partes interesadas invirtiendo en 
datos accesibles, modelizando los riesgos naturales 
y el cambio climático y estableciendo sistemas de 
alerta temprana. La cooperación internacional puede 
hacer frente al embotellamiento de la información 
ampliando la disponibilidad de datos y modelos, 
especialmente en los países de bajos y medianos 
ingresos. En Bolivia, un plan de modernización del 
aeropuerto incluye la instalación de equipos meteo-
rológicos para la detección temprana de tormentas 
eléctricas, además de mejoras de ingeniería, como la 
construcción de tejados preparados para las tormen-
tas de granizo, la implantación de nuevos sistemas 
de drenaje y la pavimentación y elevación de las zo-
nas de aparcamiento y las carreteras de acceso para 
evitar inundaciones (IDB, 2022b).

Las inversiones en la creación de competencias y 
capacidad técnica, incluida la toma de decisiones 
utilizando los métodos de “incertidumbre profunda” 
(deep uncertainty methods, en inglés) mencionados 
anteriormente, pueden ayudar a maximizar la utilidad 
de estas herramientas y movilizar los conocimientos 
técnicos del sector privado (Hallegatte et al., 2019; 
Lempert et al, 2021). 
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Ciudades resilentes

La mayoría de las personas en América Latina y el Caribe habitan en las 

ciudades, donde también se concentran la mayor parte de la riqueza y 

la actividad económica de la región. Sin embargo, las ciudades se ven 

amenazadas por los crecientes riesgos del cambio climático como escasez 

de agua, olas de calor y aumento del nivel del mar, que causan víctimas 

mortales, producen enfermedades, suman a las familias en la pobreza, las 

obligan a abandonar sus hogares y a trasladarse, a menudo a barrios mal 

preparados en otras ciudades. Una adaptación clave es reducir la exposición 

prohibiendo el desarrollo en zonas de alto riesgo, por ejemplo, prohibiendo 

la construcción a lo largo de las costas que son o pueden llegar a ser 

peligrosas a medida que aumenta el nivel del mar. Pero reducir la exposición 

puede ser inviable o indeseable si eso implica desplazar a comunidades 

establecidas. También es necesario construir infraestructuras de protección 

y modernizar las edificaciones. Infraestructuras grises como diques, 

alcantarillas y centros de refrigeración pueden ofrecer protección contra los 

elementos y el clima, al igual que las soluciones basadas en la naturaleza. 

Entre ellas se encuentran manglares en las zonas costeras para absorber 

las marejadas ciclónicas y árboles para refrescar las ciudades y hacer más 

tolerables las olas de calor. Los gobiernos pueden utilizar las evaluaciones 

de riesgos, la zonificación y las regulaciones para contener el desarrollo en 

zonas propensas al riesgo y apoyar el desarrollo en zonas seguras. También 

pueden imponer, incentivar o permitir la implementación de soluciones 

basadas en la naturaleza. Las normas de construcción y mantenimiento 

pueden garantizar que las edificaciones sean aptas para los fenómenos 

climáticos actuales y futuros. Los instrumentos financieros pueden animar 

a los hogares a adaptarse, así como a hacer frente y recuperarse de los 

fenómenos meteorológicos extremos. Sin embargo, los gobiernos se 

enfrentan a dos obstáculos cruciales: la informalidad y la fragmentación 

institucional. Las estrategias contra el cambio climático serán más eficaces 

si contribuyen a mejorar la gobernanza, la coordinación, la planificación y la 

formalización.



El cambio climático amenaza las ciudades

1  Ver el Capítulo 3: Montar la ola de adaptación en los sectores de agua y saneamiento.

Las ciudades son motores de desarrollo que con-
centran infraestructuras esenciales, activos clave y 
actividades económicas, sociales, administrativas y 
culturales. Las zonas urbanas albergan a la mayoría 
de los habitantes del planeta: en 2018, el 55% de la 
población mundial vivía en centros urbanos (United 
Nations, 2018). Dadas las tendencias demográficas 
actuales, para 2050, más del 86% de la población en 
América Latina y el Caribe vivirán en ciudades, la tasa 
más alta entre las regiones en desarrollo del mundo 
(UN, 2018).

Las ciudades son muy vulnerables al cambio climá-
tico y se enfrentan a riesgos crecientes de escasez 
de agua, aumento del nivel del mar y fenómenos 
meteorológicos extremos como inundaciones y olas 
de calor. Estos fenómenos climáticos aumentan la 
mortalidad y la morbilidad, causan pérdidas económi-
cas y de activos, empujan a los hogares a la pobreza 
y desplazan a las comunidades (Boland et al., 2021; 
Dodman et al., 2022; Vera and Sordi, 2020). 

Problemas en el hogar
El aumento de las temperaturas y las olas de calor 
hacen que las zonas urbanas sean menos habitables. 
Las ciudades sufren el efecto isla de calor: las edifi-
caciones y las carreteras absorben el calor del sol, lo 
que suele aumentar la temperatura de la superficie 
entre 0,5 °C y 4 °C (Boland et al., 2021), y hasta 3 °C 
a 8°C en las ocho ciudades más grandes de América 
Latina y el Caribe (Oliver et al., 2021). En 2050, las 
ciudades más grandes de América del Sur tendrán 
entre cinco y diez veces más días de calor extremo: 
en algunos de los peores escenarios, temperaturas 
que solían producirse menos de 20 días al año po-
drían ocurrir seis meses al año (Kephart et al., 2022). 
Las olas de calor entrañan riesgos para la salud, 
pérdida de productividad y perturbaciones económi-
cas (Dodman et al., 2022). El calor afecta de manera 
desproporciona a los hogares más pobres, que sue-
len residir en edificaciones menos aisladas y en las 
zonas más calurosas de la ciudad y que no pueden 
permitirse el aire acondicionado. El calor afecta es-
pecialmente a las personas mayores de 65 años, el 

segmento demográfico de más rápido crecimiento en 
las próximas décadas (Jiménez et al., 2021).

Los cambios en los patrones de precipitaciones au-
mentan el riesgo de escasez de agua en algunas 
ciudades.1 Una población creciente, combinada con 
un suministro de agua insuficiente mal mantenido e 
infraestructuras vecinales sin terminar, aumenta la 
amenaza para la seguridad hídrica. Ciudades como 
La Paz, Bolivia y Ciudad de México, México ya su-
fren estrés por falta de agua dulce debido al cambio 
climático y albergan a algunos de los 350 a 411 mi-
llones de habitantes urbanos de todo el mundo que 
se verán amenazados por la escasez de agua en un 
escenario de calentamiento de entre 1,5 °C y 2 °C 
(Dodman et al., 2022). En Montevideo, Uruguay, una 
sequía extrema en 2023 dejó casi seco el único em-
balse de agua dulce, por lo que las autoridades no 
tuvieron más remedio que recurrir al agua de la des-
embocadura del Río de la Plata, que es demasiado 
salada para beber (Tocár, 2023). 

Riesgo de incendios urbanos
La disminución de las precipitaciones, el aumento de 
las temperaturas y la sequía incrementan la inciden-
cia de los incendios forestales. La expansión urbana 
cerca de zonas silvestres aumenta la exposición 
(Boland et al., 2021). Valparaíso, Chile, sufrió el mayor 
incendio urbano de su historia en 2014, cuando un 
incendio forestal se propagó a la ciudad. Ardieron mil 
hectáreas, incluidas 2.900 viviendas; 12.500 perso-
nas fueron desplazadas; 500 resultaron heridas y 5 
fallecieron. El incendio se originó en un bosque de 
pinos y eucaliptos, especies exóticas propensas al 
fuego en Chile, y se extendió a los barrios adyacen-
tes de bajos ingresos. Contribuyó a la catástrofe el 
hecho de que muchas viviendas afectadas se cons-
truyeron con métodos precarios en barrios ocupados 
ilegalmente. Como consecuencia del deficiente acce-
so a los servicios públicos en esos barrios, la basura 
inflamable se acumuló en solares vacíos (Reszka and 
Fuentes, 2015). Más de tres millones de personas 
que viven en zonas urbano-forestales siguen expues-
tas a los incendios forestales en Chile (Sarricolea et 
al., 2023).
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La vulnerabilidad de los activos urbanos
El aumento del nivel del mar y las marejadas ciclóni-
cas amenazan las zonas costeras y las zonas urbanas 
bajas. En todo el mundo, la población expuesta a una 
inundación costera de 100 años aumentará aproxi-
madamente un 20% si el nivel del mar aumenta 15 
cm con respecto a los niveles de 2020 (IPCC, 2022). 
Además, las zonas urbanas costeras compiten por el 
espacio con humedales, estuarios y manglares, que 
son cruciales para la protección contra las mareas. 
América Latina y el Caribe está especialmente ex-
puesta, ya que es la región con la mayor proporción 
de población metropolitana viviendo cerca de la cos-
ta. Además, el aumento del nivel del mar supone una 
amenaza existencial para algunas islas del Caribe. 

El exceso de precipitaciones aumenta el riesgo de 
inundaciones. El pavimento y las edificaciones de 
las ciudades bloquean el drenaje del agua. Los ríos 
canalizados y los humedales desecados impiden 
ajustar la capacidad de flujo del agua (Boland et al., 
2021). En la región, 160 millones de personas de 70 
grandes ciudades están expuestas a inundaciones 
urbanas (Tellman et al., 2018).

Los fuertes vientos de tormentas tropicales, ciclones 
y huracanes pueden causar daños estructurales 
en las edificaciones, sobre todo si no han sido di-
señadas para resistir tales fenómenos climáticos. 
Los fenómenos climáticos también pueden dañar la 
infraestructura urbana e interrumpir servicios esen-
ciales. Las inundaciones desbordan las plantas de 
tratamiento de aguas no preparadas. Las interrupcio-
nes del sistema de transporte, incluidas las carreteras 
y los servicios, pueden desconectar a ciertos sec-
tores de la ciudad de los servicios esenciales. El 
cambio climático amenaza el sistema energético, ya 
que disminuye la eficiencia o destruye la generación, 
transmisión y distribución de energía, al tiempo que 
aumenta la demanda de soluciones de refrigeración 
y adaptación, como la desalinización. Estas cuestio-
nes se tratan en los capítulos 3 a 5. 

Echando leña al fuego: Informalidad 
y rápido crecimiento
Los efectos del cambio climático se multiplican con 
el rápido crecimiento no planificado de las ciudades 
(Vera & Sordi, 2020). Cada mes, más de medio mi-
llón de personas migran a las ciudades en América 
Latina y el Caribe buscando fijar su residencia allí, y 
una gran parte de ellas se radican en asentamientos 

2  Ver el Capítulo 7: Chequeo médico: cambio climático y salud.

informales (IDB, 2021). Entre 1990 y 2015 la informali-
dad urbana en la región creció del 6% al 26% (Vera et 
al., 2023). El propio cambio climático puede aumentar 
el flujo migratorio hacia las zonas urbanas, ya que 
repercute en los medios de subsistencia de las zonas 
rurales. En México, cada mes adicional de sequía 
aumenta la migración del campo a la ciudad en un 
3,6%. Los periodos de tres o más años con tempera-
turas superiores a las normales también aumentan la 
migración (Nawrotzki et al., 2017). 

La rápida expansión de las ciudades trae consigo 
numerosos problemas que agravan la vulnerabilidad 
al cambio climático. Estos problemas incluyen una 
planificación deficiente, falta de coordinación me-
tropolitana, zonificación inadecuada, cumplimiento 
deficiente de los códigos de construcción, infraes-
tructuras insuficientes y destrucción de ecosistemas 
vitales para la reducción de riesgos (Boland et al., 
2021; Vera and Sordi, 2020). Por ejemplo, personas 
que requieren largos desplazamientos en su día a 
día añaden vulnerabilidad a las interrupciones en las 
carreteras, mientras que las infraestructuras deficien-
tes y la falta de redundancias perturban aún más el 
servicio. A menudo surgen nuevos asentamientos en 
zonas expuestas: entre 1985 y 2015, la huella global 
de todos los asentamientos aumentó un 85%, mien-
tras que la huella de los asentamientos expuestos 
al máximo nivel de riesgo de inundación aumentó 
un 122% (Rentschler et al., 2022). El hacinamiento en 
viviendas, barrios y transporte público crea focos de 
brotes de enfermedades, incluidas las transmitidas 
por el aire o el agua, más propensas a propagarse 
durante olas de calor, sequías e inundaciones (Vera y 
Sordi, 2020). 2

El crecimiento urbano no planificado también trae 
consigo la informalidad en la vivienda, ya que los go-
biernos locales no proporcionan niveles adecuados 
de servicios básicos (IDB 2021). Alrededor del 21% de 
todos los habitantes urbanos de la región viven en 
asentamientos informales, que suelen estar situados 
en zonas expuestas a riesgos naturales, como lade-
ras propensas a desprendimientos o llanuras fluviales 
inundables (World Bank, 2022). Las estructuras en 
estas zonas suelen estar construidas con materiales 
de baja calidad, lo que expone a sus habitantes a un 
mayor riesgo ante fenómenos meteorológicos ex-
tremos como olas de calor o inundaciones (Dodman 
et al., 2022; Satterthwaite et al., 2020). Por último, 
los asentamientos informales suelen estar superpo-
blados y carecen de acceso adecuado, si es que lo 
tienen, a los servicios básicos. 
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Construyendo mejores ciudades

La ubicación importa
A la hora de adaptar las ciudades a los efectos del 
cambio climático y, en particular, al riesgo de inun-
daciones e incendios forestales, la ubicación es 
fundamental. Las ciudades pueden desarrollar estra-
tegias de reubicación para evitar ocupar los lugares 
más expuestos al cambio climático. Sin embargo, 
retirarse de las zonas más expuestas no está exento 
de dificultades; las comunidades y los bienes de los 
lugares en riesgo pueden sufrir pérdidas materiales 
y culturales (Dodman et al., 2022). Por otra parte, las 
estrategias de recuperación de tierras pretenden 
reducir el riesgo de las zonas costeras mediante la 
construcción de vertederos, la edificación de diques, 
el drenaje del agua restante o la siembra de vegeta-
ción que favorezca la acumulación de tierra. Elevar 
los terrenos existentes también puede proteger a las 
ciudades de las inundaciones.

Píntelo gris
Cuando la reubicación no es posible, la protección 
es clave. Las infraestructuras nuevas y mejoradas 
pueden reducir la exposición a algunos fenómenos 
meteorológicos extremos, por ejemplo bloqueando 
la entrada de inundaciones y marejadas ciclónicas, 
así como permitiendo el almacenamiento de agua. 
Las llamadas soluciones de infraestructura gris inclu-
yen rompeolas y malecones (barreras erigidas en el 
océano para proteger las costas), diques, compuer-
tas, muros e incluso barreras temporales de sacos de 
arena (Boland et al., 2021). En Barbados, el gobierno 
ha recurrido a la ingeniería costera para proteger las 
costas más desarrolladas del suroeste y el oeste, 
donde la erosión es habitual. Guyana utiliza diques 
para hacer frente a las inundaciones costeras (Mycoo 
and Donovan, 2017). La comprensión de que es pro-
bable que se produzcan inundaciones a gran escala 
en el país llevó a elevar las estaciones de bombeo 
(Mycoo and Donovan, 2017).

Aumentar la capacidad de drenaje con alcantarillas 
es fundamental en las ciudades donde se prevé que 
las precipitaciones aumenten en frecuencia o inten-
sidad. Las ciudades pueden mejorar la capacidad 
de drenaje de los edificios y la cubierta superficial 

o adaptar la infraestructura de transporte para que 
actúe como conducto. Barcelona, España, donde 
más del 90% de la superficie de la ciudad es imper-
meable, está mejorando su infraestructura de drenaje 
mediante la instalación de depósitos subterráneos, 
tecnologías de pavimento permeable y detención 
artificial (Favaro y Chelleri, 2018). 

O píntelo verde 
La adaptación mediante infraestructuras grises puede 
ser costosa. En América Latina y el Caribe, se ne-
cesitarían USD$ 7.100 millones al año para construir 
diques de protección contra las inundaciones cos-
teras en un escenario medio del nivel del mar para 
2050 (World Bank, 2010). Las soluciones basadas en 
la naturaleza, también conocidas como infraestructu-
ras verdes, ofrecen alternativas rápidas y eficaces a 
las de la ingeniería tradicional al considerar los eco-
sistemas circundantes como un complemento, y no 
como una amenaza, del entorno urbano construido 
(Muñoz et al., 2019). 

Los espacios verdes protegen de forma significativa 
contra las inundaciones y los vientos fuertes. Las 
ciudades pueden restaurar las cuencas fluviales, 
las llanuras aluviales y los humedales y construir 
nuevos. Estos ecosistemas urbanos ofrecen drenaje 
adicional, retención de agua durante inundaciones 
y lluvias, así como tratamiento de aguas residuales 
(Vera and Sordi, 2020).  Buenos Aires, Argentina, 
creó un parque nacional de 36 hectáreas, el Parque 
Lugano, para restaurar la llanura inundable de la ciu-
dad, mitigar las inundaciones y mejorar la calidad de 
vida de los barrios vulnerables a las crecidas fluviales 
del río Riachuelo en la zona suroeste (Buenos Aires, 
2022, 2023). 

Las infraestructuras grises y verdes suelen funcionar 
juntas (Recuadro 6.1). Curitiba, Brasil recurre a pavi-
mentos permeables, parques urbanos y zonas verdes 
para gestionar las corrientes de agua (IDB, 2017). 
En Managua, Nicaragua, una solución rentable para 
gestionar los picos de caudal en zonas propensas a 
los ciclones consiste en combinar medidas de con-
servación y reforestación aguas arriba con mejores 
infraestructuras de retención y canalización aguas 
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abajo (Vega et al. 2015). La combinación de infraes-
tructuras verdes y grises es también una oportunidad 
para replantearse la vida en las calles. En Ciudad de 
México, el proyecto “Calle Verde” hace que las calles 
sean más agradables para peatones, ciclistas y usua-
rios del transporte público, al tiempo que reduce el 
riesgo climático. Calle Verde consiste en labores de 
reparación de tuberías de drenaje, repavimentación 
de calles y aceras con hormigón permeable y siem-
bra de árboles, y construcción de espacios verdes 
(Vera et al., 2023). 

Los ecosistemas costeros, como los manglares y los 
humedales, pueden servir de barrera contra las ma-
rejadas ciclónicas, las inundaciones y la erosión, ya 
que almacenan agua y estabilizan los sedimentos o 
las costas (gráfico 6.1). En Estados Unidos, se calcula 
que los humedales evitaron daños materiales por va-
lor de USD$ 625 millones durante el huracán Sandy 
(Narayan et al., 2017). Los manglares suficientemente 
anchos reducen la altura de las olas hasta un 66% y 
la de las marejadas ciclónicas hasta 55 cm (Boland 
et al., 2021). Más de 18 millones de personas y USD$ 
82.000 millones en activos en todo el mundo podrían 
estar protegidos de las inundaciones gracias a los 
manglares (Losada et al., 2018). 

Las soluciones basadas en la naturaleza también 
contribuyen a la protección de hábitats y de biodi-
versidad, así como al agua potable y al aire limpio, 
reduciendo a la vez el calor extremo en las ciuda-
des, lo que se traduce en importantes beneficios 
colaterales para las personas y el medio ambiente. 
En Estados Unidos, el uso de árboles en entornos 
urbanos para eliminar la contaminación atmosférica 
supone USD$ 5.400 millones anuales en costos de 
salud evitados y en pérdida de productividad (Nowak 
and Greenfield 2018)

Ciudades frescas
Las ciudades deben tratar de reducir el efecto isla 
de calor y garantizar instalaciones adecuadas para 
protegerse durante las olas de calor. Ampliar la co-
bertura verde con parques y calles arboladas reduce 
sustancialmente el efecto isla de calor. En Medellín, 
Colombia, el programa Corredores Verdes redujo en 
2 °C la temperatura promedio de la ciudad (Oliver et 
al., 2021). 

Una arquitectura integrada al clima y al medio am-
biente local puede garantizar el bienestar térmico. 
Por ejemplo, una adecuada orientación de las edi-
ficaciones es clave para minimizar la absorción de 
calor y aprovechar los patrones de viento para la 
ventilación. El diseño de las edificaciones también 
puede aumentar la refrigeración pasiva, por ejemplo, 
mejorando el aislamiento o ubicando las ventanas de 
tal forma que mejoren la circulación del aire (Alvear 
et al., 2022). En Brasil, una norma de construcción 
establece directrices para las viviendas familiares de 
bajos ingresos en función de la zona bioclimática en 
la que se encuentren, con recomendaciones sobre 
ventilación, sombreado, cerramientos exteriores y 
estrategias de acondicionamiento pasivo (Gonza-
les-Mahecha et al., 2020). 

Instalar aire acondicionado en casas y edificios tam-
bién es una solución. Pero un mayor uso del aire 
acondicionado no es una opción para muchos hoga-
res informales y de bajos ingresos de la región. Los 
centros de refrigeración pueden proporcionar alivio 
a los hogares que no pueden permitírselo. El aire 
acondicionado también expulsa el aire caliente de 
los edificios, lo que puede aumentar el efecto isla de 
calor (Dodman et al., 2022; Salamanca et al., 2014). 
Los sistemas de refrigeración urbana son una 

RECUADRO 6.1 

El barrio Bañado Sur en Asunción, Paraguay. 

Situado a orillas del río Paraguay, en Asunción, el barrio 

Bañado Sur se enfrenta a inundaciones periódicas que, 

según las previsiones, se intensificarán debido al cambio 

climático y a los cambios en el uso del suelo aguas arriba. 

Estas inundaciones causan daños en viviendas, calles, 

sistemas de alcantarillado e infraestructuras eléctricas: en 

2018, las inundaciones afectaron a 23.000 personas en los 

barrios ribereños de Bañados. En respuesta al aumento de 

las necesidades de vivienda, el Gobierno de Paraguay y 

la Municipalidad de Asunción crearon un Plan Maestro de 

Desarrollo para los barrios ribereños de la ciudad que se 

adapta a las crecidas periódicas del río Paraguay. Utilizando 

soluciones basadas en la naturaleza para reducir el riesgo 

de inundación de 1.500 viviendas, construidas recientemen-

te restauraron las lagunas y humedales que bordean el río y 

construyeron un nuevo parque lineal a lo largo de su costa-

nera como forma de protección contra las inundaciones. El 

plan también contempla la construcción de infraestructuras 

que mejoren los servicios públicos básicos y reduzcan los 

riesgos climáticos, como sistemas de saneamiento soste-

nibles, un sistema de drenaje mejorado y la recolección de 

residuos sólidos (Oliver et al., 2021; World Bank, 2022). C
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estrategia tecnológicamente avanzada para enfriar 
zonas urbanas densamente pobladas. La refrigera-
ción urbana puede reciclar el calor residual de las 
enfriadoras para producir agua caliente, lo que au-
menta la eficiencia. También puede combinarse con 
almacenamiento en frío. En el centro de París, Fran-
cia, una enfriadora de distrito congela los depósitos 
de agua durante la noche, cuando la electricidad es 
más barata y el aire acondicionado es más eficiente 
energéticamente, y utiliza hielo para enfriar un centro 
comercial durante el día (di Cecca et al 2022).

Los tratamientos de superficies frías y la vegetación 
natural reducen el efecto isla de calor. Los trata-
mientos de superficies frías incluyen materiales de 
construcción alternativos que aumentan la reflexión 
solar o el sombreado y reducen así la cantidad de 
calor absorbido (Boland et al., 2021; Dodman et al., 
2022). Las estructuras pueden reducir su absorción 
de calor con la aplicación de pintura blanca, que 
refleja la luz solar, o con la instalación de tejados 
verdes, que proporcionan sombra y evapotranspi-
ración (Dodman et al., 2022). Estos tejados reducen 
el consumo de energía hasta un 32% en climas cá-
lidos al disminuir la demanda de refrigeración. En el 
programa piloto Favela de tejados verdes en Río de 
Janeiro, las viviendas con tejados verdes eran hasta 
20 °C más frescas en los picos de calor que aquellas 
con tejados tradicionales (Oliver et al., 2021).

3  Ver el Capítulo 1: Toma de decisiones para un futuro impredecible.

Soluciones de diseño
La mejora de las normas de construcción con fines 
de adaptación al clima es también una oportunidad 
para alcanzar otros objetivos de desarrollo soste-
nible. La Universidad de Belice está construyendo 
un edificio siguiendo principios de resiliencia y ar-
quitectura ecológica, y que, a la vez, fue diseñado 
buscando minimizar las necesidades de mante-
nimiento y haciéndolo accesible para todas las 
personas con discapacidades (IDB, 2020).

Las edificaciones y las infraestructuras deben di-
señarse teniendo en cuenta los riesgos presentes 
y futuros del cambio climático, así como la incerti-
dumbre que rodea al cambio climático futuro.3 Una 
construcción adecuadamente diseñada puede resis-
tir catástrofes, como tormentas, por una fracción del 
costo de repararla si falla. Los sistemas existentes 
también pueden reforzarse. 

Algunas transformaciones en la planificación urbana 
y la construcción de vivienda también pueden apoyar 
la adaptación en otros sectores. Por ejemplo, adoptar 
un mejor aislamiento o equipar mejor las cocinas ayu-
da a disminuir la demanda de servicios energéticos e 
hídricos sometidos a estrés por el cambio climático. 
El riesgo de incendios forestales puede reducirse 
controlando el rápido crecimiento urbano, evitando 
nuevos desarrollos en zonas de alto riesgo o incor-
porando medidas de protección contra incendios 
forestales como planes de evacuación, manejo de la 
vegetación y edificaciones resistentes al fuego (Bo-
land et al., 2021).
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El papel del gobierno

Planificación urbana
Las deficiencias institucionales y financieras dificultan 
la adaptación de las ciudades. Las ciudades dispo-
nen de herramientas y recursos limitados y a menudo 
carecen de instituciones capaces de coordinar áreas 
metropolitanas extensas. Por ejemplo, la gestión fo-
restal necesaria para reducir el riesgo de incendios 
forestales en una zona urbana puede no depender 
de la autoridad local de planificación urbana, sino 
de otra jurisdicción o de una institución del gobierno 
central (Boland et al., 2021). La falta de coordinación 
entre los gobiernos nacionales y subnacionales y 
entre jurisdicciones territoriales adyacentes obstacu-
liza la implementación de políticas públicas y socava 
el éxito de las medidas de adaptación al clima. Esto 
es especialmente relevante cuando las decisiones 
sobre el uso del suelo y las inversiones en infraes-
tructuras no se coordinan a nivel metropolitano 
(IDB, 2021). La fragmentación institucional dentro 
de un área metropolitana también complica una ac-
ción climática eficaz. En América Latina y el Caribe, 
apenas la mitad de las zonas urbanas cuentan con 
órganos de administración unificados (Gómez-Álva-
rez et al., 2017). 

Para superar la debilidad institucional es necesario 
mejorar la gobernanza en torno a la relación entre 
las ciudades y el cambio climático. Los gobiernos 
pueden empezar a evaluar la fragmentación insti-
tucional existente y los problemas de coordinación 
en relación con la adaptación al cambio climático, 
identificando los problemas críticos (Dodman et 
al., 2022). Una mejor gobernanza puede lograrse 
desarrollando estrategias y coordinando los planes 
urbanos y metropolitanos. Las estrategias climáticas 
permiten identificar las acciones pertinentes, pro-
mover la coordinación y asignar responsabilidades 
entre las instituciones. 

La planificación es clave para desarrollar una adap-
tación integrada e inclusiva en las ciudades. La 
planificación urbana facilita la acción gubernamen-
tal, incluyendo la redundancia de sistemas críticos 
como transporte, energía,  telecomunicaciones y 
salud; la diversificación de servicios; la gestión del 
crecimiento urbano; el aumento de la resiliencia de la 

infraestructura; y la evitación del desarrollo en zonas 
expuestas (Boland et al., 2021; Dodman et al., 2022; 
Parnell, 2016). Es igualmente importante proporcionar 
servicios urbanos básicos a los barrios desatendidos 
e incluirlos en los programas de planificación regional 
destinados a gestionar el crecimiento urbano. 

Las ciudades pueden diseñar planes de acción local 
contra el cambio climático para coordinar la política 
de adaptación. En Chile, la ley obliga a todas las 
ciudades a elaborar este tipo de planes antes de 
2025. Un papel clave de los gobiernos es publi-
car orientaciones que las ciudades puedan utilizar 
para diagnosticar su exposición al riesgo climático, 
comprender las posibles soluciones e identificar las 
medidas que pueden tomar dentro de sus atribucio-
nes legales para avanzar (Rakes et al., 2023).  

Saber es poder
Aumentar la concienciación sobre los riesgos del 
cambio climático mejora la toma de decisiones por 
parte de formuladores de políticas públicas, residen-
tes y otros actores relevantes. Los gobiernos pueden 
desarrollar evaluaciones de riesgos, las cuales son 
útiles para crear un perfil de riesgo de ciudades 
o zonas urbanas. Pueden, por ejemplo, identificar 
indicadores clave de rendimiento para supervisar 
los avances en la implementación de medidas de 
adaptación (Dodman et al., 2022). Los gobiernos tam-
bién pueden comprometerse directamente con los 
ciudadanos e influir en la acción climática, educando 
a la gente, promoviendo la accesibilidad y creando 
asociaciones público-privadas para crear normas y 
modelos de negocios. 

Los sistemas de alerta temprana son una medida 
de adaptación rentable que permite evacuaciones 
oportunas y ordenadas, y ayuda a hogares y a au-
toridades a estar preparados (Dodman et al., 2022). 
Invertir USD$ 800 millones en sistemas de alerta 
temprana puede evitar pérdidas de entre USD$ 
3.000 y USD$ 16.000 millones (Boland et al., 2021). 
Los sistemas de alerta temprana dependen de una 
vigilancia constante y una comunicación eficaz; 
infortunadamente, suele ser más difícil llegar a las 
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personas más vulnerables. Entre las medidas de co-
municación eficaces se encuentran las aplicaciones 
móviles, la radiodifusión y la señalización callejera.

No se dispone de información suficiente sobre los 
riesgos climáticos, especialmente a nivel urbano. Las 
herramientas de modelización del sistema climático 
mundial abarcan grandes escalas espaciales y plazos 
largos. Pero los gobiernos locales necesitan datos 
localizados y a corto plazo para tomar decisiones de 
adaptación eficaces (Pitman et al. 2022). Un factor 
agravante es que ningún modelo climático puede 
predecir, sin ambigüedades, cómo afectará el cambio 
climático los climas locales. Los planificadores deben 
basarse en escenarios que exploren la incertidum-
bre.4 Otro problema es que los gobiernos locales 
pueden no tener incentivos para identificar o revelar 
los peligros y riesgos medioambientales en sus juris-
dicciones, ya que estos pueden reducir el valor de 
las propiedades inmobiliarias, disminuir su atractivo 
para empresas y hogares, y socavar su base fiscal y 
sus perspectivas de crecimiento (US CEA 2023).

El valor de la regulación
Las regulaciones pueden promover eficazmente 
la adaptación. Los códigos y normas de construc-
ción que mejoran la resistencia a inundaciones y 
tormentas, el aislamiento, la ventilación natural y la 
resistencia a incendios forestales son herramientas 
prácticas para las nuevas edificaciones (Boland et 
al., 2021; WHO, 2018). Los códigos de construcción 
deben revisarse para incluir los riesgos futuros rela-
cionados con el clima, en lugar de limitarse a reflejar 
datos pasados sobre problemas como los niveles 
de inundación y la frecuencia de las lluvias. Algunas 
regulaciones, como la aplicación de auditorías perió-
dicas, normas de gestión y etiquetado, promueven 
la adaptación tanto en las edificaciones existentes 
como en las nuevas (Dodman et al., 2022). Una de 
las dificultades es que las normas de construcción no 
suelen aplicarse al parque de viviendas existente y 
los pobladores informales no suelen cumplirlas. 

La zonificación es otra intervención de adaptación 
esencial de los gobiernos. Al prohibir la construcción 
de edificaciones en zonas de riesgo con infraes-
tructuras de protección inadecuadas, las ciudades 
evitan la necesidad de adaptación futura (Boland et 
al., 2021). Barbados implantó un límite mínimo de re-
tranqueo costero: no se pueden construir edificios a 

4  Ver el Capítulo 1: Toma de decisiones para un futuro impredecible.

5  Ver el Capítulo 8: Llueve sobre mojado: el riesgo económico y ambiental para los pobres.

menos de 30 metros de la marca de pleamar. Así se 
protege a las nuevas construcciones de la erosión y 
las inundaciones (Mycoo, 2006). La zonificación, tal y 
como se aplica a los códigos de construcción, debe 
establecerse teniendo en cuenta posibles escenarios 
de cambio climático incierto.

Superando la informalidad 
y la desigualdad 
Un problema clave es que los asentamientos in-
formales surgen en zonas fuera del alcance de las 
regulaciones de zonificación. En los Andes, la ex-
pansión urbana ha alcanzado las laderas de colinas 
y montañas, lo que hace que los desprendimientos 
de tierra sean especialmente mortales (Puente-So-
tomayor et al., 2021). Además, los asentamientos 
informales suelen construirse con materiales de mala 
calidad, infringiendo las normas de construcción. 
En Medellín, Colombia, la aplicación de las normas 
y códigos existentes reduciría el costo de los des-
prendimientos en un 63% (Vega & Hidalgo, 2016). Por 
último, los barrios más pobres carecen de recursos 
para llevar a cabo transformaciones de adaptación. 

Hay dos elementos clave para hacer frente a la des-
igual distribución de los esfuerzos de adaptación: 
un enfoque holístico de la planificación urbana y 
la lucha contra la pobreza y el subdesarrollo.5 Esto 
significa, por ejemplo, implicar a los residentes de 
los asentamientos informales en la planificación del 
uso del suelo. Significa ayudar a aquellos residentes 
que no pueden cumplir las regulaciones por sí so-
los (Puente-Sotomayor et al., 2021). Otras opciones 
son asegurar la tenencia de los habitantes (también 
llamada formalización), reubicar a las comunidades 
y mejorar la conectividad de los barrios (Nuñez and 
Wang, 2020).

Incluir instalaciones públicas en zonas expuestas a 
fin de disuadir la ocupación ilegal es una opción de 
política pública clave. Un buen ejemplo de ello es 
el Jardín Periférico de Medellín (Vera et al., 2023). 
Este contribuye a rehabilitar ecosistemas con árbo-
les autóctonos en más de 65 hectáreas de terreno 
degradado ladera arriba. Reduce el riesgo de inun-
daciones y desprendimientos de tierras para los 
barrios adyacentes ladera abajo y, con su presencia, 
controla el crecimiento urbano ladera arriba. Sen-
deros, ciclovías y corredores de movilidad ofrecen 
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oportunidades recreativas, y hay zonas para el cultivo 
tradicional de orquídeas. El gobierno también cons-
truyó viviendas asequibles cerca del parque e implicó 
a los habitantes locales en su diseño y mantenimien-
to, proporcionándoles oportunidades de empleo y 
educación en el proceso.

Aunque las ciudades actúen para protegerse del 
cambio climático, puede que sus políticas no lleguen 
a las personas más desfavorecidas y, en algunos 
casos, podrían aumentar la vulnerabilidad de esas 
personas. Las infraestructuras de protección y la 
zonificación suelen distribuirse de forma desigual 
en favor de los hogares más ricos. Pueden incluso 
aumentar el riesgo en zonas desprotegidas o animar 
a personas ya vulnerables a trasladarse a lugares de 
mayor riesgo (Anguelovski et al., 2016; Dodman et al., 
2022; Boland et al., 2021). 

La adaptación descoordinada también puede ser un 
problema. En Bangkok, los habitantes de una urba-
nización no regulada construyeron muros privados 
para proteger sus viviendas de las inundaciones, 
pero el desvío de los caudales solo empeoró las 
inundaciones de los hogares más pobres situados río 
abajo, que no podían permitirse construir su propia 
protección (Limthongsakul et al., 2017). 

Por último, es fundamental ofrecer oportunidades 
de vida asequibles, lejos del peligro. La forma más 
sostenible de evitar que el crecimiento informal se 
extienda a zonas urbanas expuestas es garantizar 
que las regulaciones y las opciones de inversión 
pública permitan el desarrollo de viviendas, servicios 
públicos y oportunidades de empleo en lugares más 
seguros. Pero esto a menudo requiere gestionar la 
oposición al desarrollo de los propietarios de vivien-
das existentes. 

Financiamiento para las ciudades
La falta de recursos o incentivos impide a menudo 
que los hogares apliquen medidas de adaptación. 
Los gobiernos pueden conceder subvenciones y 
préstamos a los residentes en asentamientos infor-
males buscando animarlos a trasladarse a zonas 
menos expuestas. También pueden proporcionar 
viviendas asequibles en zonas más seguras. 

Los recursos financieros limitados son un obstáculo 
clave para el desarrollo de infraestructuras. (Dodman 
et al., 2022). Por ejemplo, las infraestructuras en las zo-
nas costeras requieren inversiones iniciales. Pero sus 
beneficios, que a menudo adoptan la forma de costos 
evitados, son difíciles de convertirse en ingresos para 
su financiamiento (Hinkel et al., 2018). Dado que mu-
chas infraestructuras proporcionan bienes públicos, 
los impuestos son una fuente clave de financiamiento. 
Sin embargo, las ciudades de la región tienden a de-
pender en gran medida de las transferencias fiscales. 
Los ingresos locales en 2010 solo cubrieron alrededor 
del 30% del gasto subnacional total en América Latina 
(Fretes Cibils and Ter-Minassian, 2015).

Otro enfoque consiste es crear incentivos para que 
los constructores privados construyan edificaciones 
más respetuosas con el medio ambiente. La agili-
zación de los procesos de revisión y concesión de 
permisos, así como las bonificaciones por densidad 
y altura, son algunos de estos incentivos. Otras 
opciones, utilizadas sobre todo en los países más 
ricos, son los créditos fiscales, la reducción de tari-
fas, las subvenciones y los préstamos a bajo interés 
para la construcción.  
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Chequeo médico: cambio climático y salud

El cambio climático afecta tanto la salud humana como los sistemas de 

salud. Los cambios en los patrones de temperatura y precipitaciones 

inducen una serie de enfermedades transmitidas por vectores y por 

patógenos acuáticos. Los fenómenos meteorológicos extremos, incluidas 

las olas de calor, son cada vez más intensos y frecuentes, causando 

muertes, lesiones, enfermedades y el deterioro de la salud mental. El cambio 

climático afecta de manera negativa los sistemas alimentarios, exacerbando 

los riesgos de desnutrición y seguridad alimentaria. También amenaza 

instalaciones como centros de salud, clínicas y hospitales o la infraestructura 

que permite su funcionamiento, incluidos el agua, la electricidad y las líneas 

de suministro. 

Adaptación significa responder a los cambios en los patrones de enfermedad. 

Lo que incluye vigilar la aparición de nuevas enfermedades, a veces solo en 

cuestión de meses, y modificar o desarrollar nuevos tratamientos, programas 

de prevención y capacitación. También implica mantener operativos los 

sistemas de salud durante fenómenos meteorológicos extremos mediante 

el refuerzo de las infraestructuras de salud y la elaboración de planes 

de preparación ante emergencias. Tomar medidas en otros sectores, 

como programas de saneamiento del agua y la adopción de medidas 

ocupacionales y de seguridad en el lugar de trabajo también pueden reducir 

las repercusiones del cambio climático sobre la salud. 

Los gobiernos pueden implementar directamente muchas de estas medidas 

de adaptación. Puede resultar difícil separar la política de adaptación al 

cambio climático de la política de salud tradicional, ya que se refuerzan 

mutuamente. Las intervenciones del gobierno incluyen la evaluación de la 

vulnerabilidad del sistema de salud para hacer frente al cambio climático, el 

diseño de planes de adaptación de salud y su integración en los planes de 

adaptación nacional. En concreto, las autoridades deben elaborar planes de 

contingencia para el sistema de salud frente a fenómenos meteorológicos 

extremos y brotes de enfermedades causadas por el clima. También deben 

mejorar los sistemas de alerta temprana, basados en indicadores climáticos 

y de salud, a fin de mejorar la detección de brotes de enfermedades; 

desarrollar nuevos tratamientos y planes de prevención en coordinación con 

los organismos gubernamentales y el sector privado; e impulsar el objetivo 

de una cobertura de salud universal.



El cambio climático amenaza la salud 
humana y los sistemas de salud

1  Ver el Capítulo 3: Montar la ola de adaptación en los sectores de agua y saneamiento. 

Como dice el dicho, “Salud es riqueza”. La buena 
salud permite a las personas disfrutar de la vida, ha-
cer frente a los desafíos que esta plantea y transmitir 
oportunidades a las nuevas generaciones. Sin em-
bargo, el cambio climático amenaza la salud humana 
y los sistemas de salud. El cambio climático trae 
consigo nuevos problemas de salud. Los fenómenos 
meteorológicos extremos pueden dañar los centros 
de salud y perturbar su funcionamiento (WHO 2021). 
En última instancia, los efectos del cambio climático 
sobre la salud podrían sumir en la pobreza extrema a 
entre 25 y 44 millones de personas en todo el mun-
do, lo que incluye hasta 4,7 millones de personas en 
América Latina y el Caribe (Jafino et al., 2020). 

Caldo de cultivo para la enfermedad 
A medida que cambian las temperaturas y los pa-
trones de precipitaciones, también cambian la 
distribución y la frecuencia de enfermedades que 
se transmiten por vectores, alimentos o agua, y que 
dependen de la exposición a los elementos, como el 
calor y el frío. El cambio climático también aumenta el 
riesgo de transmisión viral entre especies y, por tan-
to, de pandemias de origen zoonótico como la rabia 
y el hantavirus (Carlson et al., 2022). 

Uno de los principales efectos del cambio climático 
es el estrés térmico por calor. Esto ocurre cuando 
las temperaturas o los niveles de humedad son 
demasiado altos o al exponer el cuerpo humano 
directamente al sol o a vestimenta inadecuada. Y es 
entonces cuando empiezan a fallar los mecanismos 
naturales del organismo para regular su temperatura 
interna. El estrés térmico puede ser mortal, sobre 
todo entre los adultos mayores y los niños pequeños. 
En América del Sur, el número de muertes relacio-
nadas con el calor aumentó un 160% entre 2000 y 
2021. El envejecimiento es un factor, pero las olas 
de calor excepcionales están claramente vinculadas 
a tasas de mortalidad más altas (Hartinger, 2023). El 
estrés térmico también reduce la productividad labo-
ral, especialmente en el caso de los trabajadores al 
aire libre, que suelen ser más pobres. Esto le costó a 
la región USD $22.000 millones en 2021, con efectos 

particularmente contundentes en la construcción y la 
agricultura (Hartinger et al., 2023). De aquí a 2030, el 
cambio climático podría cobrarse el equivalente a 2,5 
millones de empleos en la región debido al impacto 
del estrés térmico en la productividad (Saget et al, 
2020). El estrés térmico también puede enfermar a las 
personas, un fenómeno que se está produciendo en 
Centroamérica, donde está causando una epidemia 
de enfermedad renal crónica (Wesseling et al., 2020).  

El aumento de las temperaturas y las variaciones en 
las precipitaciones favorecen a vectores patógenos 
como los mosquitos, cuya área de distribución y pa-
trones de reproducción se están alterando, lo que 
aumenta la posibilidad de que enfermedades como 
el dengue, la malaria y el zika alcancen proporciones 
epidémicas (Romanello et al., 2021). En 2019, la tem-
porada de transmisión de la malaria fue un 39% más 
larga de lo habitual en las tierras altas tropicales a 
nivel mundial (Romanello et al., 2021). En América del 
Sur, la idoneidad climática del dengue aumentó un 
35% entre 1951 y 2021 (Hartinger et al., 2023).

Han aumentado los riesgos de enfermedades trans-
mitidas por el agua a causa de patógenos acuáticos 
sensibles a los vaivenes climáticos y a las sustancias 
tóxicas que se originan en bacterias nocivas de 
agua dulce (IPCC, 2022). Las altas temperaturas y el 
aumento de las precipitaciones crean condiciones 
favorables para la proliferación de agentes patóge-
nos, como algas, plantas y bacterias, en las fuentes 
de agua superficiales y subterráneas (WHO, 2017). El 
exceso de precipitaciones provoca el colapso de las 
plantas de aguas residuales, lo que permite que con-
taminantes penetren en el agua potable (WHO, 2017). 
En el otro extremo del espectro, el descenso del 
nivel de las aguas aumenta la concentración de sus-
tancias tóxicas y la contaminación biológica, ya que 
la disminución de las precipitaciones totales reduce 
la capacidad de las aguas superficiales para diluir y 
eliminar los contaminantes (WHO, 2017). En cualquier 
caso, los fenómenos extremos que se esperan del 
cambio climático, desde inundaciones hasta sequías, 
tienen efectos nocivos sobre la disponibilidad de 
agua potable.1 
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Un peligro para la alimentación
El cambio climático también afecta la producción de 
alimentos y, por tanto, la seguridad alimentaria (IPCC, 
2022, Romanello et al., 2021). Las olas de calor, el 
aumento de las temperaturas, las sequías, la variabi-
lidad de las precipitaciones y la acidificación de los 
océanos afectan negativamente el rendimiento de la 
productividad, disminuyen la producción de alimen-
tos y generan importantes pérdidas de cosechas. La 
temporada de cultivo de alimentos básicos como el 
trigo, el maíz y la soja en la región se redujo de un 
2,5% a un 1,3% entre 1981 y 2022 (Hartinger et al., 
2023). La reducción proporcional de los rendimientos 
agrava la inseguridad alimentaria, que ya afecta a 
más de 200 millones de personas en la región. Entre 
2030 y 2050, un promedia de 95.000 niños podrían 
morir cada año en el mundo por desnutrición induci-
da por el cambio climático (WHO, 2014).2

Cuando la naturaleza es 
desastrosa para la salud
Los fenómenos meteorológicos extremos también 
afectan directamente la salud. Por ejemplo, las de-
sastres, como inundaciones y huracanes, pueden 
provocar, lesiones graves y la muerte. Como con-
secuencia de fenómenos meteorológicos extremos 
pueden aparecer enfermedades transmitidas por los 
alimentos y el agua o aumentarse su frecuencia. La 
exposición al polvo, a los aeroalérgenos, a las par-
tículas y al humo de los incendios forestales agrava 
las enfermedades cardiovasculares y respiratorias. 
La contaminación atmosférica ya está causando 
138.000 muertes al año en América Latina y el Cari-
be (CODS, 2019). En América del Sur, la exposición 
a altos niveles de riesgo por incendios forestales 

2  Ver el Capítulo 2: Replantando la biodiversidad y replanteando la alimentación.

3  Los capítulos 1, 3, 4, 5 y 6 sobre la adaptación de los servicios de infraestructura y la planificación urbana al cambio climático aportan más datos.

aumentó en promedio siete días por persona al año 
en 2018-2021 en comparación con los niveles histó-
ricos, afectando especialmente a Argentina y Chile, 
con entre 14 y 20 días más por persona (Hartinger et 
al., 2023). 

Por último, el cambio climático empeora la salud 
mental. Los fenómenos meteorológicos extremos, el 
desplazamiento, la inseguridad alimentaria, la esca-
sez de agua, la pérdida de medios de subsistencia, 
la pérdida de biodiversidad y el malestar social pue-
den causar una serie de problemas mentales, como 
ansiedad, depresión, tristeza, trastorno de estrés pos-
traumático, tendencias suicidas, agresiones y violencia 
intrafamiliar, a menudo contra la mujer (IPCC, 2022). 

Estragos en el sistema de salud
El cambio climático también aumenta la morbilidad y 
la mortalidad al amenazar la integridad estructural de 
centros de salud, clínicas y hospitales o de la infraes-
tructura que facilita su funcionamiento, incluidas las 
redes de transporte y distribución de energía y agua 
(World Bank, 2017).3 Los fenómenos meteorológicos 
extremos pueden aumentar rápidamente la deman-
da de servicios de salud e interrumpir las cadenas 
de suministro (WHO, 2020). Además, el cambio cli-
mático afecta la calidad de los servicios de salud al 
alterar la demanda local de los mismos. Por ejemplo, 
un aumento de las enfermedades transmitidas por 
vectores o de origen zoonótico modifica el número 
y el perfil de los trabajadores del sector de la salud 
necesarios para prestar los servicios. Por último, pue-
den surgir nuevos riesgos para la salud si los efectos 
del cambio climático causan trastornos sociales, des-
plazamiento de la población, deterioro económico y 
migración (IPCC, 2022).  
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Adaptaciones para fortalecer 
el sistema de salud 

4  Ver también el capítulo 1.

Adaptar el diagnóstico, la 
prevención y el tratamiento 
El primer paso para curar una enfermedad es diag-
nosticarla. Para un sistema de salud resiliente al 
clima, esto significa establecer y reforzar los sistemas 
de vigilancia de las enfermedades producidas por 
el clima e integrar la vigilancia meteorológica en los 
sistemas de alerta temprana de riesgos para la salud 
(World Bank, 2017). La mejor estrategia es considerar 
todos los riesgos para la salud de forma integrada, 
vigilando simultáneamente las enfermedades anima-
les, las enfermedades humanas y los determinantes 
medioambientales a medida que interactúan (World 
Bank, 2021).

Cuando el cambio climático conlleva nuevas enfer-
medades, el sistema de salud tiene que responder 
formando a profesionales que diagnostiquen esas 
enfermedades, desarrollen tratamientos y diseñen 
medidas de prevención. Por ejemplo, la exposición al 
estrés térmico se ha convertido recientemente en 
una causa frecuente de enfermedad renal. Los trata-
mientos de la enfermedad renal no dependen de 
que el estrés térmico sea la causa. Pero los progra-
mas de prevención deben ajustarse para reducir su 
prevalencia (recuadro 7.1). 

Al definir las medidas de adaptación, el sector de 
la salud debe reconocer que algunos efectos del 
cambio climático son inciertos y pueden variar rápi-
damente. Por ejemplo, aunque el riesgo de dengue 
estaba contenido en Argentina hasta hace poco, en 
2023 el país sufrió un grave episodio de dengue que 

afectó a cerca de 100.000 (Ministerio de Salud de 
Argentina, 2023). Por ello, las estrategias de respues-
ta y los planes de contingencia deben contemplar 
diversos escenarios climáticos.4

Garantizar la capacidad estructural 
También es importante invertir en tener preparados 
todos los elementos de los servicios de salud para 
los fenómenos meteorológicos extremos. Hay que 
mejorar la preparación, planificación y rehabilitación 
ante emergencias, teniendo en cuenta todos los pe-
ligros relevantes. Los objetivos incluyen establecer 
mecanismos de coordinación y sistemas de infor-
mación así como planes de mitigación de riesgos 
de catástrofes para garantizar la continuidad de los 
servicios durante los fenómenos meteorológicos 
extremos (World Bank, 2021, Astorga et al., 2023). El 
personal médico debe haber sido capacitado para 
actuar en condiciones de emergencia. Este debe 
recibir capacitación para atender a las víctimas de 
desastres climáticos (PAHO 2020a) y poder iden-
tificar y recetar atención continua para todos los 
problemas relacionados con el clima, incluidos aque-
llos que tienen consecuencias para la salud mental 
(WHO 2022). 

El sector de la salud también debe asegurarse de 
que las estructuras físicas y los suministros médicos 
puedan resistir fenómenos meteorológicos extremos 
(World Bank, 2017; 2021). Una opción de adaptación 
consiste en diseñar y construir instalaciones mé-
dicas resistentes al impacto de fenómenos como 

RECUADRO 7.1. 

Costa Rica lucha contra el estrés térmico con un reglamento laboral

El Reglamento para la prevención y protección de las per-

sonas trabajadoras expuestas a estrés térmico de Costa 

Rica, establecido en 2015 tiene por objeto la protección de 

las personas que trabajan al aire libre. El reglamento surgió 

después de que numerosos estudios demostraran que la 

exposición al estrés térmico es una causa de enfermedad 

renal crónica entre los trabajadores agrícolas en Centroa-

mérica (Wesseling et al., 2020). Siguiendo el modelo de la 

campaña “Agua, descanso, sombra” de la Administración de 

Seguridad y Salud en el Trabajo de EE. UU., el reglamento 

de Costa Rica sostiene que los empleadores deben propor-

cionar a los trabajadores medidas de protección. Dichas 

medidas incluyen capacitación, equipos de protección indivi-

dual (como sombreros y sombrillas), tiempo para aclimatarse 

al calor, bebidas rehidratantes y zonas de sombra para 

descansar. Además, los trabajadores deben estar inscritos 

en un programa de vigilancia de salud centrado en la salud y 

la función renal.
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inundaciones, desprendimientos de tierras o sobre-
calentamiento debido a olas de calor.5 El diseño y la 
construcción de infraestructura también deben contem-
plar la posible interrupción de servicios básicos, como 
interrupciones temporales del suministro de agua o 
electricidad durante fenómenos meteorológicos extre-
mos. Por último, la infraestructura debe estar preparada 
para el aumento repentino de pacientes, mientras que 
las reservas y cadenas de suministro de productos 
médicos esenciales deben gestionarse teniendo en 
cuenta tanto la redundancia como la resiliencia. 

Adoptar la tecnología digital también puede ser una 
forma de aumentar la resiliencia (Astorga et al, 2023). 
Por ejemplo, se puede hacer uso de la telemedicina 
y de la transmisión digital de recetas y resultados de 
análisis, incluso cuando el sistema de transporte se 
ve interrumpido por el clima extremo. Los registros di-
gitalizados y los pedidos digitales pueden hacer que 
el proceso de aprovisionamiento sea más eficiente 
y fácil de seguir. Como siempre, la tecnología digital 
debe adoptarse de tal forma que minimice la exposi-
ción a amenazas digitales, como el cibersecuestro de 
datos (ransomware en inglés), al tiempo que se ga-
rantizan los derechos de privacidad y se asegura que 
los procesos incluyan a las personas que no tienen 
acceso a la tecnología (Cathles et al., 2022). 

Intercambio de conocimientos y 
mejora de la comunicación
El acceso a los datos es clave para adaptar la pro-
gramación y las intervenciones en materia de salud 
(World Bank, 2017; WHO, 2015). Por ejemplo, el cam-
bio climático afectará la distribución geográfica de 
los riesgos existentes para la salud, como la malaria 
y el dengue. Ya existen estrategias bien establecidas 
para hacer frente a muchos de estos riesgos. Las 
mosquiteras y los insecticidas, por ejemplo, son mé-
todos comprobados para controlar las enfermedades 
transmitidas por mosquitos (World Bank, 2017; 2021). 

5  Ver también el Capítulo 6: Ciudades resilientes.

6  Capítulo 3: Montar la ola de adaptación en los sectores de agua y saneamiento

La adaptación, basada en el acceso a información 
correcta, incluye la implementación de soluciones 
existentes en nuevas zonas geográficas. 

Es importante destacar que las acciones de otros 
sectores repercuten en el sector de la salud. So-
luciones intersectoriales, como los programas de 
saneamiento, la política de seguridad energética, los 
sistemas alimentarios sostenibles, el transporte activo 
que da más importancia a los desplazamientos a pie 
y en bicicleta que a los vehículos, y la educación con-
tribuyen a crear un sector de la salud más resiliente 
(IPCC, 2022). Un ejemplo de ello es aumentar el ac-
ceso al agua potable, que disminuye la incidencia y 
el riesgo de enfermedades transmitidas a través del 
agua.6 Otros ejemplos son la ampliación del acceso 
a zonas verdes urbanas y el diseño de edificios con 
aire acondicionado y refrigeración pasiva (Romanello 
et al., 2021).

Una comunicación oportuna entre los responsables 
de tomar de decisiones, los medios de comunicación 
y el público en general puede ayudar a coordinar 
medidas preventivas contra riesgos para la salud 
como brotes de enfermedades o fenómenos meteo-
rológicos extremos (WHO, 2015). Las previsiones del 
impacto de las olas de calor basadas en datos me-
teorológicos permiten establecer un sistema integral 
de alerta. Esto puede alertar a la población sobre el 
riesgo de exposición y ayudar a preparar el sistema 
de salud (PAHO 2021). El desarrollo tanto de previ-
siones de exposición a enfermedades y tormentas 
como de umbrales de riesgo (p. ej., de la exposición 
al calor y al sol) puede mejorar la comunicación con 
las partes interesadas sobre los peligros para la sa-
lud (WHO, 2015). La digitalización es clave para que 
las alertas tempranas sean eficaces. Por ejemplo, el 
envío de alertas a través de mensajes de texto a los 
habitantes de las zonas afectadas les da tiempo para 
refugiarse y es una de las formas más eficaces para 
salvar vidas cuando se produce un desastre natural. 
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Intervenciones de los gobiernos: una 
tabla de salvación para la adaptación

7 Entre ellos Argentina, Bahamas, Barbados, Belice, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Dominica, El Salvador, Granada, Guatemala, Guyana, Haití, 

Islas Vírgenes Británicas, Jamaica, Nicaragua, Paraguay, Perú, República Dominicana., San Cristóbal y Nieves, Santa Lucía, Surinam, Trinidad y Tobago y 

Uruguay.

8 Obsérvese que México, Honduras, Panamá, Ecuador y Chile no participaron en la evaluación.

Los gobiernos pueden implementar directamente 
muchas de las adaptaciones mencionadas en la 
sección anterior, ya que a menudo gestionan directa-
mente grandes partes del sistema de salud. Pero el 
sector privado también desempeña un papel impor-
tante. Las clínicas privadas prestan servicios de salud, 
y la mayor parte de la prevención debe realizarse en 
el lugar de trabajo y en la vida privada. Así pues, la 
política gubernamental también debe aspirar a facili-
tar la adaptación en el sector privado.

Gran parte de la política de adaptación del sector de 
la salud refleja la política de salud tradicional (World 

Bank, 2021; Astoria et al, 2021). De hecho, un sistema 
que funcione debe ser capaz de detectar nuevos 
riesgos para la salud y responder a ellos, indepen-
dientemente de que hayan sido generados por el 
cambio climático o no. El papel de la política de 
adaptación es anticipar y facilitar este proceso. 

Una postura preventiva 
Las llamadas evaluaciones de vulnerabilidad en 

materia de salud y adaptación al cambio climático 

(climate change and health vulnerability and adapta-

tion assessments en inglés) son una aportación clave 
para diseñar planes de adaptación (WHO, 2021). A 
través de estas evaluaciones, los gobiernos deben 
investigar exhaustivamente cómo afectará el cambio 
climático al sector de la salud a nivel nacional y sub-
nacional, identificando, por un lado, a las poblaciones 
vulnerables (incluido cualquier sesgo de género, véa-
se el recuadro 2) y, por el otro, los puntos débiles del 
sistema (World Bank, 2021; Astorga et al., 2023). En 
América Latina y el Caribe, 26 países reportan haber 
desarrollado dicha evaluación exhaustiva a partir de 
octubre de 2021 (WHO, 2021d). 7

Un papel clave de los gobiernos es coordinar el dise-
ño de planes de adaptación para el sistema de salud. 
Los gobiernos suelen utilizar los llamados planes 

nacionales de adaptación de salud para identificar 
los sectores prioritarios para la adaptación. Éstos de-
finen el curso de las futuras políticas (WHO and IISD, 
2021; World Bank, 2021). Lo ideal sería que los planes 
se basaran en evaluaciones exhaustivas de la vulne-
rabilidad. Hasta ahora, solo dos países de la región, 
Brasil y Cuba, cuentan con un plan nacional de salud 
y cambio climático, y luchan por ponerlos en práctica 
debido a las limitaciones financieras y de recursos 
humanos. Otros nueve países están en la fase de 
preparación de planes (WHO, 2021d).8  

Los gobiernos también deben fomentar y establecer 
mecanismos para vigilar los peligros y riesgos para 
la salud relacionados con el clima, los resultados 

RECUADRO 7.2 

Cuestiones de género 

A la hora de identificar las adaptaciones necesarias para 

el sector de la salud, es importante tener en cuenta 

cómo varían las repercusiones del cambio climático en 

función del género. Las actitudes sociales o las ocupacio-

nes definidas por el género y los roles sociales a menudo 

influyen en la forma en que el cambio climático afecta 

la salud (WHO, 2012). No es de extrañar que las olas de 

calor y el aumento de las temperaturas afecten negati-

vamente la salud de los trabajadores de la construcción 

que son, en su mayoría, hombres. Por el contrario, en las 

zonas rurales las mujeres sufren una mayor inseguridad 

alimentaria; los roles tradicionales de género que las 

sitúan en desventaja frente a los hombres en términos 

de educación, ingresos y estatus social también juegan 

en su contra en el acceso a los alimentos (Romanello 

et al., 2021). Los gobiernos pueden tener en cuenta las 

desigualdades y diferencias en la adaptación al cambio 

climático en el sector, mediante la integración de la 

perspectiva de género en la política y la planificación 

sectoriales. (WHO, 2012). Un primer paso en esta direc-

ción es identificar las diferencias y desigualdades de 

género aumentando la disponibilidad de información de 

salud, desglosada por género (Romanello et al., 2021). 
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de salud y la eficacia del sistema de salud y de las 
respuestas de política pública. Una forma práctica 
de desarrollar sistemas de alerta temprana de los 
riesgos para la salud relacionados con el clima es 
coordinar y compartir información entre los orga-
nismos gubernamentales, no gubernamentales e 
internacionales responsables de la vigilancia y la 
implementación de medidas, como los servicios 
meteorológicos y los organismos nacionales de 
emergencia (WHO, 2015). Argentina y Costa Rica son 
los dos únicos países que han puesto en marcha 
sistemas de vigilancia y alerta temprana que utilizan 
información climática y cubren los problemas de sa-
lud relacionados con el cambio climático, incluidas 
las lesiones y muertes por fenómenos meteorológi-
cos extremos y altas temperaturas (WHO, 2021d). 

Un enfoque de equipo en 
materia de gobernanza
Los ministerios de salud deben mejorar la colabo-
ración con otros sectores cuyas políticas afectan la 
salud humana (p. ej., los ministerios que supervisan el 
agua y el saneamiento, la educación, el trabajo y las 
cuestiones medioambientales) a nivel nacional y sub-
nacional. Las medidas para mejorar la coordinación 
incluyen definir responsabilidades claras y mecanis-
mos de rendición de cuentas, incorporar el cambio 
climático en las principales políticas y programas de 
salud y establecer puntos focales para el cambio cli-
mático. desafortunadamente, más de la mitad de los 
países de la región no han establecido un mecanis-
mo de trabajo, como equipo o comité, que implique y 
unifique a todas las partes relevantes dentro y fuera 
del sector de la salud para responder al cambio cli-
mático (Astorga et al., 2023). 

Por último, las autoridades del sector de la salud de-
berían participar en el diseño o en la actualización de 
la política climática (WHO, 2015). A escala mundial, 
el 94% de las Contribuciones Determinadas a Nivel 
Nacional (NDC, por sus siglas en inglés), que son los 

planes climáticos presentados a las Naciones Uni-
das en el marco del Acuerdo de París, mencionan 
la salud. Pero el tema tiende a tratarse de manera 
imperfecta. Por ejemplo, solo el 61% de las NDC 
establecen claramente prioridades de adaptación y 
menos del 10% mencionan la salud mental y el apoyo 
psicosocial (WHO, 2021).

Política reguladora
Las regulaciones pueden ayudar en la adaptación del 
sector de la salud. Entre las medidas concretas cabe 
citar la modificación de las normas de zonificación 
para evitar la construcción de hospitales que pue-
dan estar expuestos a fenómenos meteorológicos 
extremos y el establecimiento de normas para la in-
fraestructura de salud de modo que pueda soportar 
brotes de enfermedades y fenómenos meteorológi-
cos extremos (WHO, 2015). 

Los gobiernos también pueden aplicar medidas de 
seguridad y salud en el trabajo, respetuosas con el 
clima, para reducir la exposición de los trabajadores 
a los riesgos para la salud relacionados con el clima 
(Saget et al, 2020). Por su parte, los empleadores 
deben informar a sus trabajadores sobre sus condi-
ciones laborales y ajustar los entornos de trabajo en 
consecuencia. Las medidas de seguridad pueden 
ser tan sencillas como acordar horarios de trabajo 
fuera de las horas más calurosas del día, garantizar 
el acceso al agua, proporcionar instalaciones con 
aire acondicionado o incluso simplemente suministrar 
sombreros. La mejor práctica es animar a los trabaja-
dores a acordar estas normas con las empresas y el 
gobierno. Costa Rica ha implementado un Reglamen-
to para la Prevención y Protección de las Personas 
Trabajadoras Expuestas al Estrés Térmico, que fue 
adoptado por el Consejo de Salud Laboral en 2015 
(recuadro 1). Estas regulaciones obligan a los em-
presarios a proporcionar sombra, agua, descansos y 
ropa de protección a los trabajadores agrícolas que 
trabajan al aire libre. 
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Política fiscal y seguro de salud
Los formuladores de políticas públicas también pue-
den replantearse la política fiscal. Algunas medidas 
que pueden contribuir a lograr las adaptaciones 
necesarias son reasignar recursos dentro del 
presupuesto; añadir partidas específicas a los pre-
supuestos de salud para emergencias climáticas y 
enfermedades relacionadas con el clima (entre otras 
cosas, colmando el gran déficit de financiamiento 
existente para la salud mental y el apoyo psicosocial); 
garantizar el financiamiento para mitigar los riesgos 
para la salud y tener en cuenta los determinantes 
medioambientales de la salud a la hora de priorizar el 
financiamiento de las inversiones (WHO, 2015). 

También es fundamental fomentar la cobertura uni-
versal de la atención médica, para lo cual la mejora 
del financiamiento en materia de salud es un paso 
clave. Los gobiernos en América Latina y el Caribe 
gastan, en promedio, menos del 5% del PIB en salud 
(WHO 2023), aunque la Organización Panamericana 
de la Salud (2020b) estima que se necesitaría un 
6% para avanzar hacia la cobertura universal de la 
atención médica. Los únicos países de la región que 
alcanzan este listón son Argentina (6.6%), Colombia 
(6.5%), Cuba (11%) y Uruguay (6.6%). 

El seguro es esencial para reducir las barreras finan-
cieras a la atención médica y proteger a las personas 
de gastos que excedan sus planes de salud. También 
puede servir para incentivar la atención preventiva 
y primaria. El 26% de todo el gasto de salud de la 
región se paga del propio bolsillo de los asegurados, 
muy por encima del promedio de la OCDE (12%), y 
oscila entre más del 50% en Guatemala y Venezue-
la y menos del 20% en Colombia, Cuba, Jamaica y 
Uruguay (WHO, 2023). Por último, los sistemas de 
salud de la región tienden a depender de una mezcla 
fragmentada de actores públicos y privados. Esto 
tiende a dividir a la población por condiciones socia-
les, limitando el acceso de los más vulnerables, a la 
vez que cuesta más que las opciones gestionadas 
por el gobierno y de pagador individual (OECD and 
WB, 2020). Las reformas en materia de salud pueden 
reducir las desigualdades en el acceso, proporcionar 
mejores resultados de salud  en general y hacer que 
la región sea más resiliente a los efectos del cambio 
climático.
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Llueve sobre mojado: el riesgo económico 
y ambiental para los pobres

El cambio climático afecta de forma desproporcionada a los hogares 

de bajos ingresos, que son los más expuestos, los más vulnerables, los 

que tienen menor capacidad de recuperación y un acceso limitado a las 

opciones de adaptación. La ubicación de dichos hogares y su dependencia 

de los activos de riesgo como principal fuente de ahorro, tales como la 

vivienda y el ganado, explican en gran medida su mayor vulnerabilidad a los 

efectos del cambio climático. Además, como viven cerca de los niveles de 

subsistencia, a menudo tienen que recortar sus necesidades básicas cuando 

se producen catástrofes. Tras una catástrofe, los hogares de bajos ingresos 

son los menos preparados para recuperarse, y están sujetos a posibles 

consecuencias a largo plazo, como caer en la pobreza. Esto puede ocurrir 

porque sufren pérdidas catastróficas, dejan de recibir educación, sufren 

retraso en el crecimiento debido a la malnutrición o no pueden acceder 

a la atención médica y quedan incapacitados. Los hogares más pobres 

suelen tener un acceso limitado a la protección social, a los programas de 

adaptación y a instrumentos financieros como seguros y préstamos que 

les ayuden a recuperarse. Los programas de adaptación deben diseñarse 

en todos los sectores para incluir a los hogares de bajos ingresos. Por 

ejemplo, las regulaciones de zonificación deben tener en cuenta el impacto 

en las viviendas de bajos ingresos y los sistemas de alerta temprana 

deben diseñarse para llegar a todos. La protección social, la diversificación 

de los ingresos y la inclusión financiera son formas cruciales de reducir 

la vulnerabilidad. Es especialmente importante adaptar los programas 

de protección social existentes para garantizar que puedan ampliarse 

rápidamente y llegar a los afectados por fenómenos meteorológicos 

extremos. Por último, los servicios de salud y educación deben hacerse 

resilientes, mejorando la infraestructura y utilizando la tecnología digital para 

que puedan funcionar durante los fenómenos meteorológicos extremos.



Los desastres nunca vienen solos 
para los más pobres

1  Ver el Capítulo 6: Ciudades resilientes. 

2  Ver el Capítulo 2: Replantando la biodiversidad y replanteando la alimentación.

El cambio climático afecta de forma desproporcio-
nada a los hogares de bajos ingresos. En países 
vulnerables como Nicaragua, República Dominicana, 
Paraguay, El Salvador, Guatemala, Bolivia y Hondu-
ras, entre el 57% y el 90% de los pobres viven en 
municipios que han sufrido al menos cinco desastres 
climatológicos en la última década (Bagolle et al., 
2023). Una mayor exposición a las catástrofes se 
traduce en más daños, que recaen principalmente 
en los pobres. Por ejemplo, el 20% de los residen-
tes pobres en San Salvador, El Salvador, y el 17% en 
Tegucigalpa, Honduras, denuncian daños por des-
prendimientos de tierras (Fay, 2005). 

En las ciudades, la relación entre el estatus so-
cioeconómico y la exposición al cambio climático 
es especialmente notable debido a la escasez de 
suelo.1 Los habitantes más pobres de las ciudades 
se ven a menudo presionados por los elevados 
precios del suelo para instalarse en barrios de bajos 
ingresos pero de alto riesgo (Hallegatte et al., 2017). 
Las familias de bajos ingresos pueden elegir delibe-
radamente vivir en zonas urbanas de mayor riesgo 
porque presentan oportunidades. Por ejemplo, los 
hogares en las zonas propensas a inundaciones de 
Mumbai aceptan el riesgo de inundación porque 
dichas zonas también ofrecen acceso a puestos de 
trabajo, escuelas, centros de salud y redes sociales 
(Patankar, 2015). 

En las zonas rurales, las comunidades pobres también 
se ven amenazadas por el cambio climático. La sequía, 
la degradación del suelo y la pérdida de ecosistemas 
representan una amenaza cada vez mayor, sobre 
todo porque los medios de subsistencia de las fami-
lias pobres dependen de manera desproporcionada 
de los servicios y recursos que proporciona el medio 
ambiente (UNEP, 2009).2 En países como Honduras, 
Bolivia, Guatemala y Haití, la agricultura está estrecha-
mente vinculada con la calidad del suelo, los bosques 
y las fuentes de agua, y de ella depende el sustento 
del 30-50% de la población (Bagolle et al., 2023).

Los esfuerzos de adaptación también tienden a ser 
desiguales, dejando expuestos y desprotegidos a 

los hogares de menores ingresos. La toma de de-
cisiones sobre inversiones de adaptación, como 
diques y drenajes, suele dar prioridad a la protec-
ción de los activos, una estrategia que perjudica a 
los hogares de ingresos más bajos (Hallegatte et al., 
2017). La informalidad aumenta aún más su exposi-
ción. Las urbanizaciones formales pueden cumplir 
las regulaciones sobre el uso del suelo, pero la falta 
de aplicación de las regulaciones, combinada con el 
precio del suelo, puede hacer que pobladores infor-
males se asienten en las laderas de las colinas, las 
riberas de los ríos o las proximidades de desagües 
y alcantarillas, todas ellas zonas expuestas a riesgos 
naturales (Lall and Deichmann, 2012). 

Vulnerabilidad de los activos
Los hogares pobres son más vulnerables a los efec-
tos del cambio climático, ya que a menudo viven en 
estructuras que no están diseñadas para resistir los 
peligros naturales. Los asentamientos informales son 
especialmente vulnerables: una inundación típica 
puede destruir una casa informal típica, mientras que 
las casas modernas o los edificios multifamiliares son 
mucho más resistentes (Hallegatte et al., 2017). Una 
mayor proporción de los activos de los hogares po-
bres está expuesta al cambio climático y, en general, 
son menos resistentes a sus efectos. Normalmente, 
los hogares pobres poseen un mayor porcentaje de 
sus activos en formas materiales, como viviendas, 
material de construcción o ganado, mientras que los 
no pobres tienen mayor acceso financiero y pueden 
ahorrar en instituciones financieras (Hallegatte et al., 
2017; Moser and Felton, 2007; Nkedianye et al., 2011). 
Esta asimetría en el tipo de activos se traduce en 
daños más importantes para los pobres. Por ejemplo, 
el quintil más bajo de Honduras perdió el 18% de sus 
activos a causa del huracán Mitch, frente al 3% del 
quintil más alto (Morris et al., 2002).

La vulnerabilidad se agrava porque los hogares po-
bres invierten menos en la reducción de riesgos y 
tienen poco acceso a mecanismos de alerta tempra-
na. Al carecer de recursos para la inversión a largo 
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plazo, las personas más pobres suelen confiar en 
horizontes de planificación a corto plazo (Lawrance, 
1991). Además, muchos hogares de bajos ingresos 
residen en asentamientos informales cuya propiedad 
de la tierra no está clara y corren el riesgo de ser 
desalojados. La inseguridad de sus condiciones de 
vida desincentiva aún más la inversión en la reduc-
ción de riesgos, como la modernización para reforzar 
las viviendas contra desastres (Rentschler, 2013). 
En Buenos Aires, el temor al desalojo y los bajos 
ingresos familiares son las principales razones de la 
escasa inversión en infraestructuras de vivienda en 
los asentamientos informales sin seguridad de tenen-
cia (van Gelder, 2010). 

Viviendo al borde de la pobreza
La pobreza y la vulnerabilidad agravan los efectos 
negativos del cambio climático. La pérdida de un dó-
lar en el consumo tiene un impacto más significativo 
en el bienestar de las familias pobres que en el de 
aquellas no pobres, ya que viven más cerca al nivel 
de subsistencia y tienen menos recursos para hacer 
frente a los fenómenos meteorológicos extremos 
(Hallegatte et al., 2017). La incapacidad de los pobres 
para reducir gastos —mientras que los ricos pueden 
recortar en artículos de lujo— pone en riesgo su ca-
pacidad para cubrir sus necesidades básicas, como la 
alimentación, cuando se enfrentan a fenómenos me-
teorológicos extremos (Hallegatte et al., 2016; 2017). 

De hecho, los efectos del cambio climático en la 
producción de alimentos suponen una amenaza para 
los hogares pobres, que destinan una mayor parte 
de sus ingresos a la alimentación (Hallegatte et al., 
2016).3 El aumento de los precios de los alimentos 
puede reducir su consumo. En los países de bajos 
ingresos, un aumento del 10% en el precio de los 
alimentos puede reducir la ingesta diaria en 72 kilo-
calorías (Green et al., 2013). Sin embargo, el acceso 
a los mercados puede ayudar a mitigar el impacto de 
los shocks de los precios de los alimentos causados 
por el cambio climático al diversificar el conjunto de 
fuentes de alimentos. Estudios han demostrado que 
en aquellas zonas de Filipinas que tienen un nivel 
escaso de precipitaciones se ha experimentado un 
descenso del 4% en el consumo de alimentos; sin 
embargo, este efecto desaparece en las zonas cer-
canas a las autopistas (Safir et al., 2013; Hallegatte et 
al., 2016).

3  Ver el Capítulo 2: Replantando la biodiversidad y replanteando la alimentación..

Los fenómenos meteorológicos extremos también 
pueden empujar a la pobreza a personas no pobres 
pero vulnerables. Las personas que se encuentran 
en los márgenes del umbral de pobreza corren cons-
tantemente el riesgo de caer por debajo de dicho 
umbral. En América Latina y el Caribe, las encuestas 
de hogares recopiladas por el BID revelan que el 
37% de la población gana entre USD $5 y USD $12,4 
dólares al día, por lo que corre el riesgo de caer en 
la pobreza como consecuencia de los fenómenos 
meteorológicos extremos. En India, el 44% del 12% de 
los hogares de 36 comunidades de Andhra Pradesh, 
que cayeron en la pobreza a lo largo de 25 años, 
reportaron “la sequía, la falta de riego o las enferme-
dades de los cultivos” como causa de su pérdida de 
ingresos (Krishna, 2006). 

Las familias pobres y las que corren el riesgo de caer 
en la pobreza también dependen más de infraes-
tructuras y servicios públicos, y son menos capaces 
de hacer frente por sí solas a los fallos del sistema 
(Hallegatte et al., 2017). Los desastres naturales 
pueden generar interrupciones de servicios en las 
infraestructuras públicas, lo que afecta a todos en 
cierta medida. Sin embargo, las personas más po-
bres tienden a ser menos capaces de protegerse 
contra dichas interrupciones. A menudo dependen 
de infraestructuras menos desarrolladas o mal man-
tenidas, como carreteras sin asfaltar que son muy 
poco prácticas en épocas de lluvia; o de sistemas de 
drenaje insuficientes que pueden obstruirse con resi-
duos sólidos (Hallegatte et al., 2017).

Empleo y salarios
El cambio climático tendrá graves repercusiones en 
los mercados laborales y, sin duda, consecuencias 
sociales negativas. En los países en desarrollo, las 
microempresas y las pequeñas y medianas empresas 
(pymes) particulares —a menudo en el sector infor-
mal— son la principal fuente de creación de empleo 
y desempeñan un papel importante en la reducción 
de la pobreza. No obstante, también son las más 
vulnerables debido a su limitada capacidad para 
prever los efectos del cambio climático o adaptarse 
a ellos (Hallegatte et al., 2016). Los sectores de la 
agricultura, la ganadería, la pesca, la silvicultura y el 
turismo se verán gravemente afectados por el cam-
bio climático y sufrirán las consecuencias en materia 
de empleo que surjan. El cambio climático también 
afecta negativamente la productividad: el aumento 
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de las temperaturas y las olas de calor disminuyen la 
productividad laboral, ya que el calor extremo dificulta 
el trabajo y los trabajadores deben aminorar su ritmo 
laboral. En América Latina y el Caribe, esta pérdida de 
productividad podría costar el equivalente a 2,5 millo-
nes de empleos de tiempo completo, y afectaría sobre 

4  Capítulo 7: Chequeo médico: cambio climático y salud.

todo a los trabajadores informales de la construcción 
y la agricultura (Saget et al., 2020).4 Los desastres 
naturales, como huracanes e inundaciones, también 
provocan pérdidas de productividad laboral y un au-
mento de la informalidad (ILO, 2018; Pecha, 2017). 

Bajos ingresos = Baja resiliencia

Los hogares con menos ingresos tienen menos re-
siliencia. Son los menos preparados para adaptarse 
al cambio climático y, cuando se ven afectados por 
este, son los que menor capacidad tienen para re-
cuperarse. Las posibles consecuencias a largo plazo 
incluyen el riesgo de caer en trampas de pobreza a 
causa de pérdidas catastróficas de activos o interrup-
ciones en la acumulación de capital humano (IPCC, 
2022, Hallegatte et al., 2017). 

La pérdida de activos es, en efecto, uno de los prin-
cipales factores de caída en las trampas de pobreza. 
Si los activos del hogar descienden por debajo de 
cierto valor crítico, la reconstrucción del patrimonio 
se hace difícil o casi imposible (Carter and Barrett, 
2006).  La hambruna de 1984-1985 en Etiopía es un 
claro ejemplo de este efecto: los hogares con pocos 
activos tardaron una década, en promedio, en volver 
a tener ganado a los niveles anteriores a la hambruna 
(Dercon, 2004). La falta de acceso a herramientas 
de gestión de riesgos también contribuye al impacto 
del cambio climático en la pobreza, ya que incentiva 
decisiones de inversión subóptimas. Por ejemplo, 
los pequeños propietarios plantan cultivos de bajo 
rendimiento y bajo riesgo y limitan su inversión en 
fertilizantes (Cole et al., 2013). 

Una lección difícil: repercusiones a 
largo plazo en la educación y la salud
Los fenómenos meteorológicos extremos también 
pueden tener importantes repercusiones a largo 
plazo en la educación y la salud de las personas, 
afectando la acumulación de capital humano. Este 
tipo de fenómenos pueden llevar a las familias 
pobres y vulnerables a adoptar estrategias de adap-
tación negativas, como interrumpir la educación 

escolar de los niños, aumentar el trabajo infantil o inte-
rrumpir los chequeos médicos. A finales de la década 
de 1990, en las zonas rurales de Nicaragua más afec-
tadas por el huracán Mitch, aumentó el trabajo infantil 
y disminuyeron la retención escolar y la progresión a 
través de los cursos de secundaria (Ureta, 2005; Va-
kis, Kruger and Mason, 2004; Baez and Santos, 2007; 
Baez & Mason, 2008). La desnutrición infantil también 
aumenta tras los desastres naturales, lo que pone a 
los niños en riesgo de sufrir “retraso del crecimiento”, 
una alteración del crecimiento que es duradera y limi-
ta su salud y sus capacidades cognitivas futuras. Las 
consecuencias negativas de los fenómenos meteoro-
lógicos extremos pueden contribuir así a la creación 
de trampas de pobreza duraderas y a la transmisión 
intergeneracional de la pobreza.

Los fenómenos meteorológicos extremos también 
causan graves daños a la infraestructura educativa, lo 
que provoca la pérdida de días lectivos y un menor 
aprendizaje.  En América Latina y el Caribe, nueve de 
cada diez niños y niñas están expuestos al menos a 
dos tipos de amenazas climáticas y medioambienta-
les, lo que pone en riesgo su acceso a la educación 
(UNICEF, 2021a). En 2021, los huracanes y las tor-
mentas tropicales Eta e Iota dañaron o destruyeron 
casi 1.000 escuelas en Honduras y Guatemala. En 
Honduras, el año escolar se cerró un mes antes de lo 
previsto (IDB and ECLAC, 2021). El huracán Mathew 
dañó más de 300 escuelas en Haití en 2016. Las es-
cuelas que quedaron intactas se utilizaron a menudo 
como refugio, lo que provocó que más de 100.000 
estudiantes perdieran clases (UNICEF 2016). 

Las altas temperaturas repercuten negativamente 
en el rendimiento académico, sobre todo de los es-
tudiantes pertenecientes a las minorías y de bajos 
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ingresos (Park et al., 2021). En las aulas, hacen que 
los niños pierdan la concentración, lo que se traduce 
en un menor índice de graduación a tiempo de la es-
cuela secundaria. El 70% de las aulas analizadas por 
el BID en la región, diez años atrás, no tenían niveles 
adecuados de comodidad térmica (San Juan, 2014).

El cambio climático y los fenómenos meteorológicos 
extremos también pueden enfermar, lesionar o in-
capacitar a las personas, y causarles la muerte.5 Los 
gastos de salud resultantes empujan anualmente a 
la pobreza a unos 100 millones de personas en todo 
el mundo (WHO 2013). La pérdida de ingresos de los 
enfermos y sus cuidadores también repercute signifi-
cativamente en el bienestar de la familia. Los hogares 
pobres carecen en gran medida de seguro y deben 
asumir el costo, a menudo mediante deudas con altas 
tasas de interés, para acceder a la atención médica 
(Hallegatte et al., 2016; 2017). El acceso a la cobertura 
médica universal presenta una alternativa de reduc-
ción del riesgo contra los peligros para la salud. 

Se necesita un colchón 
financiero más grande
La inclusión financiera ayuda a las personas afecta-
das por acontecimientos adversos a recuperarse. El 
acceso a la banca reduce los riesgos de los activos, 
ya que los ahorros en cuentas bancarias son menos 
vulnerables que los ahorros en ganado o vivienda 
(Hallegatte et al., 2017). Sin embargo, los hogares 
más vulnerables carecen a menudo de acceso a pro-
ductos formales de ahorro, préstamo o seguros. Las 
personas pueden no tener acceso a herramientas 
financieras formales por diversas razones, como el 
costo de las cuentas bancarias, la distancia y el tiem-
po necesarios para acceder a una sucursal, la falta 
de documentación y la desconfianza en los bancos. 
Además, algunas personas prefieren permanecer 
en el sector informal o desconocen las ventajas de 
utilizar herramientas financieras para la gestión de 
riesgos (Allen et al. 2012). 

Los seguros son otro instrumento para proteger los 
activos y gestionar el riesgo. Cuando se producen 
desastres más graves, el acceso al crédito y a los se-
guros proporciona resiliencia a los hogares afectados 
(Hallegatte et al., 2016; 2017).6 Los seguros también 
fomentan la inversión en la reducción de riesgos. Por 
ejemplo, los agricultores que cuentan con seguros 

5  Capítulo 7: Chequeo médico: cambio climático y salud.

6  Ver el Capítulo 9: Adaptar las finanzas públicas y privadas para el financiamiento de la adaptación. 

tienden a invertir más en métodos de cultivo más 
arriesgados y de mayor rendimiento que los agricul-
tores que no están asegurados. También realizan 
mayores inversiones globales en la fase de plantación, 
lo que les permite equilibrar sus decisiones de inver-
sión con una gestión eficaz del riesgo (Emerick et al. 
2016). Sin embargo, la cobertura de seguros es prácti-
camente inexistente para los hogares más pobres de 
la región. Cuando no están asegurados, los habitantes 
de los países de bajos y medianos ingresos sufren 
más y se recuperan más lentamente de las catástrofes 
naturales (Peter, Dahlen, and Saxena 2012).

Es importante diversificar los ingresos de los hogares 
pobres y vulnerables. Muchos hogares dependen 
de una única fuente de ingresos. Ello se debe a que 
obstáculos como el acceso limitado al crédito y al 
financiamiento, la falta de conocimientos técnicos o 
el acceso inadecuado a los mercados restringen su 
capacidad para ganarse la vida a partir de distintas 
fuentes. Algunos programas sociales están diseña-
dos específicamente para superar estas barreras 
(Davies et al., 2013). Dichos programas suelen com-
plementar las transferencias monetarias con acceso 
a capacitación, financiamiento o transferencia de 
activos productivos. En Nicaragua, un programa ex-
perimental combinaba transferencias monetarias con 
subvenciones dedicadas a la capacitación o al em-
prendimiento de una pequeña actividad no agrícola. 
Dos años después, los agricultores que habían reci-
bido capacitación o la subvención empresarial tenían 
más posibilidades de mantener sus ingresos y su 
consumo frente a las sequías (Macours, 2022). Pese 
a que dichos programas y la evidencia de su eficacia 
son escasos, la evaluación de los existentes arroja 
resultados prometedores (Andrews et al., 2021).

La migración: ¿una bendición 
o una maldición? 
Los fenómenos meteorológicos extremos son uno 
de los principales impulsores de la migración y el 
desplazamiento, y el cambio climático no hará más 
que aumentar la presión. La migración y el despla-
zamiento, relacionados con el clima, se concentran 
principalmente en los países de bajos y medianos 
ingresos. A menudo se originan en zonas rurales 
y los destinos son principalmente ciudades y otras 
regiones rurales dentro de un país, seguidos por 
la migración a países fronterizos (IPCC, 2022). La 
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reubicación de 300 familias indígenas de una isla de 
Panamá, que se encuentra apenas por encima del 
nivel del mar, ha generado interés internacional, ya 
que podría servir como experiencia piloto de oleadas 
de población mucho mayores que podrían aparecer 
(Newsome, 2023). En América Latina y el Caribe, 
hasta 17 millones de personas, es decir, el 3% de la 
población regional, podrían verse obligadas a despla-
zarse de aquí a 2050 huyendo de zonas con menor 
disponibilidad de agua, menor productividad de los 
cultivos o bajo amenaza del creciente aumento del 
nivel del mar (Clement et al., 2021).

La migración no es necesariamente una consecuen-
cia negativa del cambio climático; también puede ser 
una buena adaptación (IPCC, 2022). Es viable cuando 
las alternativas de adaptación están muy limitadas o 
agotadas, y la exposición y la vulnerabilidad son sig-
nificativas. En cualquier caso, la migración por cambio 
climático puede no ser siempre una elección volunta-
ria, ya que las personas pueden estar profundamente 
apegadas a sus medios de subsistencia, oportuni-
dades económicas, redes sociales y lazos culturales 
con un lugar específico. Las personas que viven en 
pequeños estados insulares pueden no considerar 
el traslado como una solución favorable o práctica, y 
algunos individuos pueden desear emigrar, pero ca-
recen de los medios para hacerlo.

La migración suele cambiar la composición y la es-
tructura de los hogares, ya que algunos no emigran 
como una unidad. A menudo, son los varones los 

únicos miembros que se desplazan para enviar re-
mesas a sus familias. Esta migración parcial de los 
hogares puede aumentar las vulnerabilidades o 
presentar oportunidades (IPCC, 2022). Cuando solo 
un adulto se marcha de un hogar, el adulto que se 
queda (a menudo una mujer) debe asumir mayores 
cargas de trabajo. Al mismo tiempo, los hogares 
también pueden experimentar una mayor libertad 
económica, y las remesas suponen para ellos una 
fuente de ingresos más diversificada.  

Mediante la adaptación de todos los sectores al 
cambio climático y la garantía de que la adaptación 
sea incluyente, los gobiernos deben prevenir los 
desplazamientos involuntarios. Las políticas públicas 
también deben ayudar a quienes necesitan despla-
zarse. Cuando la migración es la mejor opción, son 
importantes las políticas y prácticas relacionadas 
con los desplazamientos de población a través de 
las fronteras internacionales. En los lugares en los 
que la reubicación permanente y asistida por el go-
bierno se hace inevitable, la participación activa de 
las poblaciones locales en la planificación y la toma 
de decisiones aumenta la probabilidad de obtener 
resultados satisfactorios. La inclusión eficaz de los 
inmigrantes en las comunidades receptoras requiere 
decisiones sobre políticas y planificación acertadas 
a nivel regional, nacional y local en materia de vi-
vienda, infraestructura, suministro de agua, escuelas, 
protección social y asistencia médica en las regiones 
receptoras (IPCC, 2022).
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Sincronizando la adaptación y el desarrollo

7  Capítulo 6: Ciudades resilientes. 

8  Capítulo 7: Chequeo médico: cambio climático y salud.

Las herramientas de desarrollo convencionales 
pueden ser opciones de adaptación. Por ejemplo, 
los nuevos asentamientos en zonas seguras y las 
estructuras de mejor calidad reducen la vulnerabili-
dad a largo plazo (Hallegatte et al., 2016; 2017). No 
obstante, las transformaciones de adaptación deben 
ser incluyentes a fin de lograr compensar las re-
percusiones sobre los pobres. La infraestructura de 
protección contra las inundaciones debe llegar a los 
barrios de bajos ingresos, incluidos los informales.7 
Los sistemas de alerta temprana (indispensables para 
avisar a la población en riesgo que debe prepararse 
o evacuar) tienen que llegar a todas las personas. La 
cobertura de seguros y el acceso a la información 
deben ser generalizados. El desarrollo de redes de 
transporte que conecten a las comunidades puede 
mejorar el acceso a los mercados, aumentar la resi-
liencia a las shocks de los precios causados por las 
crisis alimentarias locales y fomentar la diversificación 
de los ingresos de los habitantes (Hallegatte et al., 
2016; 2017). 

Reducción de la exposición
Reducir la exposición de los hogares de bajos ingre-
sos al cambio climático es primordial y, para ello, la 
inclusión es clave. La zonificación es un planteamien-
to estándar para evitar el asentamiento en las zonas 
más expuestas o desprotegidas, pero a fin de que la 
zonificación sea incluyente es necesario abordar al-
gunos problemas clave. El primer problema es la falta 
de aplicación de las regulaciones, que hace que las 
personas se asienten de manera informal en zonas 
de riesgo, sin tener en cuenta las restricciones (Ha-
llegatte et al., 2017). En segundo lugar, la zonificación 
basada en el riesgo puede hacer subir los precios 
en zonas más seguras y ponerlas fuera del alcance 
de los más vulnerables. Las regulaciones restrictivas 
sobre el uso del suelo pueden tener consecuencias 
imprevistas, ya que los hogares de bajos ingresos 
suelen asentarse en zonas de riesgo. Esto puede 
provocar un aumento en los costos de la vivienda, 
dificultando a los hogares rurales pobres trasla-
darse a zonas urbanas y acceder a empleos mejor 

remunerados, asistencia médica y oportunidades 
educativas (Hallegatte et al., 2017).

La creación de instituciones sólidas que hagan 
cumplir las regulaciones sobre el uso del suelo es 
fundamental para hacer frente a la exposición. Sin 
embargo, la aplicación de las regulaciones debe ir 
acompañada de políticas que ofrezcan alternativas 
viables a aquellos hogares de bajos ingresos que 
decidan asentarse en zonas de riesgo. Para garan-
tizar que las personas puedan residir en lugares 
seguros y, al mismo tiempo, tener acceso a trabajos 
y servicios decentes, es necesario hacer inversiones 
en transporte y otras infraestructuras junto con regu-
laciones de zonificación (Hallegatte et al., 2016). La 
reducción de la exposición también puede abordarse 
desde un enfoque positivo mediante el desarrollo de 
zonas más seguras. Un enfoque clave de la planifica-
ción urbana consiste en superponer mapas de zonas 
seguras con mapas de alto potencial de desarrollo 
a fin de determinar las prioridades (Hallegatte et al., 
2016; 2017). A la hora de decidir qué zonas se deben 
proteger con inversiones como diques o soluciones 
basadas en la naturaleza, las autoridades no deben 
tomar sus decisiones basándose únicamente en el va-
lor financiero de los bienes que quedarían protegidos, 
sino que también podrían contabilizar los habitantes o 
ponderar las pérdidas que podrían sufrir los hogares 
más pobres en el análisis económico de los proyectos 
de inversión pública. (Hallegatte et al., 2017). 

Fortaleciendo la salud y la educación
Dado que el recorte del acceso a la educación y a la 
salud son formas clave en las que el cambio climático 
empuja a las personas a las trampas de pobreza, los 
gobiernos deben hacer que los servicios de salud y 
educativos sean resilientes. 8 Mejorar la resiliencia del 
sistema educativo al cambio climático exige tener en 
cuenta medidas durante el diseño, la construcción 
y el mantenimiento de los edificios escolares que 
permitan su funcionamiento durante fenómenos me-
teorológicos extremos, como sequías y olas de calor, 
o que sirvan de refugio cuando sea necesario. 
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La tecnología digital puede permitir la educación a 
distancia durante las emergencias climáticas hasta el 
regreso a las aulas, pero para ello es necesario que 
los hogares más pobres tengan acceso a Internet. En 
2020, 77 millones de habitantes de zonas rurales de 
América Latina o el Caribe carecían de dicho acceso 
(Ziegler et al., 2020). Además, los programas educa-
tivos deben garantizar que los estudiantes tengan 
los conocimientos, valores y capacidad necesarios 
para responder y adaptarse al cambio climático. De-
ben garantizar que los estudiantes cuenten con más 
medios de subsistencia, estén más empoderados y 
sean capaces de innovar y encontrar soluciones. La 
educación mejora la resiliencia a los fenómenos cli-
máticos (UNICEF, 2021b).

Adaptando la protección social para 
capear con éxito el cambio climático
Los programas de protección social, como las trans-
ferencias monetarias, son fundamentales para reducir 
las repercusiones del cambio climático sobre los 
medios de subsistencia. En primer lugar, las transfe-
rencias monetarias periódicas y constantes aumentan 
el ahorro preventivo, evitan estrategias perjudiciales 
para hacer frente a los riesgos y mejoran la resilien-
cia de los hogares beneficiarios (Bastagli et al., 2016). 
En segundo lugar, las transferencias monetarias en-
tregadas tras las catástrofes ayudan a las familias a 
mantener el consumo de alimentos y las hace menos 
propensas a sacar a sus hijos de la escuela (Hallega-
tte et al., 2017). 

Al mismo tiempo, es necesario mejorar los sistemas 
y programas de protección social para que sirvan 
mejor a los fines de la adaptación. Los cuales, por un 
lado, suelen excluir a los hogares pobres. Y, a menu-
do, tienen como requisito tener un empleo formal, lo 
que constituye una enorme barrera para las personas 
pobres en América Latina y el Caribe, donde el 59% 
de la población activa tiene un empleo informal (Sa-
get et al., 2020). Los programas destinados a aliviar 
la pobreza, como los programas de transferencias 
monetarias no contributivas, también presentan mala 
cobertura. En la región, las transferencias monetarias 
solo cubren en promedio al 56% de la población en 
situación de extrema pobreza. Llegar a las zonas 
rurales remotas, donde viven muchos pobres, es 
especialmente difícil. Además, las cantidades trans-
feridas son inadecuadas, ya que solo representan el 
30% de la brecha de pobreza, es decir, la cantidad 
de ingresos adicionales que los receptores deberían 

9  Capítulo 9: Adaptar las finanzas públicas y privadas para el financiamiento de la adaptación.

recibir para ser considerados no pobres (Stampini et 
al., 2021). Mejorar la cobertura y la adecuación de la 
protección social es un primer paso para que los ho-
gares sean más resilientes. 

Una segunda mejora necesaria es flexibilizar los 
programas para que puedan ampliarse rápidamente 
y proporcionar ayuda a las personas afectadas por 
fenómenos meteorológicos extremos. Esto significa 
desembolsar mayores cantidades a más beneficia-
rios (gráfico 8.1) y requiere ajustes a distintos niveles 
(Beazley et al., 2019; Williams and Gonzales, 2020; 
Costella et al 2023; Bagolle et al 2023). A nivel de 
programas, los gobiernos deben establecer de ante-
mano normas y criterios (como la declaración de un 
desastre natural) que desencadenen transferencias 
extraordinarias, así como criterios y mecanismos para 
determinar los beneficiarios (basados, por ejemplo, 
en los ingresos, la actividad económica o la com-
posición del hogar). Las simulaciones numéricas 
demuestran que es más seguro incluir a demasiada 
gente que insistir en cumplir criterios exclusivos a 
costa de excluir a algunos hogares cuando más ayu-
da necesitan (Hallegatte et al., 2017). Sin embargo, 
es importante que los montos y la duración de las 
transferencias monetarias de emergencia se fijen de 
antemano, con cláusulas automáticas de caducidad, 
para garantizar la sostenibilidad fiscal.

A nivel operativo, es fundamental profundizar en los 
registros sociales. Los registros existentes deberían 
ampliarse más allá de la población tradicional de los 
programas de protección social (hogares en situación 
de pobreza) para incluir a las poblaciones vulnerables 
cercanas a la línea de pobreza y otras categorías de 
población en situación de riesgo (por ejemplo, los agri-
cultores). La información socioeconómica contenida 
en los registros sociales debería integrarse con otras 
fuentes de información relacionadas con la exposición 
de los hogares a las amenazas climáticas, y los go-
biernos deberían asegurarse de que la información se 
actualice con frecuencia. Los registros también deben 
incluir números de cuentas bancarias o de banca mó-
vil, cuando proceda, para garantizar que el gobierno 
pueda utilizar una combinación de canales de pago 
digitales y presenciales (Costella et al., 2023).

En el plano financiero, los gobiernos deben ga-
rantizar la disponibilidad de fondos. Los fondos de 
reserva del gobierno, el financiamiento contingente 
y los seguros del gobierno son todos rápidamente 
accionables durante las emergencias (Hallegatte et 
al., 2017).9 En términos más generales, los gobiernos 
tendrán que garantizar el presupuesto para mantener C
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una cobertura adecuada de los programas regulares 
de transferencia monetaria (Galindo et al., 2022). 
Una opción es reducir los subsidios energéticos, que 
costaron el 1,1% del PIB en la región en 2018 (Conte 
Grand, Rasteletti y Muñoz, 2022) y son hasta seis 
veces más caros que las transferencias monetarias 
por dólar desembolsado a los hogares pobres (Feng 
et al., 2022). Otra opción es orientar mejor los pro-
gramas de protección social existentes excluyendo 
a los hogares con ingresos más altos (Vogt-Schilb et 
al., 2019). 

Por último, a nivel de gobernanza, es necesario de-
sarrollar nuevos procesos, procedimientos y marcos 
regulatorios (Costella et al., 2023). Los marcos deben 
especificar las funciones y responsabilidades de los 
agentes de protección social tras los desastres na-
turales. También deben establecer mecanismos de 
coordinación con las organizaciones de gestión de 
riesgos y de ayuda humanitaria.

Source: Based on O’Brien et al 2018

GRÁFICO 8.1 

Ampliación de la protección social tras un desastre con más dinero para llegar 
a más personas
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Adaptar las finanzas públicas y privadas 
para el financiamiento de la adaptación

El cambio climático representa un riesgo para las finanzas públicas y 

privadas. Los fenómenos meteorológicos extremos pueden aumentar los 

gastos de alivio en caso de desastres y reducir los ingresos fiscales. Los 

fenómenos climáticos también causan pérdidas a las empresas e impagos 

de préstamos que pueden propagarse por toda la economía. Al mismo 

tiempo, la adaptación de la infraestructura, la agricultura y los sistemas 

sociales requiere grandes inversiones tanto por parte de los gobiernos 

como de los actores privados. Los gobiernos pueden utilizar herramientas 

fiscales como el crédito contingente, los bonos verdes y las reformas 

de impuestos ambientales para gestionar el riesgo climático y financiar 

la adaptación. También deben actualizar las normas de contratación e 

inversión de tal forma que se tome en cuenta el riesgo climático. Las 

regulaciones financieras, como la divulgación del riesgo climático y las 

pruebas de resistencia, pueden reducir el riesgo de propagación al tiempo 

que incentivan la adaptación. Los bancos centrales deberían integrar los 

factores climáticos en las carteras y la política monetaria. La ampliación 

de la inclusión financiera, mediante el acceso a seguros y ahorros, reduce 

la dependencia de los hogares de la ayuda posdesastre. Es fundamental 

mejorar la coordinación entre los organismos financieros, ambientales y 

sectoriales. El desarrollo de herramientas como estrategias financieras 

climáticas, taxonomías de inversión y rastreadores de gasto climático 

contribuye a la planificación y evaluación. Por último, solo una transición 

ordenada hacia las cero emisiones netas puede contener realmente los 

riesgos climáticos. 



El cambio climático conlleva riesgos 
físicos y de transición

1  Ver Toma de Decisiones bajo Incertidumbre en el capítulo 1.

Las finanzas públicas y privadas se ven amenazadas 
por dos tipos de riesgos del cambio climático (TCFD, 
2017; Delgado et al., 2021). Los riesgos de transición 

son el primer tipo y están asociados con cambios 
en las políticas, innovación en tecnología disruptiva 
y lo que sienten inversores y consumidores frente 
a actividades incompatibles con la transición hacia 
una economía mundial con cero emisiones netas. Por 
ejemplo, a medida que la preferencia de los consumi-
dores se desplace hacia los vehículos eléctricos y los 
propietarios de los generadores de energía favorez-
can las energías renovables frente a los combustibles 
fósiles, es probable que disminuya la demanda mun-
dial de petróleo y gas. Esto mermará los beneficios 
de las empresas de combustibles fósiles y los ingre-
sos fiscales de los gobiernos. En América Latina y el 
Caribe, de aquí a 2035 podrían perderse por esta vía 
entre uno y tres billones de dólares en derechos de 
petróleo y gas (Solano-Rodríguez et al., 2021; Welsby 
et al., 2021).  

Este capítulo se centra en un segundo tipo de riesgo, 
llamado riesgo físico. Se trata de los riesgos relacio-
nados con los fenómenos meteorológicos extremos 
y los de evolución lenta.  Entre 2000 y 2019, 110 
tormentas afectaron a América Latina y el Caribe, 
causando daños por valor de USD$ 39.000 millones, 
principalmente en el Mar Caribe (Frisari, 2022). Du-
rante el mismo periodo, las inundaciones causaron 
daños por un valor de USD$ 26.000 millones y las 
sequías por un valor de USD$ 13.000 millones. Es 
probable que estas cifras aumenten por los efectos 
del cambio climático. Los fenómenos de evolución 
lenta, como se muestra en los capítulos anteriores, 
también afectarán la agricultura, la infraestructura, las 
ciudades y los sistemas sociales, amenazando con 
generar costos adicionales para los gobiernos, las 
empresas y los hogares. 

Política fiscal para gestionar el riesgo climático 

Los fenómenos meteorológicos extremos pasan 
factura a las finanzas públicas. Tras los grandes 
desastres, se espera que los gobiernos gasten en 
ayuda de emergencia para sus poblaciones afecta-
das (Delgado et al., 2021). Normalmente deben pagar 
la reconstrucción de infraestructuras e instalaciones 
públicas. Si las empresas públicas o los bancos 
nacionales se ven afectados de manera significati-
va, se espera que los gobiernos los rescaten. Esta 
expectativa también puede extenderse a las em-
presas privadas de importancia económica, política 
o cultural. Los gobiernos también sufren a raíz de la 
reducción de los ingresos fiscales al caer la produc-
ción durante algunos meses o años. En la región, la 
ocurrencia de al menos un fenómeno meteorológico 
extremo al año puede aumentar el déficit fiscal entre 
un 0,8% y un 0,9% del PIB (Alejos, 2018).  

Financiamiento de los costos de los 
eventos meteorológicos extremos
Al evaluar la sostenibilidad fiscal, el erario debe 
tratar la ayuda y la reconstrucción como un pasivo 
contingente y estar preparado para ello. Dadas las 
incertidumbres del cambio climático que afectan los 
sistemas financieros, los responsables de las decisio-
nes necesitan análisis para anticiparse a los riesgos. 
Al explorar diversos escenarios sobre cómo podrían 
materializarse los riesgos climáticos,1 los gobiernos 
pueden anticiparse a las repercusiones climáticas y 
gestionar las posibles obligaciones fiscales en lugar 
de abordarlas de manera reactiva como asegurado-
ras de último recurso (Delgado et al., 2021).

Una serie de instrumentos financieros puede ayudar 
a los países a gestionar esa responsabilidad. Cada 
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día, en algún lugar de la región, una inundación 
relativamente pequeña causa daños en edificios, 
carreteras y otras infraestructuras. Los gobiernos 
pueden recurrir a la (re)asignación presupuestaria, 
los fondos de contingencia y los fondos de reserva 
para absorber las pérdidas derivadas de fenómenos 
de bajo impacto con una probabilidad de ocurrencia 
media-alta. Deberían autorizar previamente los gas-
tos para los esfuerzos de socorro y reconstrucción 
en sus presupuestos nacionales y subnacionales a 
fin de evitar la necesidad de rehacer un presupuesto 
tras los desastres. 

En el caso de desastres de baja probabilidad e impac-
to medio-alto, como los incendios forestales graves, 
otra opción de retención de riesgos son los créditos 
contingentes. Los créditos contingentes son présta-
mos concertados antes del desastre a fin de facilitar 
liquidez poco después de su ocurrencia. Por ejemplo, 
la Facilidad de Crédito Contingente para Emergencias 
Causadas por Desastres Naturales (CCF, por su sigla 
en inglés) del BID emite préstamos que se activan con 
desencadenantes paramétricos predefinidos, como el 
tipo, la ubicación y la intensidad de un desastre na-
tural (Lewis et al., 2023). Es importante destacar que 
estos préstamos también incluyen incentivos para 
reducir los riesgos y mejorar la gestión del riesgo de 
desastres, que a menudo son más importantes que la 
liquidez per se. Hasta noviembre de 2022, doce paí-
ses de la región habían suscrito préstamos por valor 
de USD$ 2.600 millones para cubrir riesgos climáti-
cos. Otras instituciones, como el Banco Mundial y el 
FMI ofrecen préstamos similares.

En el caso de fenómenos de muy baja probabilidad y 
muy alto impacto, como huracanes catastróficos, las 
opciones de transferencia de riesgo incluyen, por un 
lado, los seguros, especialmente para proteger las 
infraestructuras críticas, y por el otro, los bonos de 
desastres y los grupos de riesgo (BMZ, 2022, Cissé 
2021). Estos instrumentos suelen ser caros. El go-
bierno de Chile ha emitido bonos y swaps por valor 
de USD$ 630 millones reembolsables con ciertas 
condiciones en caso de terremoto, por los que paga 
una prima anual del 4,75% de dicho monto (Ministry 
of Finance of Chile, 2023a). Asimismo, recientemente 
el gobierno de Nicaragua se suscribió al Caribbean 
Catastrophe Risk Insurance Facility, que proporciona 
rápidamente recursos al país en caso de que se vea 
afectado por un fenómeno meteorológico extremo. 

2  Ver el Capítulo 2: Replantando la biodiversidad y replanteando la alimentación.

Las cláusulas de resiliencia climática de la deuda 
pública, a menudo denominadas “cláusulas huracán”, 
pueden ayudar a los países a gestionar las conse-
cuencias macroeconómicas de fenómenos de gran 
magnitud. Permiten a los prestatarios retrasar los 
reembolsos durante unos años después de la ocu-
rrencia de un fenómeno de gran impacto como un 
huracán. Y lo que es más importante, los préstamos 
suelen estar condicionados a la mejora de las regula-
ciones presupuestarias y sectoriales para mejorar la 
preparación ante desastres. Las Bahamas y Barbados 
han contraído préstamos con el BID que tienen cláu-
sulas de este tipo (Lewis et al., 2023). Las empresas 
privadas también utilizan cláusulas similares (Meiro-
vich et al., 2022).

En la 27ª conferencia anual de la ONU sobre cambio 
climático se decidió ofrecer ayuda financiera a los 
países en desarrollo más afectados por el cambio 
climático. Este apoyo se destina específicamente a 
pérdidas y daños, que pueden deberse a fenómenos 
meteorológicos extremos o a impactos del cambio 
climático de evolución lenta. Se ha creado un comité 
para elaborar los detalles de este financiamiento, 
pero aún no se sabe cómo repercutirá la decisión en 
los países de la región.

La inclusión financiera reduce la necesidad de ayu-
das públicas. Las cuentas bancarias y los activos 
financieros ayudan a mantener los ahorros fuera de 
peligro, mientras que los ahorros en especie, como el 
ganado y la vivienda, pueden desaparecer debido a 
desastres naturales (Hallegatte et al., 2017). Los segu-
ros privados permiten a los hogares y las empresas 
transferir el riesgo, dándoles acceso a recursos para 
financiar la reconstrucción. Por ejemplo, los seguros 
indexados a las condiciones meteorológicas pagan 
en función de variables fácilmente observables, 
como las precipitaciones. Esto puede llevar la cober-
tura de la transferencia de riesgos a los agricultores 
más pequeñas y pobres al reducir los costos de 
administración (Lema al., 2023).2 La contrapartida es 
que los pagos no están directamente vinculados a 
las pérdidas, lo que significa que algunos agricultores 
sufrirán pérdidas y no serán compensados, mientras 
que otros serán compensados sin sufrir pérdidas. Los 
gobiernos deben establecer y hacer cumplir normas 
de calidad para los productos de seguros paramétri-
cos (Cissé 2021). 
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Los más vulnerables suelen carecer de acceso a 
productos formales de ahorro, préstamo o seguros. 
Entre las razones figuran los costos de mantener una 
cuenta, la falta de documentación, no tener acceso 
a una sucursal y los costos de las transacciones. 
Al eliminar estas barreras, los gobiernos deberían 
desempeñar un papel clave en la promoción de la 
inclusión financiera.

Financiamiento de la adaptación
La mejor manera de reducir la necesidad del financia-
miento de riesgos a posteriori es reducir el riesgo en 
primer lugar. Los recursos privados son cruciales para 
financiar la reducción de riesgos, pero los incentivos 
erróneos, la información insuficiente y las onerosas 
regulaciones suelen obstaculizar el gasto privado 
en materia de adaptación (CPI, 2023; Delgado et al., 
2021). Los capítulos anteriores muestran cómo los 
gobiernos pueden actualizar las regulaciones, utilizar 
incentivos económicos y gastar mejor para aliviar 
estas barreras. 

Los gobiernos también pueden actualizar las normas 
de inversión pública para asegurarse de que los 
nuevos proyectos tengan en cuenta los riesgos climá-
ticos. Los sistemas nacionales de inversión pública, 
a través de los cuales la mayoría de los países de la 
región regulan los proyectos de infraestructura, pue-
den actualizarse para que exijan un análisis del riesgo 
de desastres para dar luz verde a nuevos proyectos 
(Delgado et al., 2021). En Jamaica, la Public-Private 
Partnership Policy (política de la alianza público-priva-
da) ordena la integración de los riesgos climáticos en 
las diferentes fases del ciclo del proyecto, de modo 
que se tengan en cuenta los impactos climáticos que 
puedan surgir durante la vida prevista del proyecto 
(Frisari et al, 2020). En Panamá, el Ministerio de Am-
biente ha publicado orientaciones para garantizar que 
el riesgo climático y la adaptación al mismo se tengan 
en cuenta en la evaluación, el diseño y la estructura-
ción financiera de las inversiones públicas (Ministerio 
de Ambiente de Panamá, 2020). 

Los gobiernos deben incluir consideraciones de 
adaptación al clima en los procesos de contratación 
pública. Un problema común es que las normas de 
contratación pública suelen dar prioridad a la mini-
mización de los costos de compra, descuidando el 
mantenimiento futuro y los costos relacionados con 
el clima. Para evitar esto, los gobiernos pueden in-
cluir exigencias ambientales en las especificaciones 
técnicas, la selección de contratos, los criterios de 

adjudicación, las cláusulas de ejecución de contratos 
y los productos de referencia (Delgado et al., 2023). 
Para avanzar en este proceso se utilizan dos herra-
mientas: la primera es el Marco de Evaluación de la 

Gestión de las Finanzas Públicas para el Cambio 

Climático (conocido como PEFA por sus siglas en 
ingles) y sirve para evaluar la preparación de los sis-
temas frente a los riesgos climáticos, garantizando 
que puedan adaptarse a posibles interrupciones. La 
segunda, que pertenece al módulo de sostenibilidad, 
es la Metodología para la Evaluación de los Sistemas 
de Contratación (conocido como MAPS por sus siglas 
en ingles) y se utiliza para destacar ámbitos de los 
procesos de contratación que pueden hacerse más 
respetuosos con el medio ambiente. 

En términos más generales, la adaptación al cam-
bio climático está vinculada al presupuesto público 
(Delgado et al., 2021, Hallegatte et al., 2019). Muchas 
de las adaptaciones comentadas en capítulos an-
teriores requieren gasto público, por ejemplo, para 
mejorar la redundancia de la red de transporte, 
sembrar y mantener vegetación que proteja contra 
inundaciones y olas de calor o reforzar los planes de 
protección social. Aunque algunas de ellas puedan 
parecer inasequibles a primera vista, un apoyo fiscal 
insuficiente a la gestión del riesgo climático puede 
resultar contraproducente, afectando negativamente 
el equilibrio presupuestario y la deuda pública. Presu-
puestar el mantenimiento es clave, ya que la falta de 
mantenimiento adecuado puede aumentar los costos 
de capital de la infraestructura en un 50% (Rozenberg 
and Fay, 2019).

Los gobiernos también pueden promover trans-
formaciones de adaptación mediante la creación 
de fondos específicos. En Colombia, el 80% de los 
ingresos generados por el impuesto sobre el carbo-
no, unos USD$ 100 millones en 2022, se destina al 
fondo de sustentabilidad y resiliencia climática (Fon-
do para la Sustentabilidad y Resiliencia). Este fondo 
apoya la reducción y vigilancia de la deforestación, 
promueve la conservación de las fuentes de agua y 
fomenta la protección, preservación, restauración y 
uso sostenible de zonas y ecosistemas estratégicos 
(Talbot-Wright et al., 2023).

Por último, las reformas fiscales ambientales pueden 
ayudar a financiar la adaptación. En 2020, América 
Latina y el Caribe gastó USD$ 60.000 millones, el 
1,3% del PIB, en subvenciones a los combustibles 
fósiles (Parry, Black, and Vernon, 2021). Los gobier-
nos de todo el mundo destinan casi USD$ 540.000 
millones a apoyar a los productores agrícolas, C
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principalmente en los sectores bovino y lácteo. El 
87% de esas ayudas se consideran ineficaces y 
poco equitativas. También generan riesgos relacio-
nados con la contaminación, el fomento de dietas 
poco saludables y la falta de resiliencia debida a la 
elección de cultivos (FAO, UNDP, and UNEP, 2021). 
Estas subvenciones desincentivan la acción por el 
clima y suponen una carga para las finanzas públicas. 
Reformar este tipo de subvenciones al tiempo que 
se protege a los hogares pobres y a las empresas 
vulnerables debe ser una prioridad (Ahumada et al., 
2023; Missbach et al., 2023).

¿Se ofrece recompensa? Bonos verdes 
y bonos vinculados a la sostenibilidad
En última instancia, el financiamiento de cualquier 
gasto público en adaptación procede del sistema 
fiscal general, y la mayor parte del gasto público 
en adaptación que requiera elevadas inversiones 
iniciales se financiará con deuda pública. Pero los 
gobiernos también pueden utilizar instrumentos fi-
nancieros específicos destinados a la adaptación.

Un ejemplo de esto son los bonos verdes soberanos 
(Delgado et al., 2021). Los bonos verdes se emiten 
para financiar proyectos de sectores elegibles o con 
fines elegibles, como el refuerzo de infraestructuras 
públicas contra fenómenos meteorológicos extremos 
(CBI, 2022). Los inversores interesados en proyectos 
relacionados con el cambio climático pueden ofre-
cer condiciones ligeramente mejores para un bono 
verde (greenium) que para un bono convencional 
(Delgado et al., 2021). Pero los greeniums son pe-
queños en comparación con los diferenciales de los 
países y las variaciones diarias típicas de las tasas 
de mercado. Por ejemplo, Colombia emitió simultá-
neamente bonos verdes y convencionales en 2021 
con condiciones financieras idénticas, y los bonos 
verdes cotizaron en promedio 0,1 puntos porcen-
tuales por debajo de los convencionales (Hussain 

2022). A modo de comparación, en el último año, 
los bonos colombianos cotizan entre 6 y 10 puntos 
porcentuales por encima de los bonos del Tesoro 
estadounidense.  

Más allá de los greeniums, los bonos verdes obli-
gan a los gobiernos a desarrollar planes claros de 
inversión en adaptación (Delgado et al., 2021). En 
Colombia, el marco de los bonos verdes incluye 
actividades para la conservación de los recursos 
naturales, como el agua y la biodiversidad; la gestión 
del riesgo climático en la agricultura, incluidos los sis-
temas de alerta temprana; y los edificios sostenibles 
(Ministry of Finance and Public Credit of Colombia, 
2021). La emisión de bonos verdes en la región pasó 
de USD$ 14.000 millones en septiembre de 2019 a 
USD$ 30.000 millones en junio de 2021 (Green Fi-
nance LAC Platform 2022).

Otro ejemplo son los bonos vinculados a la sosteni-
bilidad. En lugar de financiar proyectos específicos 
como hacen los bonos verdes, estos están vincula-
dos a indicadores clave de rendimiento. Cuando el 
gobierno emite estos bonos, define objetivos para 
los años venideros. Establece penalizaciones que se 
pagarán a los suscriptores de los bonos si no con-
sigue alcanzar dichos objetivos o, del mismo modo, 
una bonificación en caso de alcanzarlos. De este 
modo se crea un incentivo a largo plazo para utilizar 
las regulaciones y las inversiones para avanzar en 
los objetivos ambientales. Chile fue el primer país en 
emitir bonos ligados a la sostenibilidad en 2022. El 
país recaudó USD$ 2.000 millones al tiempo que se 
comprometía a reducir las emisiones de gases de 
efecto invernadero y a aumentar la producción de 
energías renovables hasta 2032 (Ministry of Finance 
of Chile, 2023b). Aún no se han emitido bonos vincu-
lados a la sostenibilidad con objetivos de adaptación; 
los demás capítulos de este documento pueden 
servir de inspiración para diseñar indicadores de re-
sultados orientados a la adaptación.
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Promover un sector financiero resiliente

3  Ver también Toma de Decisiones bajo Incertidumbre en el capítulo 1.

Sorpresas y reacciones en cadena
Un problema clave del riesgo físico es que puede 
propagarse y generar reacciones en cadena a través 
del sistema financiero. Las empresas y los hogares 
pueden estar directamente expuestos a riesgos físi-
cos, por ejemplo, si poseen bienes inmuebles en una 
zona costera amenazada por el aumento del nivel del 
mar. Un banco situado a cierta distancia de la costa 
también puede estar expuesto al riesgo del aumento 
del nivel del mar si su cartera incluye hipotecas sobre 
bienes inmuebles costeros (Brunetti et al., 2021). En 
Brasil, el impacto del cambio climático en sequías, 
inundaciones y olas de calor de aquí a 2050 podría 
aumentar la morosidad un 12%, reducir los depósitos 
entre un 3% y un 22% y contraer el crédito en tor-
no a un 23% (Asuncao et al, 2023). En Colombia, la 
Superintendencia Financiera descubrió que las inun-
daciones provocadas por el cambio climático podrían 
aumentar las pérdidas crediticias entre un 0,2% y un 
2,2% del total de activos bancarios para 2080 (FSB, 
NGFS 2022).

Es posible que el sector financiero no esté previendo 
todo el alcance de los riesgos físicos (Brunetti et al., 
2021, Grippa et al., 2019). Debido a los cambios en la 
intensidad, frecuencia y localización de los fenóme-
nos extremos, como sequías y tormentas, es posible 
que los modelos de riesgo financiero existentes no 
identifiquen los nuevos riesgos. Por ello, algunos acti-
vos pueden tener un precio superior al que sugeriría 
una comprensión exacta de su exposición a los ries-
gos físicos. Cuando se utilizan como garantía, estos 
activos podrían generar más deuda de la que sería 
óptima, aumentando así el riesgo para los prestamis-
tas (Brunetti et al., 2021). Por ejemplo, un banco que 
mantiene hipotecas puede parecer que tiene balan-
ces saneados cuando el riesgo de impago de las 
hipotecas se evalúa a partir de datos pasados. Pero 
si el aumento del riesgo de huracanes implica más 
impagos en el futuro, el banco puede quebrar.3 Esto 
podría generar reacciones en cadena: las empresas 
y los hogares que recurren a ese banco podrían per-
der sus ahorros, a menos que el gobierno o el banco 
central decidan rescatar al banco, repartiendo el 

costo entre los contribuyentes o los tenedores de la 
moneda nacional.

Además, el riesgo físico puede reducir la diversifica-
ción de las carteras de inversores, aseguradoras y 
reaseguradoras. Esto se debe a que los riesgos de 
incendios forestales, inundaciones y aumento del 
nivel del mar pueden cambiar rápidamente y afectar 
muchos tipos de activos al mismo tiempo (Brunetti 
et al., 2021). Esto puede dar lugar a riesgos sistemá-
ticamente correlacionados en toda la economía y el 
sistema financiero, reduciendo la precisión de los 
modelos que estiman los riesgos en las instituciones 
financieras apalancadas. 

Las aseguradoras, en respuesta al aumento de la 
exposición de sus clientes, pueden subir los precios 
o limitar la cobertura (lo que a veces se conoce como 
“retirada de la aseguradora”). En California, muchos 
proveedores de seguros de vivienda han dejado de 
cubrir el riesgo de incendios forestales. Esto deja a 
muchas empresas y hogares sin seguro, lo que los 
deja más expuestos a los efectos del cambio climá-
tico (Collier et al, 2021; Grippa et al., 2019; Brunetti 
et al., 2021). Además, el cambio climático aumenta 
los costos para las aseguradoras. Las aseguradoras 
cobran primas a los asegurados e invierten esos 
fondos en diversos activos, como acciones, bonos e 
inmuebles. Pero según un estudio, más del 35% de 
las inversiones de las aseguradoras en todo el mun-
do están expuestas a riesgos físicos o de transición 
(IAIS, 2021). En distintos escenarios de cambio climá-
tico, las aseguradoras podrían perder entre el 7% y el 
50% de su capital disponible para cubrir siniestros. 

Por último, el riesgo climático es un problema para 
los bancos centrales. Pone en peligro sus objetivos 
de promover el crecimiento, controlar la inflación y 
garantizar la estabilidad financiera del sistema (NGFS, 
2021; Frisari et al., 2019). Como en el caso de las ase-
guradoras, los bancos centrales deben preocuparse 
por los riesgos climáticos no solo en los sistemas 
bancario y monetario de la economía que supervisan, 
sino también en sus propios balances (NGFS, 2021).
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Diagnóstico del riesgo financiero 
El primer paso para gestionar el riesgo es evaluarlo. 
La Network for Greening the Financial System (NGFS), 
una red de supervisores y bancos centrales, que en-
cabeza la respuesta financiera al riesgo climático a 
escala mundial, ha utilizado los llamados modelos de 
evaluación integrada para evaluar los riesgos físicos 
y de transición del sistema financiero mundial en seis 
escenarios de cambio climático (NGFS, 2023). Una 
de las principales deficiencias de estos modelos es 
que ofrecen una cobertura geográfica limitada; por 
ejemplo, suelen agrupar a todos los países en Amé-
rica del Sur, restringiendo gravemente su capacidad 
para evaluar el riesgo físico a una escala relevante.

Los gobiernos también pueden evaluar directa-
mente el riesgo para los activos físicos y transmitir 
esta información al público (Frisari et al., 2019). En 
Chile, el Ministerio del Medio Ambiente desarrolló la 
plataforma ARCLim, donde se recopilan y ponen a 
disposición de la sociedad datos sobre la exposición 
y vulnerabilidad de los activos físicos ante diferentes 
escenarios de cambio climático (Pica-Tellez et al., 
2020). Dado que el cambio climático futuro es muy 
incierto, los modelos financieros y físicos nunca eva-
luarán con precisión el riesgo, y los responsables de 
la toma de decisiones deben basarse en una amplia 
gama de escenarios.4

Los bancos centrales también deberían incorporar 
los riesgos climáticos en sus modelos y en sus aná-
lisis sobre cómo llevar a cabo la política monetaria, 
incluso utilizando escenarios climáticos prospectivos 
(Frisari et al., 2019; Grippa et al., 2019; NGFS, 2021). 
Por ejemplo, la Autoridad Bancaria Europea llevó a 
cabo un proyecto piloto en toda la UE con el objetivo 
de cartografiar la exposición de los bancos al riesgo 
climático y estimar la proporción de activos vulnera-
bles al mismo (EBA 2020). El Banco Central Europeo 
ha incluido pruebas de resistencia climática en sus 
actividades anuales de supervisión bancaria con el 
fin de identificar la exposición de los bancos a los 
riesgos climáticos (ECB, 2022). 

Los grupos de trabajo institucionalizados pueden 
ayudar a ampliar la comprensión de estos riesgos 
por parte del sistema financiero e identificar las me-
jores prácticas en el sector (Jaramillo et al., 2023). 
Por ejemplo, Chile organizó una mesa redonda pú-
blico-privada sobre financiamiento verde en la que 
actores del sector privado, el Ministerio de Hacienda, 
reguladores financieros y supervisores identificaron 

4  ww

buenas prácticas que contribuyen a elaborar direc-
trices significativas. En Ecuador, la recién creada 
Iniciativa de Finanzas Sostenibles es una asociación 
público-privada-académica que busca catalizar 
los beneficios que las finanzas sostenibles y la in-
versión de impacto pueden aportar a la economía 
ecuatoriana. 

Evaluar, gestionar y divulgar los riesgos 
Para reducir el riesgo climático en las empresas y evi-
tar su propagación, los gobiernos pueden exigir a las 
empresas que evalúen y divulguen con frecuencia 
sus riesgos climáticos y las medidas que han adopta-
do para hacerles frente (Frisari et al., 2019). 

En 2017, un grupo de trabajo mundial de empresas e 
instituciones financieras, el Grupo de Trabajo sobre 
Divulgación Financiera Relacionada con el Clima 
(TCFD, por su sigla en inglés, recomendó que toda 
empresa o institución financiera que cotice en bolsa 
divulgue 11 elementos en materia de gobernanza, es-
trategia, opciones de gestión de riesgos, métricas y 
objetivos que utilice para evaluar los riesgos y opor-
tunidades relacionados con el clima (Recuadro 9.1). 

Los gobiernos exigen cada vez más a las empresas 
financieras que revelen los riesgos climáticos y apli-
quen prácticas para gestionarlos. A estas empresas 
se les puede exigir, por ejemplo, que mantengan un 
nivel seguro de liquidez estructural para minimizar los 
riesgos de quiebra. Las grandes empresas pueden 
estar obligadas a aplicar buenas prácticas como las 
recomendadas por el TCFD (Delgado et al., 2021, 
Frisari et al., 2019). 

Once países de la región han puesto en marcha 
en los últimos años medidas de regulación o su-
pervisión dedicadas al cambio climático (Frisari, 
2022). En Chile y Colombia, por ejemplo, recientes 
regulaciones obligan a los emisores a incorporar el 
riesgo climático en su informe anual, siguiendo las 
recomendaciones del TCFD (CMF 2022; SFC, 2021). 
Otros países, como Costa Rica, República Domini-
cana, Honduras y México han publicado directrices 
para fomentar la divulgación voluntaria de informa-
ción sobre sostenibilidad por parte de los emisores 
(Herrera et al., 2023).

Los bancos centrales también deberían revelar su 
exposición al riesgo climático y la estrategia para 
gestionar dicha exposición. En Brasil, la estrategia del 
Banco Central sigue las recomendaciones del TCFD. 
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Recientemente creó un comité de responsabilidad 
socioambiental de la organización y elaboró un infor-
me sobre riesgos socioambientales y una política de 
responsabilidad. También está incluyendo conside-
raciones sobre el cambio climático en sus funciones 
de regulación y supervisión (BCB, 2023). Por ejemplo, 
desde 2020 exige que las entidades financieras 
desarrollen procesos y funciones para la gestión de 
riesgos climáticos y ha introducido divulgaciones 
obligatorias inspiradas en el Marco del TCFD. Los 
bancos centrales también pueden predicar con el 
ejemplo, integrando consideraciones de sostenibili-
dad en la gestión de sus carteras (Frisari et al., 2019; 

Grippa et al., 2019; NGFS, 2021). Esto podría significar 
que se eviten las inversiones en activos expuestos 
a riesgos climáticos, o que se descuente su valor al 
evaluar los riesgos y rendimientos de los distintos 
activos de sus carteras.

El gobierno también puede obligar a las instituciones 
altamente reguladas, como los fondos de pensiones, 
a evaluar y gestionar los riesgos climáticos a la hora 
de invertir. En Chile, el gobierno obliga a los fondos 
de pensiones a integrar consideraciones sobre el 
riesgo climático en sus políticas y procesos de in-
versión, así como en sus sistemas de evaluación de 
riesgos (Frisari et al., 2019; Frisari, 2022). 

RECUADRO 9.1 

Las 11 divulgaciones recomendadas por el TCFD en materia de oportunidades y riesgos 
climáticos

Las divulgaciones recomendadas por el TCFD tienen por 

objeto proporcionar información útil a inversores y a otras 

partes interesadas en materia de gobernanza, estrategias, 

gestión de riesgos, métricas y objetivos de las empresas en 

relación con el cambio climático. La información recomenda-

da es la siguiente:

GOBERNANZA

a. Describa la supervisión por parte de la junta en materia 

de oportunidades y riesgos climáticos.

b. Describa el papel de la dirección en la evaluación y ges-

tión de oportunidades y riesgos climáticos.

ESTRATEGIA

a. Describa las oportunidades y riesgos climáticos que la or-

ganización ha identificado a corto, mediano y largo plazo.  

b. Describa el impacto de oportunidades y riesgos climá-

ticos en las actividades, la estrategia y la planificación 

financiera de la organización.

c. Describa la resiliencia de la estrategia de la organización, 

teniendo en cuenta diferentes escenarios relacionados 

con el clima, incluido un escenario de 2° C o inferior.

GESTIÓN DE RIESGOS  

a. Describa los procesos de la organización para identificar 

y evaluar riesgos climáticos.

b. Describa los procesos de la organización para gestionar 

riesgos climáticos.

c. Describa cómo se integran los procesos de identificación, 

evaluación y gestión de riesgos climáticos en la gestión 

global de riesgos de la organización.

MÉTRICAS Y OBJETIVOS

a. Divulgue los parámetros utilizados por la organización 

para evaluar oportunidades y riesgos climáticos en con-

sonancia con su estrategia y su proceso de gestión de 

riesgos. 

b. Describa las emisiones de gases de efecto invernadero 

(GEI) de Alcance 1, Alcance 2 y, si procede, Alcance 3, así 

como los riesgos relacionados.

c. Describa los objetivos utilizados por la organización para 

gestionar oportunidades y riesgos climáticos y los resulta-

dos respecto a los objetivos.

Fuente: TCFD (2017)
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Se avecina una tormenta: necesidades de 
capacitación, planificación y coordinación

Clasificar las actividades 
económicas y el gasto público
Los ministerios de finanzas pueden fomentar la trans-
parencia y mejorar la información relacionada con el 
financiamiento de la lucha contra el cambio climático. 
Uno de los desafíos es que no existen definiciones 
establecidas de lo que implica la adaptación al clima. 
Esto puede dar lugar a un financiamiento insuficiente 
de la adaptación y al lavado de imagen verde, donde 
las actividades se presentan falsamente como bene-
ficiosas para el medio ambiente cuando en realidad 
no lo son. 

Para hacer frente a este problema, algunos ministe-
rios están elaborando una taxonomía que clasifica 
las actividades en función de su contribución a los 
objetivos ambientales, incluida la adaptación. La 
Unión Europea fue pionera en este enfoque con su 
Taxonomía de Finanzas Sostenibles en 2020. Su 
principio fundamental es que, para que una actividad 
de inversión se considere sostenible, debe contribuir 
sustancialmente al menos a uno de los objetivos de 
la taxonomía, incluido el fomento de la adaptación al 
cambio climático, evitando al mismo tiempo daños 
significativos a cualquiera de los demás objetivos y 
cumpliendo las salvaguardias mínimas (Pettingale, 
2022). Colombia, en 2022 y México, en 2023, han 
aprobado taxonomías nacionales que hacen hincapié 
en la adaptación al clima.

Los gobiernos también están desarrollando herra-
mientas para saber qué parte de su presupuesto 
se destina al cambio climático. El principal desafío a 
la hora de contabilizar los gastos relacionados con 
el cambio climático es pasar de una clasificación 
económica o administrativa del presupuesto —es 
decir, según la institución, el programa o la finalidad 
administrativa (personal, operaciones, etc.)— a una 
clasificación funcional (gastos en cambio climático, 
género, reducción de la pobreza, etc.). El etiqueta-
do de gastos del cambio climático puede ser una 
solución a corto plazo. Con el etiquetado de gastos, 
los gobiernos identifican, o “etiquetan”, los gastos 
según criterios definidos y permiten una clasificación 
presupuestaria paralela (Ferro et al., 2020). En Chile, 

una revisión gubernamental de 729 iniciativas o pro-
gramas en el presupuesto de 2021 encontró que 58 
de ellos, con un valor combinado de casi USD$ 1.000 
millones, tienen un componente climático, con 22 
relacionados con la adaptación y 16 que afectan tanto 
la adaptación como la mitigación (DIPRES, 2022). 

El etiquetado de gastos también puede identificar el 
gasto que va en contra de los objetivos del cambio 
climático. Un estudio del BID reveló que Argentina, 
Colombia, Jamaica, México y Perú destinan entre 
el 1,1% y el 3,3% de sus presupuestos nacionales a 
acciones de lucha positiva contra el cambio climáti-
co. Sin embargo, estos países también invierten un 
porcentaje mayor, que oscila entre el 1,9% y el 8,6% 
de sus presupuestos, en programas que repercuten 
negativamente en los esfuerzos contra el cambio 
climático, como las subvenciones a los combustibles 
fósiles (Ferro et al., 2020).

Planificación y coordinación 
de la política climática 
No se pueden tomar medidas a partir de datos si no 
se cuenta con las competencias. Los formuladores 
de políticas públicas deben reconocer que los co-
nocimientos necesarios para adaptar las finanzas al 
cambio climático van más allá de los conocimien-
tos financieros tradicionales. Deben determinar 
con precisión las competencias críticas, evaluar las 
capacidades internas, identificar las lagunas de co-
nocimientos, colmar dichas lagunas y desarrollar su 
capacidad para actuar frente al cambio climático. 

Los ministerios de hacienda pueden elaborar estrate-
gias financieras para esbozar sus objetivos climáticos 
y una hoja de ruta de políticas, regulaciones e inver-
siones para alcanzarlos (Jaramillo et al., 2023). Estas 
estrategias pueden utilizarse para comprometerse 
con un calendario de desarrollo de reformas fisca-
les ambientales, taxonomías verdes, clasificadores 
funcionales del gasto público y regulaciones de di-
vulgación financiera. También pueden promover la 
cooperación internacional, servir de herramienta para 
el diálogo con los bancos multilaterales de desarrollo 
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y definir instancias de vinculación público-privada 
para identificar necesidades y acciones. 

Lo ideal sería que las estrategias financieras estu-
vieran vinculadas a estrategias climáticas nacionales 
más amplias (Jaramillo et al., 2023). Por ejemplo, la 
Ley Marco del Cambio Climático en Chile fija los ob-
jetivos para lograr una economía resiliente al clima 
para 2050 y establece metas y responsabilidades 
para la mayoría de los ministerios, incluido el de Ha-
cienda. Aunque cada ministerio debe perseguir sus 
propios objetivos de adaptación, los ministerios de 
Medio Ambiente y Hacienda son fundamentales para 
coordinar las medidas, obtener fondos y ratificar los 
objetivos ambientales y fiscales generales. 

Por último, la mejor manera de reducir el riesgo cli-
mático es preparar una transición ordenada pero 

rápida hacia las cero emisiones netas (Fazekas et al., 
2022). Simulaciones recientes de los supervisores 
financieros muestran que la exposición de los mer-
cados a los riesgos climáticos sería manejable en 
escenarios ordenados de transición a una economía 
con bajas emisiones de carbono. Pero seguir produ-
ciendo emisiones de gases de efecto invernadero 
empeoraría el cambio climático y produciría impor-
tantes pérdidas económicas y financieras derivadas 
de la materialización de riesgos físicos. Retrasar las 
políticas de descarbonización solo aumentaría los 
riesgos de la transición (FSB, NGFS 2022). Las es-
trategias nacionales deben tener como objetivo el 
desarrollo con bajas emisiones de carbono, además 
de la resiliencia climática.
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El cambio climático ha llegado, poniendo en peligro vidas, 

ecosistemas y economías. Con el calor y el agua al cuello 

ofrece una mirada muy necesaria sobre cómo los países pueden 

adaptarse a esta nueva y dura realidad. Escrito para un público 

general en un lenguaje claro y no técnico, el libro examina las 

amenazas climáticas y las estrategias de adaptación sector por 

sector, centrándose en los retos específicos de América Latina y 

el Caribe. 

¿Cómo pueden nuestras ciudades utilizar los humedales y los 

parques, así como otros elementos de planificación urbana, para 

protegerse de las inundaciones y los desprendimientos de tierra? 

¿Qué puede hacerse para garantizar la salud y bienestar de las 

personas vulnerables durante olas de calor y epidemias? ¿Existen 

innovaciones en materia de energías renovables, seguridad 

alimentaria, transporte y política fiscal y financiera especialmente 

adaptadas a las nuevas circunstancias de la región? El libro 

aborda estas preguntas y muchas otras con un profundo análisis 

basado en tres principios fundamentales: la necesidad de 

soluciones flexibles para enfrentar la incertidumbre que conlleva 

el cambio climático; la interdependencia de los sectores; y 

la necesidad de reformar la gobernanza para garantizar una 

adaptación coordinada e integrada que haga hincapié en las 

comunidades locales y las partes interesadas. 

Al desglosar el complejo tema de la adaptación climática en 

capítulos digeribles, Con el calor y el agua al cuello provee 

herramientas a ciudadanos, responsables políticos y líderes 

empresariales para construir sociedades prósperas y resilientes 

en medio de las perturbaciones climáticas, al tiempo que 

establece lecciones valiosas para un público mundial.


